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S U M A R I O  

Se abre la sesión a las dieciséis horas y veinte minutos. 
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Se aprueba por asentimiento. 
El señor Presidente advierte a la Cámara sobre diversas mo- 

dificaciones en el orden del día, alguna de ellas derivadas 
de la remodelación del Gobierno, convocándose una nue- 
va sesión plenaria para el jueves, día 14 de marzo de 1991. 
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No habiéndose presentado vetos a este convenio, en el turno 
a favor interviene el señor Cercós Pérez. En el turno de por- 
tavoces hacen uso de la palabra los señores López Hena- 
res y Cercós Pérez. 
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Se aprueba el Convenio por asentimiento. 
Asimismo se aprueba por asentimiento la autorización del 

Pleno de la Cámara para tramitar en lectura Única el Tra- 
tado General de Cooperación y amistad entre España y 
Chile, firmado en Santiago de Chile el 19 de octubre de 
1990. 
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El señor Lizón Giner, Presidente de la Comisión, anuncia la 
designación del señor Gillén Izquierdo para presentar el 
dictamen correspondiente a dicho proyecto de 2ey. Así lo 
hace el señor Guillén Izquierdo. A confinuación, se inicia 
el debate de las dos propuestas de veto presentadas. El se- 
ñor Barbuzano González defiende el voto particular na- 
mero 7. Seguidamente interviene el señor Eiroa García, 
que defiende el voto particular número 4 ,  del Grupo Par- 
lamentario Mixto. E n  turno en contra, hace uso de la pa- 
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labra la señora Rubiales Torrejón, que se refiere a ambos 
vetos. E n  el turno de portavoces, participan en el debate 
los señores Barbuzano González, Eiroa García, Martínez 
Sospedra, Oliveras i Terradas, Liso Marín y la señora Ru- 
biales Torrejón. Por alusiones interviene el señor Martínez 
Sospedra. También lo hace la señora Rubiales Torrejón. 

El  señor Presidente anuncia la votación de los dos vetos de- 
batidos. 

Se rechaza el voto particular número 7 ,  del señor Barbuza- 
no González, por tres votos a favor, 195 en contra y tres 
abstenciones. 

Se rechaza el voto particular número 4,  del Grupo Mixto, 
por dos votos a favor, 200 en contra y una abstención. 

El  señor Presidente anuncia el comienzo del debate sobre el 
articulado del dictamen, que hará referencia, en primer lu- 
gar, al artículo único, párrafo inicial, apartados 1 a 14, 
que afectan al Título Preliminar y a los Capítulos I, I I ,  
111 y IV del Título Primero de la Ley Orgánica del Régi- 
men Electoral General. El señor Barbuzano González de- 
fiende su enmienda número 12. El señor Fuentes Navarro 
defiende las enmiendas números 95 a 102 y 11 7,  11 9 y 
121, del Grupo Mixto. El señor Renobales Vivanco defien- 
de las enmiendas números 82 a 91, del Grupo de Senado- 
res Nacionalistas Vascos. El señor Martínez Sospedra de- 
fiende las enmiendas números 22 a 32, del Grupo del Cen- 
tro Democrático y Social. El señor Oliveras i Terradas de- 
fiende la enmienda número 6 ,  del Grupo Convergkncia i 
Unió. El señor Fraga Egusquiaguirre defiende las enmien- 
das números 54 a 60, del Grupo Popular. El señor Liso 
Marín interviene asimismo en la defensa de estas enmien- 
das. E n  turno en contra lo hace el señor Arévalo Santia- 
go. E n  el turno de portavoces hacen uso de la palabra los 
señores Fuentes Navarro, Renobales Vivanco, Oliveras i 
Terradas, Fraga Egusquiaguirre, Liso Marín y Barreiro 
Gil. El señor Fraga Egusquiaguirre interviene de nuevo 
por alusiones. 

El señor Presidente anuncia el debate del siguiente artículo 
único, apartados 15 a 52, que afectan a los Capítulos VI  
VI, VII y VIII  del Título Primero de la Ley Orgánica del 
Régimen Electoral General. El señor Barbuzano González 
defiende las enmiendas números 11 y 17. El señor Eiroa 
García defiende las enmiendas números 1 y 2, del Grupo 
Mixto. El señor Fuentes Navarro defiende las enmiendas 
números 103 a 11 1,120 y 124, también del Grupo Mixto. 
El señor Bajo Fanlo da por defendida la enmienda núme- 
ro 92, del Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos. El 
señor Martínez Sospedra defiende las enmiendas números 
33 a 45, del Grupo del Centro Democrático y Social. El se- 
ñor Oliveras i Terradas defiende las enmiendas 7, 8 y 9, 
del Grupo de Convergencia i Unió. El señor Liso Marín de- 
fiende las enmiendas números 63, 65, 66, 67, 68, 69, 71, 
72, 74, 75 y 76, del Grupo Popular. El señor Fraga Egus- 
quiaguirre defiende las enmiendas números 61, 62, 64 y 
70, asimismo del Grupo Popular. E n  turno en contra in- 
terviene el señor Arévalo Santiago. En el turno de porta- 
voces hacen uso de la palabra los señores Barbuzano Gon- 
zález, Martínez Sospedra, Oliveras i Terradas, Liso Marín 
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y Arévalo Santiago. Por alusiones, interviene el señor Fra- 
ga Egusquiaguirre e igualmente lo hace el señor Arévalo 
Santiago. 

Se suspende la sesión a las veinte horas y cincuenta y cua- 
tro minutos. 

Se abre la sesión a las dieciséis horas y veinte minutos. 

LECTURA Y APROBACION, SI PROCEDE, DEL ACTA DE 
LA SESION ANTERIOR, CELEBRADA LOS PASADOS 
DIAS 26,27 Y 28 DE FEBRERO DE 1991 

El señor PRESIDENTE: Punto primero del orden del 
día. Lectura y aprobación, si procede, del Acta de la se- 
sión anterior, celebrada los pasados días 26,27 y 28 de fe- 
brero de 199 1. 

Si no hay observaciones al Acta, se aprueba. (Pausa.) 
Queda aprobada. 

La Mesa, en las reuniones que ha efectuado esta maña- 
na y a primera hora de la tarde, ha acordado, derivado 
de las consideraciones que hizo la Junta de Portavoces en 
relación con los puntos del orden del día segundo y ter- 
cero, de control, comunicar a la Cámara los siguientes tér- 
minos. 

En primer lugar, el Gobierno ha solicitado aplazamien- 
to del control referido a las preguntas e interpelaciones. 
En este sentido, este aplazamiento se va a producir de la 
forma que a continuación voy a exponer. 

La mayor parte de las preguntas, aquellas que afectan 
a Departamentos donde existen o existirán formalmente 
mañana nuevos titulares, quedarán aplazadas hasta el 
próximo Pleno previsto el día 9 de abril. Esto afecta a la 
mayor parte de las preguntas, excepto cuatro, y a las in- 
terpelaciones números 20 y 2 1, de los Senadores Fuentes 
Navarro y De Guzmán Alvarez Ruiz de Viñaspre. La in- 
terpelación número 19, suscrita por el Senador don Feli- 
pe Calvo Calvo, se explanará el jueves a primera hora de 
la mañana. 

A los efectos de cumplir el Reglamento y para que pue- 
dan ser efectuadas las preguntas números 2, 10, 12 y 13, 
aunque pendiente de confirmación, la Mesa ha acordado 
convocar un nuevo Pleno el próximo jueves inmediata- 
mente después de que se desarrolle la interpelación nú- 
mero 19, de don Felipe Calvo Calvo. Es una exigencia re- 
glamentaria, de manera que las preguntas que puedan ser 
respondidas por Ministros que no han experimentado mo- 
dificaciones en su responsabilidad se efectuarán en este 
nuevo Pleno que se convoca en esta misma semana -re- 
pito-, a continuación del que estaba previsto. 

Las demás preguntas y las dos interpelaciones queda- 
rán aplazadas hasta el Pleno contemplado en el calenda- 
rio ordinario, que sus señorías conocen porque fue publi- 
cado, que se celebrará el día 9 de abril. 

Hay otras modificaciones en el orden del día que voy a 
comunicar a sus señorías. 

Introducimos un nuevo punto del orden del día por el 
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que vamos a solicitar a la Cámara la autorización para el 
trámite de lectura única referido al Acuerdo de Amistad 
y Cooperación con Chile, a los efectos de que ese tratado 
pueda ser aprobado por esta Cámara en la primera sesión 
plenaria prevista para el mes de abril. 

Y, finalmente, la moción presentada por el Grupo Par- 
lamentario del Centro Democrático y Social, referida y 
consecuencia del debate efectuado en el último Pleno res- 
pecto a la crisis del Golfo Pérsico, ha sido en el día de hoy 
retirada. 

LECTURA UNICA DE TRATADOS Y CONVENIOS IN- 
TERNACIONALES REMITIDOS POR EL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS: 

- CONVENIO CONSTITUTIVO DEL BANCO EU- 
ROPEO DE RECONSTRUCCION Y DESARROLLO, 
HECHO EN PARE EL 29 DE MAYO DE 1990. SE 

CIA 
TRAMITA POR EL PROCEDIMIENTO DE URGEN- 

El señor PRESIDENTE: Así pues, señorías, iniciamos 
la sesión plenaria con el punto cuarto del orden del día. 
Lectura única de tratados y convenios internacionales re- 
mitidos por el Congreso de los Diputados, comenzando 
por el Convenio constitutivo del Banco Europeo de Re- 
construcción y Desarrollo, hecho en París el 29 de mayo 
de 1990, que se tramita por el procedimiento de urgencia. 

No se presentaron vetos a este convenio. Por tanto, pro- 
ceden los turnos habituales. 

Por un turno a favor, tiene la palabra el Senador Cercós. 

El señor CERCOS PEREZ: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, por razón de la urgencia del proyecto, trata- 

ré brevemente de trasladar a la Cámara, buscando el apo- 
yo de todos los Grupos Parlamentarios, el interés de este 
convenio que vamos a votar en breve. 

Desde nuestro Grupo Parlamentario nos parecía que el 
tema exigía por lo menos una consideración o exposición 
ante la Cámara por la trascendencia política de este con- 
venio, que ha sido firmado en referéndum por España el 
pasado 29 de mayo. 

Es un proyecto de Ley del que, si quisiera señalar unas 
notas, diría que tiene las características siguientes. 

La primera de ellas es la oportunidad extraordinaria, 
que ha puesto de manifiesto la agilidad de la Comunidad 
Europea. Pocas veces en la historia -ya no digo de nues- 
tra propia y vieja Europa, sino del acontecer de las insti- 
tuciones representativas internacionales- se ha podido 
ver una respuesta tan automática y enérgica como la que 
presenta la Comunidad Europea con este convenio. El 
cambio en los países de la Europa del este se producía a 
finales de 1989. En octubre de ese año el Presidente Mit- 
terrand proponía en el Parlamento europeo la creación, 
en principio por parte de la Comunidad Europea y de los 
países de la Europa del este, de una estructura -y habló 
de una entidad bancaria- para tratar de ayudar a dichos 
países en su transición política. Tras unas reuniones a las 
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que no me voy a referir, la idea tuvo su plasmación en un 
documento firmado el 29 de mayo, que es el que somete- 
mos a la consideración de la Cámara. 

El convenio tiene unas características que voy a expo- 
ner brevemente a sus señorías. Por una parte, se refiere 
claramente al cambio del modelo económico que se ha 
producido en los países de la Europa del este. El mundo 
empresarial, y en concreto el español, que ha pretendido 
hacer operaciones de carácter económico y financiero en 
la Europa del este y en la Europa central -a la que tam- 
bién se refiere este conveni-, se ha encontrado con se- 
rias dificultades derivadas de la propia situación econó- 
mica de estos países. Si ha resultado fácil -por lo menos 
a los ojos de la asombrada opinión pública- el cambio 
de los regímenes totalitarios imperantes en estos países, 
el problema crucial es el cambio del modelo económico. 
Un modelo previsto para un sistema totalitario no podía 
ser trasladable fácilmente a una economía de mercado, y 
ahí está el talón de Aquiles que trata de contemplar el 
convenio que debatimos. 

Este, se basa en una serie de principios, como el de apo- 
yar la transición hacia la economía de mercado, el respe- 
to al Estado de Derecho, el respeto de los derechos huma- 
nos, la existencia de democracias multipartidistas -y 
este planteamiento es una condición «sine qua non», es 
decir, sin la cual el convenio dejaría de estar vigente-, y 
también tiene otras referencias que pueden ser interesan- 
tes, puesto que se contemplan temas como el del medio 
ambiente. 

Objetivos y funciones esenciales son, por ejemplo, apo- 
yar todas las iniciativas empresariales y privadas que 
pueda haber en estos países, promover y estimular pro- 
yectos de interés y estimular y fomentar inversiones para 
la reforma y reconstrucción de sus infraestructuras. El 
convenio va a significar la preparación de estos países 
para constituir mercados de capitales, la preparación 
para la competitividad de sus empresas internacionales, 
funciones que se contemplan en el proyecto. (Rumores.) 

¿Cuál es el papel de España? Creemos que tiene un pa- 
pel digno e importante en el Banco Europeo de Recons- 
trucción y Desarrollo. La participación de España es del 
3,4 por ciento de su capital, y éste es de 10.000 millones 
de ecus. Llamo la atención de sus señorías sobre este pun- 
to, ya que es la primera vez que se formula la creación de 
una institución financiera multilateral que tenga por mo- 
neda el ecu, y éste también es otro éxito de la Comunidad 
Europea. Un banco que, planteado como iniciativa de la 
Comunidad Europea, contempla a un conjunto de países 
beneficiarios, que son los de la Europa del centro y del 
este, y que recoge también como accionistas de su capital 
social a otros países europeos y no pertenecientes a Eu- 
ropa, entre los cuales los principales son Japón, Estados 
Unidos, Canadá, países árabes, como Egipto y Marruecos 
y también países iberoamericanos, como Méjico. Cuaren- 
ta naciones del mundo se suman a este convenio aparte 
de dos instituciones tan importantes como son la Comu- 
nidad Europa y el Banco Europeo de Inversiones. 

(De qué forma se plantea, para que no se desnaturalice 
el carácter de proyecto europeo comunitario? Se plantea 

de modo que la participación de los países europeos del 
Banco Europeo de Inversiones y de la Comunidad Euro- 
pea siempre suponga la mayoría del capital, es decir, que 
aunque haya transformaciones de su capital social, aun- 
que haya eumentos, cambios de participaciones, siempre 
tenga la mayoría de ese capital la Europa comunitaria. 

Con esta regla, recogida en el convenio, entendemos que 
se dan garantías para que nunca se altere lo que ha sido 
una iniciativa esencialmente europea en pro de otros paí- 
ses, también europeos, de la Europa central y del este. 

Por supuesto, los cuarenta países están en la Junta de 
Gobernadores, órgano político del banco, que va a tener 
su sede central en Londres -ya está pactad+ y como 
primer Presidente al hombre del que partió la idea, ase- 
sorando al Presidente Miterrand; su asesor Jacques Atta- 
li. (Rumores.) 

Por otra parte, el banco se articulará de forma inme- 
diata a partir del día 3 1 de marzo, de ahí la urgencia para 
la aprobación de este convenio, debido a la puesta en mar- 
cha a partir de esa fecha del documento de ratificación. 
Los países que se sumen desde el primer momento a di- 
cho documento serán los fundadores de la institución ban- 
caria y gozarán de plenos derechos en la Junta de Gober- 
nadores y en el órgano que va a regir el funcionamiento 
del banco, el Consejo de Administración, formado por 23 
miembros, entre los cuales España estará presente. Los 
doce países de la Comunidad Europea junto con el Banco 
Europeo de Inversiones y la propia Comunidad Europea 
eligirán a once de los consejeros, y los doce restantes se- 
rán propuestos a partes iguales -cuatro por cada uno-  
por los países europeos no pertenecientes a la Comunidad 
Europea, por los países que se van a beneficiar y por los 
que nb son europeos. El convenio entrará en vigor prác- 
ticamente el día 31 de marzo si se apoya, ratifica y aprue- 
ba su creación por dos tercios del capital social. 

El señor PRESIDENTE: Perdone, Senador Cercós. 
Ruego a la Cámara silencio. 

El señor CERCOS PEREZ: Gracias, señor Presidente. 
A partir de ese momento, con los dos tercios compro- 

metidos, el banco, que se presenta en este convenio, se 
pondrá en funcionamiento. Si no se consiguen los dos ter- 
cios el 31 de marzo -entre los cuales tiene que haber re- 
presentados.dos países de la Europa del este o central be- 
neficiarios del convenio-, tendría que celebrarse una reu- 
nión extraordinaria de los países comprometidos en su 
creación para darle una prórroga a la constitución del 
banco. 

Señorías, cumplo con gusto esta tarea en nombre de mi 
Grupo, y solicito a los demás grupos de la Cámara su apo- 
yo. Creo que es tarea de todos de conseguir que la econo- 
mía de estos países de la Europa del este pueda lograr 
una transformación; el paso de una economía mercanti- 
lista a otra planificada estaba ya resuelto -hay preceden- 
tes que todos conocemos-, pero no había metodología 
para pasar de una economía planificada y centralista a 
una economía libre de mercado como la que se plantea 
en este convenio. Esta es su trascendencia, en la que Es- 
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paña ha tenido un papel importante: un 3,4 por ciento del 
capital social, 340 millones de ecus, los aporta nuestro 
país. Exceptuando a los cuatro grandes europeos, tras Ja- 
pón, Estados y Canadá como países exteriores, España 
está entre los ocho primeros por lo que a la participación 
se refiere, con un director general ejecutivo en la estruc- 
tura del banco. España ha unido sus esfuerzos, y de ahí 
que nosotros, como grupo parlamentario, solicitemos la 
aprobación de este convenio, que creemos que da un peso 
específico y una relevancia especial a nuestra querida Eu- 
ropa, a nuestra Comunidad Europea, en el contexto inter- 
nacional. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Cer- 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
(Turno de portavoces? (Pausa.) 
Tiene la palabra el Senador López Henares. 

cós. 

El señor LOPEZ HENARES: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Ya que el Senador Cercós ha intervenido, mi Grupo 
también desearía decir dos palabras. En primer lugar, 
quiero suscribir las palabras del Senador Cercós respecto 
a la importancia de este convenio. Pero sobre todo, señor 
Presidente, mi Grupo desea destacar especialmente la im- 
portancia política de este convenio, que está recogido bá- 
sicamente en la exposición de motivos y en los artícu- 
los 1: y 2:, en los que se fijan el objeto y las funciones. 

Este convenio, firmado por todos los países libres eu- 
ropeos, pretende establecer e impulsar las instituciones 
democráticas en los países del centro y del este de Euro- 
pa y, sobre todo, recrear la economía de mercado en es- 
tos países. Esta es la reflexión política, señor Presidente, 
porque hasta hace poco tiempo era progresista caminar 
hacia una economía estatalista y socialista, y este conve- 
nio fija como funciones del Banco los cauces de progreso 
-se dice- para establecer una economía de mercado. La 
experiencia de 35 años de economía estatalista y socialis- 
ta en el centro y este de Europa no ha servido nada más 
que para poner de relieve históricamente que estos paí- 
ses han sido arrasados social y económicamente, como lo 
pone de manifiesto, dicho sea de paso, las imágenes, que 
a todos nos impresionan estos días, de la .huida de Alba- 
nia o la desestabilización en Yugoslavia. (Rumores en los 
bancos de la izquierda). 

Por todas estas razones, señor Presidente, suscribo, y no 
sé si todo el Grupo Socialista lo hace, las palabras del se- 
ñor Cercós, pero conviene dejar clara cuál es la finalidad 
política de este convenio. 

Muchas gracias, señor Presidente. (El señor Cercós Pé- 
rez pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Senador Cercós, su señoría tie- 

Ruego a la Cámara un poco de silencio y menos exal- 
ne la palabra. (Varios Señores Senadores: no, no.) 

tación. Aún quedan muchas horas por delante. 

El señor CERCOS PEREZ: Dos palabras, señor Presi- 
iente. 

A la lista que exponía mi querido y distinguido colega, 
Senador López Henares, sobre la situación de las econo- 
nías y de la sociedad de estos países, yo quería añadir 
itros que no han tenido regíemenes comunistas. También 
:n Iberoamérica existen esas situaciones lastimosas de la 
:conomía y han estado próximos a nosotros. Esta es otra 
*calidad. Africa Central tampoco ha tenido dictaduras co- 
nunistas y hay otros tantos rincones en la humanidad. 
Vo trato más que de completar la lista del Senador. Es 
nuy importante que haya instituciones como este Banco, 
que se crea para acometer su transformación y su desarro- 
lo económico. 

Nada más, señor Presidente. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Cer- 
:os. 

De la elocuencia de los dos colegas y de los aplausos 
que acabo de escuchar me permito solicitar la aprobación 
?or asentimiento, sin tener que someterla a votación. 
‘Pausa .) 

Muchas gracias. Se aprueba por asentimiento. 
Solicito de la Cámara autorización para tramitar por 

31 procedimiento de lectura única el Tratado General de 
Cooperación y Amistad entre España y Chile, firmado en 
Santiago de Chile el 19 de octubre de 1990. 

La Mesa de la Cámara, oída la Junta de portavoces, re- 
solvió proponer al Pleno de la Cámara este acuerdo, de 
ronformidad con el artículo 129 del Reglamento, por lo 
que solicito de la Cámara si está de acuerdo y si puede 
ser aprobado por asentimiento. (Pausa.) 

Se aprueba por asentimiento la autorización del Pleno 
de la Cámara para tramitar en lectura única el citado Tra- 
tado General de Cooperación y Amistad entre España y 
Chile. 

Muchas gracias. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE PROYECTOS 

GRESO DE LOS DIPUTADOS: 
Y PROPOSICIONES DE LEY REMITIDOS POR EL CON- 

- DE LA COMISION DE CONSTITUCION, EN RELA- 
CION CON EL PROYECTO DE LEY ORGANICA DE 

MEN ELECTORAL GENERAL. SE TRAMITA POR EL 
PROCEDIMIENTO DE URGENCIA 

MODIFICACION DE LA LEY ORGANICA DE REGI- 

El señor PRESIDENTE: Punto quinto del orden del día: 
dictámentes de comisiones sobre proyecto y proposicio- 
nes de ley remitidos por el Congreso de los Diputados. 

Dictamen de la Comisión de Constitución, en relación 
con el Proyecto de ley Orgánica de modificación de la Ley 
Orgánica del Régimen Electoral General. También se tra- 
mita por el procedimiento de urgencia. Fue publicado en 
el «Boletín Oficial de las Cortes Generales)), Senado, Se- 
rie 11, número 41, de fecha 11 de marzo de 1991. 

Ruego al señor Presidente de la Comisión Constitucio- 
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nal que indique si algún señor Senador ha sido propuesto 
para presentar el informe. 

El señor LIZON GINER: Sí, señor Presidente, ha sido 
designado el excelentísimo señor Senador don Vicente 
Guillén. 

El señor PRESIDENTE: El Senador Guillén, para la 
presentación del dictamen, tiene la palabra. 

El señor GUILLEN IZQUIERDO: Señor Presidente, se- 
ñorías, el proyecto de modificación de la Ley Orgánica de 
Régimen Electoral General fue publicado en el «Boletín 
Oficial del Congreso de los Diputados» el día 22 de febre- 
ro de 1991. Tras los trámites correspondientes en Ponen- 
cia y Comisión el proyecto de ley se debatió y aprobó en 
la Cámara Baja durante la sesión plenaria celebrada el 
día 14 de febrero, teniendo entrada en esta Cámara el día 
22 de los corrientes. Reunida la Ponencia, informó el pro- 
yecto el día 28 de febrero, dictaminándolo favorablemen- 
te la Comisión Constitucional el día 7 de marzo. 

Este proyecto de ley ha sido objeto de dos enmiendas 
de totalidad, rubricadas por los Senadores señores Eiroa 
y Barbuzano, ambos pertenecientes al Grupo Mixto, y 124 
enmiendas parciales presentadas por el resto de los gru- 
pos de la Cámara. 

Con esta reforma de la Ley 5/85, de 19 de junio, de Ré- 
gimen Electoral General se persiguen, tal como queda re- 
flejado en el preámbulo, varios objetivos a fin de acomo- 
dar la realidad política y social, tarea que cuenta con el 
consenso de todos los grupos parlamentarios, manifesta- 
do en la propuesta de resolución aprobada en el Pleno del 
Congreso de los Diputados el 23 de noviembre de 1990. 
Por una parte, se introducen una serie de modificaciones 
que dan una mayor precisión a los requisitos generales de 
la convocatoria de elecciones, racionalizando los períodos 
electorales, clarificando y dando una solución legislativa 
a las mociones de censura en el ámbito local. Por otra par- 
te, la reforma legislativa incrementa las potestades de la 
administración electoral, modifica el régimen de garan- 
tías electorales y afronta una serie de reformas técnicas 
en aras de facilitar el mejor conocimiento por parte de 
los ciudadanos de sus derechos y deberes en el seno del 
proceso electoral. 

Es todo cuanto tengo el honor de informar a sus seño- 
rías. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Gui- 

Fueron presentadas dos propuestas de veto, que vamos 

En primer lugar, voto particular número 7,  enmienda 

Para su defensa, tiene su señoría la palabra. 

llén. 

a debatir. 

de veto suscrita por el Senador Barbuzano González. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: Muchas gracias, 

Señor Presidente, señorías, el proyecto de ley orgánica 
señor Presidente. 

de modificación del régimen electoral general que nos 
ocupa en este debate en Pleno contiene en su articulado 
claros signos de injerencia en las competencias de algu- 
nas comunidades autónomas respecto de sus posibilida- 
des estatutarias de autogobierno e incluso roza con pre- 
ceptos constitucionales en nuestra opinión -opinión de 
las Agrupaciones Independientes de Canarias-, lo que 
trataremos a continuación de dejar lo más claro posible. 

Por tanto, deseamos hacer constar que nuestra propues- 
ta de veto está dirigida fundamentalmente a la reforma 
que se contempla en el proyecto del artículo 42 de la vi- 
gente Ley 5185 y en menor medida a la regulación que se 
intenta de la formación inicial de los cabildos insulares. 
Y esta cuestión la planteamos principalmente por dos mo- 
tivos. En primer lugar, por la necesidad de este instru- 
mento -la facultad de disolución del Parlamento Autó- 
nomo por parte del Presidente del Ejecutivo autónom- 
en un sistema parlamentario como el que la Constitución 
ha configurado para las comunidades autónomas. En se- 
gundo lugar, ante la pretendida modificación del artícu- 
lo 42 de la actual Ley Orgánica del Régimen Electoral Ge- 
neral, que pudiera sujetar de tal forma a las comunida- 
des autónomas que, una vez aprobada, podría imposibi- 
litar la introducción de dicha facultad. Por esto es por lo 
que no estamos de acuerdo con la proyectada modifica- 
ción, sobre todo por la relación que hace entre la facul- 
tad de disolución de las asambleas legislativas de las co- 
munidades autónomas con la afectación a uno u otro de 
los regímenes que la propia Ley instaura, y por la inva- 
sión en las competencias de las comunidades autónomas 
que podría suponer la mencionada modificación. 

De un tiempo a esta parte, una serie de comunidades 
autónomas han introducido en su ordenamiento jurídico 
la facultad de disolución del Parlamento Autónomo por 
parte del Presidente del Ejecutivo con la singularidad -y 
esto hay que decirlo claramente- de que en sus respec- 
tivos estatutos no se regula dicho mecanismo, existiendo 
un vacío estatutario en esta materia que dichas comuni- 
dades autónomas han llenado a través de vía legal. Esta 
vía ha podido ser utilizada por supuestas habilitaciones 
que el Estatuto ha otorgado al legislador para que regu- 
lara, en unos casos, la relaciones entre el Gobierno y el 
Parlamento, y en otros, las atribuciones del Presidente del 
Gobierno Autónomo. 

Por último, nos encontramos con otras comunidades 
autónomas en cuyos estatutos ni siquiera existen tales ha- 
bilitaciones, sino que ante el silencio estatutario en esa 
materia, simplemente lo han introducido. El caso del Es- 
tatuto de Canarias no es distinto de los que comentamos, 
puesto que se establecen, a nuestro juicio, mecanismos 
que posibilitan la introducción de la disolución del Par- 
lamento Autónomo, que es lo que nos ocupa. 

En nuestra opinión, por tanto, no existen impedimen- 
tos estatutarios para introducir la facultad de disolución 
del Parlamento Autónomo puesto que el Estatuto es el 1í- 
mite para el legislador autonómico. Si no le prohíbe la di- 
solución, el legislador puede introducirla, excepto que 
haya una legislación básica válida, esto es, amparada en 



- 31 
SENADO 

un título competencia1 estatal que imposibilite la intro- 
ducción de la facultad de disolución. 

Los artículos 9.2, 16.2 y principalmente el 15.2 y el 29.1 
del Estatuto de Autonomía de Canarias, posibilita y le da 
competencia a la Comunidad para introducir en su orde- 
namiento jurídico la facultad que tantas veces estamos ci- 
tando, sobre todo el artículo 15.2 del Estatuto de Autono- 
mía que dice: Una ley del Parlamento canario determina- 
rá su composición y sus atribuciones, así como el estatu- 
to de sus miembros. Creemos que lo que este precepto 
hace, al igual que el 98.4 de la Constitución que establece 
que la ley regulará el estatuto de incompatibilidades de 
los miembros del Gobierno, no es más que una reserva de 
ley para la regulación de las atribuciones del Presidente 
del Gobierno. Este artículo, como los similares de otros 
estatutos de autonomía, no prejuzga en absoluto el con- 
tenido de estas atribuciones, ni supone una habilitación 
más o menos amplia del legislador autonómico para que 
pueda introducir, dentro de las atribuciones del Presiden- 
te, la facultad de disolución. A todo lo más que llegaría 
este precepto sería a reforzar la tesis que se esgrime de 
que el Estatuto canario ha asumido en otro precepto la 
competencia sobre la organización, régimen y funciona- 
miento de las instituciones de autogobierno, como el tí- 
tulo por el cual sí se pueda entrar a regular esta materia, 
ya que las atribuciones de los miembros del Gobierno son, 
sin lugar a dudas, parte fundamental de la organización 
del régimen y del funcionamiento del órgano ejecutivo de 
la Comunidad Autónoma Canaria. Por tanto, hemos de 
acudir a las normas estatutarias que delimitan competen- 
cias de la Comunidad Autónoma Canaria que ésta ha asu- 
mido. Por ejemplo el artículo 29.1, al enumerar las mate- 
rias de titularidad exclusiva de la Comunidad, establece 
la organización, régimen y funcionamiento de sus insti- 
tuciones de autogobierno y de sus organismos autónomos. 
Al ser la Comunidad Autónoma Canaria titular en exclu- 
siva de la organización y funcionamiento de las institu- 
ciones canarias de autogobierno, es evidente que puede 
ejercerlas a través del Parlamento, y es más, sólo el Le- 
gislativo está facultado para determinar cuáles son las 
atribuciones de los miembros del Consejo de Gobierno por 
mandato ineludible del artículo 15.2, que decíamos ante- 
riormente que se conecta con este artículo 29.1. 

Lo que también está fuera de toda duda -reiteramos- 
es que además del Ejecutivo, dentro de las instituciones 
de autogobierno canarias está el Parlamento Autónomo, 
e introducir la facultad de disolución del mismo cae tam- 
bién en la esfera de la organización, régimen y funciona- 
miento de dicha institución. 

Por otra parte, pero íntimamente ligado con este Últi- 
mo razonamiento, el sistema impuesto por la Constitu- 
ción a las comunidades autónomas es, sin ningún tipo de 
conjeturas, un sistema parlamentario al cual le es inhe- 
rente la facultad de disolución de la Cámara Legislativa 
como contrapunto a la moción de censura, que sí viene ex- 
presamente prevista en los estatutos. Con esto queremos 
decir que la no inclusión del mecanismo de disolución en 
las normas institucionales básicas de la Comunidad Au- 
tónoma, pudo haber sido en contra del mandato del ar- 
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tículo 152.1 de la Constitución de 1978, y ante tal vacío 
debe haber una válvula de escape que, a nuestro juicio, 
se llena con la competencia de las comunidades autóno- 
mas en todo lo relacionado de nuevo -y lo subray- con 
sus instituciones de autogobierno. 

En este orden de cosas, la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional es clara y contundente. En la sentencia 
59/84, de 29 de septiembre, declara: Tampoco existe tal 
reserva estatutaria absoluta frente a la Ley de la Comu- 
nidad Autónoma en lo que se refiere a la organización de 
las instituciones autónomas propias, cuyo desarrollo me- 
diante ley no podría considerarse contrario al artícu- 
lo 147.12 de la Constitución española. Esa reserva estatu- 
taria significa sin duda la absoluta exclusión de la norma 
estatal no estatutaria. Frente a tales aseveraciones, huel- 
gan más comentarios. 

En definitiva, la Comunidad Autónoma de Canarias 
puede introducir en su ordenamiento jurídico, por vía le- 
gal, la facultad del Presidente del Gobierno para disolver 
el Parlamento ya que, pese al silencio del Estatuto en este 
extremo, es competente para regular todo lo que se refie- 
ra a sus instituciones de autogobierno, por lo que reite- 
ramos que la modificación del artículo 42 que se propo- 
ne, es una injerencia clara en las competencias de la Co- 
munidad Autónoma Canaria y, por tanto, supone una 
merma de la autonomía política de las comunidades au- 
tónomas e incumplir con las prescripciones constitucio- 
nales en cuanto al carácter básico de la materia que sirve 
de título al Estado para legislar sobre este derecho de su- 
fragio contenida, como ustedes saben, en el artícu- 
lo 141.1.1. 

La configuración del Estado de las Autonomías estable- 
cida por la Constitución de 1978 como modelo de organi- 
zación territorial, tiene, en nuestra opinión, unos límites 
más allá de los cuales se estaría quebrando esta configu- 
ración constitucional. Uno de estos límites está en el res- 
peto por parte del Estado de las materias de competencia 
exclusiva de las comunidades autónomas, materias sobre 
las que, salvo los supuestos previstos en el artículo 150 de 
la Constitución, no puede disponer el Estado siempre que 
las comunidades autónomas lo hayan asumido por sus es- 
tatutos. Creemos que se están transgrediendo estos lími- 
tes con la proyectada modificación del artículo 42. 

Esta reforma del artículo 42 de la vigente ley viene a re- 
gular, por una parte, las condiciones básicas del ejercicio 
del derecho de sufragio en el sentido de fijar un plazo para 
que se convoquen las elecciones una vez agotada la legis- 
latura, con el fin de que no se produzcan dilaciones que 
puedan vulnerar el derecho de los ciudadanos a eleccio- 
nes periódicas, consagrado en el artículo 23.1 de la Cons- 
titución, como ustedes saben. 

Además, pretende, y ése es el meollo de la cuestión, que 
aquellas comunidades autónomas, que en su ordenamien- 
to jurídico no tengan expresamente atribuida la facultad 
del presidente del Ejecutivo autonómico de disolución de 
su asamblea legislativa, convoquen las elecciones, para 
que coincidan con las locales, el último domingo de mayo 
de cada cuatro años. 

Para entender el problema globalmente hemos de re- 
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troceder, y ya lo dije en Comisión, en el tiempo hasta el 
momento en que se firmaron los famosos acuerdos auto- 
nómicos de 1981, donde el Gobierno estatal, por aquel en- 
tonces el de UCD, pactó con la oposición, con el PSOE, el 
desarrollo del proceso autonómico. Desde entonces varias 
comunidades autónomas han introducido en su ordena- 
miento jurídico la facultad de disolución de su asamblea 
legislativa y son precisamente las que tienen períodos 
electorales distintos al resto de las comunidades: Catalu- 
ña, País Vasco, Galicia y Andalucía. 

La reforma que se pretende incluir en la Ley Orgánica 
del Régimen Electoral General va en contra, tanto de la 
Constitución, a nuestro juicio, como de los estatutos de 
autonomía, que impiden que una norma estatal entre a 
disciplinar competencias exclusivas de las comunidades 
autónomas. Determinar el momento en el que se han de 
realizar las elecciones en el ámbito autonómico escapa de 
las competencias atribuidas al Estado en virtud del ar- 
tículo 149.1 de la Constitución. 

En principio, la disposición adicional primera, dos, de 
la Ley orgánica califica a este artículo 42 que se pretende 
modificar, entre otros, de básico ya aplicable como tal a 
las comunidades autónomas, amparándose en las compe- 
tencias que la Constitución reserva al Estado en el artícu- 
lo 149.1.1.” cuando habla de la igualdad de todos los es- 
pañoles en el ejercicio de sus derechos. 

El artículo 42 regula los requisitos generales de la con- 
vocatoria de elecciones y, como hemos visto, trata de for- 
ma diferente a unas comunidades autónomas de otras, de- 
pendiendo de si su ordenamiento jurídico tiene expresa- 
mente prevista la facultad de disolución. A nuestro modo 
de ver, esta distinción ya quiebra el título competencial, 
pues excede lo que el artículo 141.1 persigue en esta ma- 
teria, que no es otra cosa que garantizar la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio del derecho de sufra- 
gio. La igualdad que se pretende conseguir no es tal, como 
se deduce del tenor literal del texto, ya que trata de for- 
ma desigual a los ciudadanos de unas comunidades y 
otras. Si se argumenta que tal medida no supone desi- 
gualdad, también se puede afirmar que determinar el mo- 
mento en que se tienen que celebrar unas elecciones tam- 
poco supone una condición básica que garantice el ejer- 
cicio del derecho a sufragio, con lo cual escapa al título 
competencial en el que se ampara el Estado para regular 
estas medidas. 

Por otra parte, el contenido de este precepto constitu- 
cional va dirigido a los ciudadanos españoles y no direc- 
tamente a las comunidades autónomas, como hace la pro- 
yectada modificación. Nos atrevemos a decir que esta mo- 
dificación supone una sustracción de la autonomía polí- 
tica de las comunidades autónomas y, más en concreto, 
opinamos que se está burlando la distribución de compe- 
tencias en materia de instituciones autonómicas, de au- 
togobierno, establecidas constitucionalmente y que todas 
las comunidades autónomas han asumido en sus respec- 
tivos estatutos. 

Se intenta que todas las comunidades autónomas, sin 
ser las que han accedido a la autonomía por la vía del ar- 
tículo 15 1, acudan a las elecciones junto con las locales, 

para evitar el desgaste que a determinados partidos polí- 
ticos de cualquier signo ocasiona la celebración de elec- 
ciones en distintos períodos de tiempo. 

Esto viene a suponer un agravio comparativo de unas 
comunidades autónomas con otras. Por el simple hecho 
de tener en su ordenamiento jurídico la facultad de diso- 
lución no vemos la relación causal que existe entre la fa- 
cultad de disolución y la obligatoriedad de celebrar elec- 
ciones un día determinado. No lo vemos en absoluto. 

El argumento por el cual se pretende fijar las eleccio- 
nes de las comunidades autónomas y entes locales con- 
juntamente en el último domingo de mayo es el posible 
perjuicio que traería la celebración de comicios en el pe- 
ríodo estival para la campaña y para la asistencia del elec- 
torado, además del cansancio que para los ciudadanos pu- 
dieran suponer reiteradas convocatorias de elecciones en 
cortos períodos de tiempo y las respectivas campañas 
electorales. El primero de los problemas podría solucio- 
narse declarando, a efectos electorales, inhábiles los me- 
ses de julio y agosto: sobre el segundo, las reiteradas con- 
vocatorias, diré que ya existen cuatro comunidades autó- 
nomas en las que sus períodos electorales son distintos y 
no por ello se han causado grandes perjuicios. Además, te- 
niendo la facultad de disolución las comunidades autóno- 
mas, pueden, cuando lo consideren oportuno, acomodar 
sus comicios al tiempo de cualquier otro proceso electo- 
ral ya sean a las Cortes, al Parlamento europeo o a los en- 
tes locales. Mayor perjuicio trae que se sustraiga, sin acu- 
dir a la vía constitucional establecida que citaremos más 
tarde, a la autonomía política de las comunidades autó- 
nomas el momento más adecuado, según su propio juego 
político; inherente a todas luces a un sistema parlamen- 
tario que recoge la Constitución, configurado no sólo, re- 
pito, por la constitución, sino por los estatutos de auto- 
nomía, para la convocatoria y celebración de elecciones 
a la asamblea legislativa de estas comunidades. 

A nuestro modo de ver, el problema fundamentalxon 
el que nos encontramos es que, a través de legislación bá- 
sica electoral, determinados partidos políticos intentan 
disciplinar una materia que escapa a la competencia del 
Estado, por más que se intente justificar tal medida con 
el consenso alcanzado con diversas fuerzas políticas; con- 
senso, sin duda, importante en períodos constituyentes o 
cuando la materia que se trate así lo exija; materia de Es- 
tado, por ejemplo. 

La Constitución y los estatutos de autonomía asignan 
a las propias comunidades autónomas la organización, el 
régimen y el funcionamiento de sus instituciones de au- 
togobierno, materias dentro de las cuales se residencia 
cuándo, cómo y por qué se celebran nuevos comicios en 
las respectivas comunidades autónomas, siempre que se 
respeten los estatutos de autonomía. 

En apoyo de esta tesis tenemos que sustanciar o expli- 
citar la sentencia del Tribunal Constitucional que, respec- 
to de si existe reserva absoluta de las materias que deben 
regular los estatutos, declara que las prescripciones del 
artículo 147.2.C de la Constitución, en lo relativo a orga- 
nización de las instituciones propias de autogobierno de 
las comunidades autónomas, significan, sin duda, la ab- 
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soluta exclusión de la norma estatal no estatutaria. Esto 
lo dice la sentencia del Tribunal Constitucional 89/1984, 
de 29 de septiembre. 

Entendemos que es bastante fácil que salga adelante 
esta reforma de la Ley Orgánica del Régimen Electoral 
General, que nosotros opinamos reiteradamente que in- 
vade competencias de las comunidades autónomas al 
prescribir que las elecciones de determinadas comunida- 
des se celebren el último domingo de mayo de cada cua- 
tro años. Sin embargo, en el supuesto de que las Cortes 
Generales aprueben tal reforma y ninguno de los órganos 
legitimados de las comunidades autónomas impugne la 
ley ante el Tribunal Constitucional por invadir competen- 
cias que les son propias y como el artículo 42 de la Ley 
Orgánica forma parte de la legislación básica cuyas de- 
terminaciones se imponen sobre la legislación autonómi- 
ca -por tanto, no son combatibles fuera del recurso de 
inconstitucionalidad como ustedes saben-, va a ser ma- 
teria indisponible por parte de las comunidades autóno- 
mas, en el sentido de que, en el caso de que alguna comu- 
nidad autónoma legisle contradiciendo las estipulaciones 
de este artículo 42 y éstas sean impugnada por el Estado, 
la comunidad autónoma no puede reconvenir la inconsti- 
tucionalidad del artículo 42. Está claro que no existe pro- 
cedimiento similar al artículo 67, como ustedes saben, de 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Y les puede 
suponer, sin duda, una merma en su autonomía política. 

Para conseguir el fin que se propone existe un medio ju- 
rídico claro y eficaz, contenido, incluso, en la Constitu- 
ción, artículo 150.3: las leyes de armonización. 

El sefior PRESIDENTE: Le ruego evite los discursos 
porque ha doblado su tiempo, Senador Barbuzano. Vaya 
concluyendo, por favor. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: Concluyo en segui- 
da, señor Presidente. 

El artículo 150.3 de la Constitución dice: «El Estado po- 
drá dictar leyes que establezcan los principios necesarios 
para armonizar las disposiciones normativas de las co- 
munidades autónomas, aun en el caso de materias atri- 
buidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el 
interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por 
mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta 
necesidad». 

Con ello vemos cómo cuadra perfectamente en este pre- 
cepto el supuesto que analizamos de modificación. Se 
puede a través de esta vía, sustraer materias de compe- 
tencia de las comunidades autónomas para un fin de in- 
terés general que deberá ser apreciado por mayoría abso- 
luta de cada Cámara. Se puede, a través del artículo 150.3 
de la Constitución: legislar para que las elecciones de las 
comunidades autónomas se realicen en un momento de- 
terminado cuando las fuerzas políticas hayan llegado a 
un consenso tal que consideren el interés general, como 
parece ser en este caso. 

Lo que posiblemente no se podrá hacer a través de esta 
vía es establecer la distinción de regímenes que se inten- 
ta, ya que el interés general de que habla el artículo 150.3 

parece dar a entender que debe afectar a la generalidad 
de las comunidades autónomas. Y si esto es así, chocaría, 
evidentemente, con las comunidades autónomas que tie- 
nen en su ordenamiento jurídico la facultad de disolución 
de las asambleas legislativas y a estas fuerzas políticas 
que lo consensuarían se les vendría encima, un problema 
similar al que se desencadenó con la LOAPA. 

Por todo ello, señor Presidente, señorías, nos afirmamos 
en nuestro veto a este proyecto de ley que invade compe- 
tencias exclusivas de las comunidades autónomas, aun- 
que de antemano sepamos que, dado el cariz que ha teni- 
do la gestación y el debate en las dos Cámaras, no va a 
tener ningún eco positivo. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Bar- 

¿Turno en contra? 
buzano. 

La señora RUBIALES TORREJON: Señor Presidente, 
esta portavoz había entendido que en primer lugar iban 
a producirse los dos turnos a favor y posteriormente un 
único turno en contra por parte del Grupo Socialista. Si 
el señor Presidente no tiene inconveniente, nos gustaría 
que fuese así. 

El señor PRESIDENTE: Está en su derecho, pero sólo 
por el tiempo previsto para un único turno. 

Vamos a pasar, por tanto, a la defensa del segundo voto 
particular número 4 de veto del Grupo Parlamentario 
Mixto. 

Para su defensa, tiene la palabra el Senador Eiroa. 

El señor EIROA GARCIA: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

Señorías, en esta defensa de la propuesta de veto al pro- 
yecto de ley orgánica de modificación de la Ley Orgánica 
del Régimen Electoral General, por la cual se pretende la 
modificación de la Ley 5/1985, de 19 de junio, entende- 
mos que no se ajusta a Derecho y también que va en per- 
juicio de las competencias de las comunidades autóno- 
mas. Desde luego, lo que sí es evidente -y así se han he- 
cho eco de ello determinados medios- es que este pro- 
yecto no pasará a los anales jurídicos como modelo de 
construcción jurídica. 

No estamos de acuerdo con este proyecto porque no res- 
peta el Estado de la Autonomías. Y nos duele que haya 
sido apoyado por Grupos que tienen demostrado, perdó- 
nenme la expresión su pedigrí en el tema autonómico, 
porque, en definitiva, lo que se está imponiendo desde 
unas determinadas comunidades autónomas es una fecha 
de elección a tiempo fijo a otras comunidades autónomas. 
Las comunidades autónomas del artículo 15 1 proponen 
fecha de elecciones a las comunidades autónomas del 143; 
no es sólo la reforma de la Ley Orgánica lo que se preten- 
de. Lo que hace este proyecto de ley es, en definitiva, con- 
vocar elecciones el día 26 de mayo de 1991 y para este via- 
je no harían falta estas alforjas, puesto que la LOAPA ya 
lo pretendía, a pesar del palo que de alguna forma el Tri- 
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bunal Constitucional le dio, si bien, durante mucho tiem- 
po, las comunidades autónomas han convocado eleccio- 
nes fijando fechas de común acuerdo y que interesan a to- 
das las comunidades autónomas. 

No se respeta el Estado de las autonomías porque, no 
sólo se reforma la Ley Orgánica del Régimen Electoral 
General, sino que, por medio de este proyecto de ley se 
convocan formalmente las elecciones municipales en toda 
España y las autonómicas en 13 comunidades autónomas, 
y al fijar una fecha fija (26 de mayo de 1991) se está hur- 
tando a los gobiernos autónomos la facultad de fijar la fe- 
cha de estas elecciones. Esto va en contra de la propia 
Constitución y va en contra -como acaba de mencionar 
mi compañero del Grupo Mixto- de la sentencia 8911984, 
del Tribunal Constitucional por la cual las comunidades 
autónomas tienen competencias plenas sobre organiza- 
ción, régimen y funcionamiento de las instituciones de au- 
togobierno. 

Incluso diría más. Con este proyecto de ley lo que se 
hace es perpetuar un problema en perjuicio de las comu- 
nidades autónomas que accedieron por la vía del artícu- 
lo 143, de lo que parece intuirse que no se está a favor de 
la posibilidad -por otra parte parece que legítima, por 
lo menos a nosotros así nos parece- de poder anticipar 
elecciones en situaciones problemáticas en las Cámaras 
legislativas regionales, que ya tienen como derecho otras 
comunidades autónomas. 

Tres son las cuestiones que plantea o en las que se basa 
este proyecto de ley y que aparecen recogidas en el texto. 
Una de ellas es la dispersión de las consultas electorales, 
otra, clarificar las mociones de censura de los ayunta- 
mientos y, por último, evitar que las próximas elecciones 
correspondientes a las autonómicas puedan unificarse. (El 
señor Vicepresidente, Bayona Amar, ocupa la Presidencia.) 

Respecto a la primera cuestión, se trata de un comple- 
jo mecanismo técnico -yo diría que más que técnico, po- 
lítico- que se ha puesto en marcha y al cual me referiré 
más adelante. Mecanismo político, no técnico que adole- 
ce de graves vicios de graves problemas y de graves ries- 
gos jurídicos que luego trataré de explicar. 

La dispersión de las consultas electorales, que se razo- 
na como uno de los elementos, no tiene sentido ninguno 
puesto que quedan cuatro comunidades autónomas que 
van a seguir con la posibilidad de convocar elecciones en 
el momento que legal y prudencialmente les pueda pare- 
cer. Pueden anticipar las elecciones disolviendo las asam- 
bleas legislativas. Y la diferencia ya no es que puedan o 
no convocar elecciones anticipadas con disolución de las 
asambleas; el problema es que unas autonomías van a po- 
der hacerlo y otras parecen condenadas a seguir sin po- 
der plantear esto que parece obvio en un Estado demo- 
crático y que debe corresponder a las Cámaras legislati- 
vas. Para ello, han hecho ustedes un calendario que con- 
siste en modificar siete estatutos de autonomía y refor- 
mar otras siete leyes electorales de las comunidades au- 
tónomas, en alguna de las cuales casi deberían ahorrarse 
el trabajo, puesto que se les ha dado todo hecho desde el 
Congreso de los Diputados y, por supuesto, con lo que hoy 

lógicamente parece que va a se? aprobado en esta Cáma- 
ra. 

Como se puede ver,se trata de un complejo mecanismo 
técnico que ha necesitado el apoyo y el acuerdo extrapar- 
iamentario, una ley que curiosamente, parece ser que va 
a salir con menos apoyos de los que en principio entró en 
el Congreso de los Diputados. Es un caso muy claro de 
cómo se han producido discrepancias. 

Nadie nos ha demostrado que sea necesario que las 
elecciones se celebren en el mes de mayo. Las elecciones 
pueden celebrarse en mayo o septiembre, si se considera 
que julio y agosto no son meses adecuados; en otras oca- 
siones se han celebrado en el mes de junio y no ha resul- 
tado tan mal. El elemento climatológico puede influir, 
pero también puede influir en otras épocas del año. 

En cuanto a la dispersión electoral, ya he dicho que ésta 
no se corrige en modo alguno, puesto que seguirá habien- 
do cuatro comunidades autónomas -y alguna ha anun- 
ciado ya la posibilidad de anticipar la disolución de la Cá- 
mara legislativa y anticipar las elecciones- entre los que 
seguirá habiendo esta diferencia. Unas tendrán elecciones 
a plazo fijo y otras, cuando su estatuto de autonomía así 
lo prevea y cuando las circunstancias políticas así lo acon- 
sejen o, mejor dicho, cuando no desaconsejen que se ce- 
lebren en una fecha determinada. 

Volvemos a insistir en lo que se refiere a la discrimina- 
ción que parece que se consagra con este proyecto de ley 
al seguir habiendo dos tipos de autonomías en este senti- 
do. 

La prisa que se ha tenido para modificar determinados 
estatutos de autonomía parece que no se compaginan con 
la prisa en modificar esos propios estatutos u otros, sobre 
todo en aspectos competenciales o en cuestiones de ma- 
yor profundidad, pero sí se ha hecho este calendario téc- 
nico, que ha llegado en el momento de celebrar este Ple- 
no, donde parece que las fechas están perfectamente 
acompasadas para que el día 26 de mayo, quieran o no 
quieran las comunidades autónomas constituidas en fun- 
ción del artículo 143 de la Constitución, se celebren las 
elecciones autonómicas. 

Me referiré después a la pretendida clarificación de las 
mociones de censura, cuestión de la que también se ocu- 
pa este proyecto de ley, pero quisiera hacer de mi inter- 
vención dos bloques: por un lado, el interés autonómico 
y, por otro, el tema puntual de las mociones de censura 
municipales. 

La disposición transitoria, que viene de algún modo a 
solucionar un problema del que ya se hizo mención en el 
Congreso de los Diputados, ofrece sin duda varios proble- 
mas. La letra b) de esta disposición transitoria da solu- 
ción a lo que era -por decirlo así- el solapamiento de 
dos mandatos en una misma legislatura, el mandato de 
la legislatura anterior y el de la legislatura siguiente, por- 
que no hay duda de que del 26 de mayo al 10 de junio 
van a coexistir dos tipos de Diputados o de concejales, lo 
que no parece lógico. Me atrevería a decir que histórica- 
mente es la primera vez que ese hecho se produce. De to- 
das formas, ésta ha sido una salida que se ha dado desde 
el Congreso, donde se ofrece una solución más técnica que 
jurídica, sin ofrecer nada más. 
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Yo preguntaría qué van a hacer los Presidentes de las 
comunidades autónomas cuando esté aprobado este pro- 
yecto de ley. ¿Qué van a hacer en su convocatoria? (Se 
van a limitar exclusivamente a copiar el texto de la ley 
diciendo que convocan las elecciones de acuerdo con lo 
que dice la ley? Porque, señorías -y perdónenme la ex- 
presión-, esto se ha hecho muy mal y muy desordenada- 
mente. Y les voy a poner un ejemplo. En la Comunidad 
Autónoma de Aragón se presenta una proposición de ley 
de modificación de la Ley Electoral de la Comunidad Au- 
tónoma de Aragón por iniciativa de varios partidos polí- 
ticos -lógicamente los mismos que habían llegado a un 
consenso aquí-, pero con instrucciones que parece han 
sido generales para todas las comunidades autónomas. En 
esta proposición de ley se dice, entre otras cosas, que la 
convocatoria de elecciones a las Cortes de Aragón se efec- 
tuará mediante decreto del Presidente de la Diputación 
General en los plazos determinados en el artículo 42.3 de 
la Ley de Régimen Electoral de manera que se celebren 
el cuarto domingo de mayo de cada cuatro años. Esta pro- 
posición de ley tiene entrada en las Cortes de Aragón el 
22 de noviembre de 1990. Como es lógico, cualquiera que 
lea esta proposición de ley se remite a la Ley Orgánica 
del Régimen Electoral General, pero se encuentra con la 
tremenda sorpresa de que el artículo 42 no tiene sino dos 
apartados, los números 1 y 2; y se está intentando modi- 
ficar con fecha 22 de noviembre de 1990 lo que se va a 
aprobar precisamente hoy aquí, el apartado 3 de esta ley. 

Señorías, eso tiene muy mala explicación, pero voy más 
lejos. Es que, tal y como está redactado el proyecto de ley 
y tal como se ha llevado la cuestión del calendario, cabe 
la posibilidad de que alguna comunidad autónoma no 
pueda celebrar elecciones el día 26 de mayo. Y voy a ex- 
plicarlo con fechas porque quedará más claro. 

Esta proposición de ley de las Cortes de Aragón se va a 
aprobar, Dios mediante -como se suele decir-, el próxi- 
mo viernes día 15. El Gobierno aragonés tiene de plazo 
para promulgar esta ley quince días, con lo cual nos po- 
nemos en los días 2 ó 3 de abril. Si ustedes convocan las 
elecciones inmediatamente después de aprobarse este 
proyecto de ley, como parece que está previsto, es decir, 
para los días 29, 30, 31, 1 ó 2 y el Presidente de la Comu- 
nidad Autónoma de Aragón -no sé qué harán los demás 
porque no conozco las leyes de las otras autonomías- 
agota el plazo de los quince días, en la Comunidad Autó- 
noma de Aragón no puede haber elecciones autonómicas. 

Señorías, éste es un asunto que ustedes, los Grupos que 
han pactado este proyecto de ley, tenían que haber teni- 
do en cuenta. Tenían que haber contado con las peque- 
ñas comunidades autónomas, que también son parte del 
Estado, como hemos dicho muchas veces desde esta tri- 
buna, más aún ante un tema de la importancia del que se 
está tramitando. Y no digo que esto vaya a ocurrir, seño- 
res Senadores, pero sí hablo de la posibilidad de que esto 
ocurra, por lo menos en una comunidad autónoma que yo 
conozco y en cuya representación estoy en esta Cámara, 
y de que podría ocurrir también en alguna otra Comuni- 
dad cuya aprobación de calendario no conozco. Pero si el 
Presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón o el de 

alguna otra comunidad cuya situación no conozco -re- 
pito- agotan los plazos de los quince días para promul- 
gar la convocatoria de las elecciones, esas elecciones au- 
tonómicas no se podrían celebrar legalmente. Y no digo 
que esto vaya a ocurrir, pero sí es una llamada de aten- 
ción para que en otra ocasión tengan ustedes presente 
que, en una cuestión de esta envergadura, en un pacto que 
afecta a todas las comunidades autónomas y que afecta a 
la Ley Electoral, debe tenerse en cuenta a todos los gru- 
pos parlamentarios, a todos los partidos políticos, a todos 
aquellos que tienen representación parlamentaria, por- 
que todos tenemos algo que decir. 

Creo que con esto queda dicho todo lo que había que 
decir. Entendemos que este proyecto de ley no respeta a 
las comunidades autónomas, no está acorde con las auto- 
nomías. Lo que hace, en definitiva, es perpetuar la dife- 
rencia entre las comunidades autónomas constituidas po- 
re1 artículo 151 o por el 143 de la Constitución, lo que es 
un mal ejemplo jurídico, con muchos problemas y con 
muchas fisuras. Y ustedes saben que puede haber proble- 
mas, y no me refiero ya a problemas relacionados con re- 
cursos, sino a problemas de puesta en práctica y de fe- 
chas. Por otra parte, este proyecto tiene también otros 
problemas a los que me referiré en la defensa de las en- 
miendas parciales. 

Este es un proyecto en el que deberían haber tenido en 
cuenta el pacto, o al menos la opinión, de todos los Gru- 
pos Parlamentarios con representación en las Cámaras; 
pero, muchas veces, por hacer las cosas deprisa y corrien- 
do, se corre el riesgo de hacerlas bastante mal. Creo que 
éste es un caso en el que no se han respetado ni la forma 
ni el fondo y en el que puede haber algún problema a la 
hora de su puesta en práctica. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

Para turno en contra, tiene la palabra la Senadora Ru- 
gracias, Senador Eiroa. 

biales. 

La señora RUBIALES TORREJON: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, en nombre del Grupo Parlamentario Socialis- 
ta, voy a consumir un turno en contra de ambos vetos y 
voy a fijar también, aunque haya después un turno de por- 
tavoces, la posición de mi Grupo Parlamentario en torno 
a este proyecto de ley, sin entrar demasiado -con todos 
mis respetos- en la respuesta concreta a los dos porta- 
voces que han hecho uso de la palabra, porque están tra- 
tando de hacer un debate que puede tener sentido en el 
Parlamento de Aragón o en el Parlamento de Canarias, 
pero que no lo tiene en el Senado, puesto que son dos Gru- 
pos parlamentarios con representación en sus diferentes 
parlamentos autonómicos y que, además, tienen posicio- 
nes diferentes de las que están manteniendo aquí. 

Cuando yo oí al Senador Eiroa no estaba segura de si 
estaba hablando en nombre del Parlamento de Aragón, 
porque amenazaba incluso con la posibilidad de que no 
se celebraran elecciones en Aragón, aunque después ha di- 
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cho que no es que dijera que vaya a ocurrir, pero ha de- 
jado la amenaza por si acaso. Con ello supongo que pre- 
tenderá castigar a los ciudadanos de Aragón y no a otras 
personas y que son los intereses de los ciudadanos de Ara- 
gón los que se verán perjudicados, por lo que serán ellos 
los que tendrán algo que decir cuando se sientan discri- 
minados con respecto al resto de los ciudadanos de las de- 
más comunidades autónomas de España. 

Entrar en eso es continuar un debate puramente elec- 
toralista que mantienen en el veto a esta ley solamente 
dos grupos regionales de dos comunidades autónomas, 
debate absolutamente respetable pero que no viene a in- 
troducir ningún elemento de carácter general, como tie- 
ne que ser en una Cámara de representación territorial, 
que es la suma y el conjunto de todas las comunidades au- 
tónomas de España. 

Ustedes han dicho que incluso Grupos parlamentarios 
con solera autonómica, o que ustedes llaman pretendida 
solera autonómica, ni siquiera se han hecho eco de este 
tipo de argumentaciones porque están ustedes defendien- 
do intereses muy concretos de carácter, además, absolu- 
tamente electoralista. Creo que el Grupo parlamentario 
del Senador Eiroa se ha quedado incluso solo en el Par- 
lamento de Aragón en la defensa de las posiciones políti- 
cas que hoy parecía que defendía aquí en nombre del Par- 
lamento de Aragón, que es el único que puede fijar en su 
Comunidad Autónoma las posiciones mayoritarias. Pien- 
so, por lo que me han comentado y he leído en los medios 
de comunicación, que hasta sus socios de gobierno les han 
abandonado en esta posición que su Grupo, con todo el de- 
recho del mundo, mantiene, pero que no puede traer aquí 
como una oposición de carácter mayoritario, ya que ni si- 
quiera representa, ni con mucho, a la mayoría del Parla- 
mento de su Comunidad Autónoma, a la que dice repre- 
sentar. 

Por tanto, señorías, me parece que no tiene mucho sen- 
tido entrar en un debate pormenorizado de las cosas que 
su señoría manifiesta. 

En torno al tema de la anticonstitucionalidad de la ley, 
cuando hablamos del tema de la constitucionalidad o an- 
ticonstitucionalidad de la ley, siempre me sorprende la se- 
guridad con la que ustedes afirman una cosa u otra. Cuan- 
tas veces he intervenido en temas competenciales o cuan- 
do se plantean dificultades para saber dónde están los 1í- 
mites en el reparto competencial entre el Estado y las co- 
munidades autónomas, siempre he reiterado ante el Ple- 
no de esta Cámara que hay que dejar que el Tribunal 
Constitucional sea el que decida quién lleva razón, cuan- 
do una parte sostiene una cosa y otra parte sostiene la 
contraria, porque eso es lo que está previsto en la Consti- 
tución. 

Entre tanto, señorías -ustedes lo saben-, el Derecho 
es susceptible de cientos de interpretaciones y puede ar- 
gumentarse por parte de ustedes que el Estado carece de 
título competencial para hacer esta regulación y, por par- 
te del Grupo Socialista o de los grupos mayoritarios, que 
consideran que sí existe título competencial, estar soste- 
niendo lo contrario, debate que sería absolutamente esté- 
ril porque el resultado de esta Cámara sería el resultado 

de los votos y la constitucionalidad o no nunca la podría- 
mos decidir nosotros. Tendrá que ser el Tribunal Consti- 
tucional, Ustedes argumentarán la carencia del título 
competencial y el Gobierno y el Grupo parlamentario que 
lo sustenta defenderán la existencia del título competen- 
cial. 

El mismo Senador Barbuzano ha tenido confusiones; 
primero argumentaba la carencia de título competencial; 
después decía que sí en el 150 pero que el interés general 
tiene que ser para todo el país y no solamente para 13 co- 
munidades autónomas. Tampoco sé muy bien por qué 
hace este tipo de análisis ni llega a este tipo de conclu- 
sión, pero me parece que ese no es el sentido del debate 
de una ley electoral general. 

Si ustedes consideran que no es constitucional lo que 
estamos haciendo, sus señorías tienen perfecto derecho, 
porque la Constitución así lo establece, de ir al Tribunal 
Constitucional, y el Grupo Parlamentario Socialista, 
como siempre, acatará la decisión del Tribunal Constitu- 
cional, como no podía ser menos. Si está conforme con 
sus planteamientos y con su criterio, no manifestará nin- 
guna opinión contraria y, si no le gusta la interpretación 
que el Tribunal Constitucional hace, opinará lo que le pa- 
rezca oportuno, como es el correcto funcionamiento de las 
instituciones democráticas que afortunadamente tenemos 
en este país. 

Yo creo, señorías, que no hay que perder de vista los ob- 
jetivos que hoy estamos debatiendo: proceder a una re- 
forma determinada y concreta de la Ley Electoral Gene- 
ral, que surge como consecuencia de los incidentes que se 
producen en las elecciones generales del año 1989 y como 
consecuencia de la reacción por parte de todos los gru- 
pos, en el Congreso de los Diputados, después del debate 
de investidura del Presidente del Gobierno, que solicitan 
la creación de una Comisión de investigación sobre las 
elecciones generales; se hace un dictamen, se busca el con- 
senso, se llega a él, y la pérdida de consenso, señoría, en 
la parte que se p.ueda producir, la vamos a analizar a lo 
largo del debate. Y les aseguro que en ningún caso se re- 
fiere al tema que sus señorías han planteado en el veto. 
Se trata de otros aspectos parciales y puntuales de la Ley, 
como vamos a tener ocasión de ver a continuación, pero 
nadie ha venido a sumarse a los argumentos que sus se- 
ñorías plantean. Es más, el Diputado señor Mardones, del 
mismo Grupo político que el Senador Barbuzano, apoyó 
y defendió esta Ley y votó a favor de ella en el Congreso 
de los Diputados; hay perfecto derecho -para eso somos 
dos Cámaras- de cambiar de posición política, pero tam- 
bién es una realidad que hay que constatar y poner de re- 
lieve. 

Por volver al hilo de mi intervención, señorías, tengo 
que decirles que ésta era una ley que tenía iinns objetivos 
concretos y determinados: la reforma de la administra- 
ción electoral para dar más énfasis a algunas cosas, como 
la competencia de la Junta Electoral Central, para el ma- 
yor control y supervisión del censo, para la convocatoria 
electoral, precisamente para evitar que las elecciones mu- 
nicipales y autonómicas pudieran caer en los meses de ju- 
lio y agosto. Alguna de sus señorías ha dicho que se podía 
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haber declarado simplemente que julio y agosto no fue- 
ran meses hábiles. Se podía haber hecho eso como se ha 
buscado la fórmula de solución que aquí se ha buscado 
con carácter general para todas las convocatorias de las 
elecciones municipales y autonómicas. 

En mi Comunidad Autónoma, en Andalucía, el estatuto 
de autonomía era el que fijaba los plazos en los que se te- 
nían que celebrar las elecciones y obligaba a que se cele- 
braran en julio y en agosto. Ha habido un acuerdo polí- 
tico que ha pedido después una traducción jurídica. Por- 
que, Senador Eiroa, el Derecho usted ha dicho que no es 
una técnica, sino que es no sé qué jurídico. Que yo sepa, 
el Derecho no es otra cosa que un instrumento para regu- 
lar la realidad y las relaciones sociales. Es una técnica ju- 
rídica cuya bondad o maldad depende de las considera- 
ciones que cada cual quiera hacer y, en ocasiones, más 
vale una no tan magnífica técnica jurídica, que sea capaz 
de resolver los problemas, que un perfeccionamiento de 
la técnica jurídica que nos deje empantanados en la re- 
solución de los mismos. Se instrumentó, pues, jurídica- 
mente el acuerdo parlamentario al que se llegó, y a par- 
tir de ahí se pudo evitar que las elecciones en Andalucía 
se tuvieran que celebrar, nada más y nada menos que en 
el mes de julio y en el mes de agosto. Porque los legisla- 
dores, cuando hacen las normas, no tienen en cuenta to- 
dos los componentes de la compleja realidad social a la 
que se refieren. Se trataba de regular la campaña insti- 
tucional, los tiempos en los espacios gratuitos de los par- 
tidos políticos y de las formaciones electorales, los gastos 
y subvenciones electorales, las elecciones municipales, 
con especial referencia a la moción de censura, es decir, 
todos lo que a continuación vamos a ver. Se trataba, en 
definitiva, de facilitar la no excesiva concentración de 
elecciones electorales, que hubiera menos gastos electo- 
rales, facilitar la participación de los ciudadanos. Porque 
hay que tener en cuenta que las leyes electorales están he- 
chas para favorecer el derecho al voto por parte de los ciu- 
dadanos y no sólo el ejercicio por parte de los grupos po- 
líticos y los intereses de los partidos políticos; hay que sa- 
berlos compaginar, pero prioritariamente hay que defen- 
der los derechos de los ciudadanos. 

En segundo lugar, señorías, ¿por qué unas comunida- 
des autónomas tienen la posibilidad de disolución antici- 
pada y otras no? Por un proceso histórico-jurídico que se 
produce en este país y que es una realidad innegable. 
Como esa realidad innegable tiene también sus causas y 
sus orígenes en un proceso político y jurídico anterior que 
arranca nada más y nada menos que de la constitución 
de la 11 República española, que tiene unas consecuencias 
por la desgracia de la existencia de una guerra civil en 
este país y que tiene todavía otras consecuencias por la 
desgracia, aún mayor, o por lo menos igual, de 40 años 
de dictadura. A la salida de esta desgraciada etapa de los 
40 años de dictadura franquista y de la guerra civil se pro- 
duce un proceso para recomponer en este país dos cosas 
fundamentales, que, además, eran los eslóganes caracte- 
rísticos de los comienzos de la transición democrática: la 
libertad y la autonomía. Por primera vez en nuestro país 
se consigue resolver un problema que no había sido nun- 

ca resuelto en todos sus años anteriores de evolución his- 
tórica: la articulación de los distintos poderes territoria- 
les del Estado, el reconocimiento de las comunidades au- 
tónomas. Es evidente que ese proceso no fue fácil. Pero 
ahora mismo, señorías -y lo digo con conocimiento de 
causa y con todo orgullo-, este país nuestro, del que to- 
dos formamos parte, España, es modelo en muchos paí- 
ses europeos por muchas cosas. En primer lugar, por 
cómo entre todos, con la voluntad y con el acuerdo de to- 
dos los españoles, hemos logrado que la democracia y la 
libertad sean algo estable, consolidado y firme en este 
país que tenía fama de ser tan peleón y de no ser capaz 
de convivir en paz y en libertad, como el resto de sus ve- 
cinos. Y, en segundo lugar, somos la envidia y la admira- 
ción del resto de los países europeos por la forma en que 
hemos hecho una transformación de un Estado centralis- 
ta, jacobino, como el que teníamos, en un Estado autonó- 
mico y descentralizado en tan poco espacio de tiempo. 

Ahí tienen ustedes a los italianos, con una constitución 
que preveía unas regiones sin la mitad del poder que tie- 
nen nuestras comunidades autónomas, que tardaron más 
de veinte años en ponerlas en funcionamiento. Ahí tienen 
ustedes a Francia, cuyo modelo territorial habíamos co- 
piado durante todo el proceso de organización del Estado 
contemporáneo y del Estado moderno, que ni de lejos se 
puede asomar a un sistema de organización territorial del 
Estado como el que nosotros hemos hecho. Lo que ocurre 
es que eso no se puede hacer en un laboratorio de un ti- 
rón. Ocurrieron los avatares políticos que ocurrieron. 
Hubo tres comunidades autónomas, las históricas, las que 
habían tenido estatutos de autonomía durante la 11 Re- 
pública española, a las que se les reconoció después una 
preautonomía, unos órganos de autogobierno que, ade- 
más, habían mantenido durante los cuarenta años de la 
dictadura, en el exilio, y con un propio proceso político. 
En ese proceso político también se suma Andalucía con 
los avatares y las circunstancias que sus señorías cono- 
cen, con la oposición del Gobierno de la nación, con lo 
que le costó al partido en el Gobierno, a la Unión de Cen- 
tro Democrático y al señor Suárez. A partir de de ese mo- 
mento, hay que ir a un proceso de racionalización de todo 
lo que significó el Estado de las autonomías y se consti- 
tuyen autonomías en todas las demás comunidades autó- 
nomas, como las históricas y como Andalucía. 

Me sorprende que sus señorías hayan hecho todo el hin- 
capié en la capacidad o no de disolución del parlamento 
autonómico, como si eso fuera realmente lo sintomático 
a la hora de medir el grado de igualdad de una comuni- 
dad autónoma, y no se hayan referido a lo que tenían que 
haberse referido: cuándo se convocan o no unas eleccio- 
nes -después, si me da tiempo, hablaré de la gobernabi- 
lidad- regulación de la fecha, de las elecciones y del pro- 
cedimiento electoral. Es algo absolutamente adjetivo, no 
es nada sustantivo, señorías. Lo importante son las com- 
petencias, los órganos de autogobierno y los recursos eco- 
nómicos y financieros que puedan tener estas comunida- 
des autónomas para poder hacer frente a esas competen- 
cias y con recursos adecuados gobernando en esas insti- 
tuciones de autogobierno. Ese es el elemento sustantivo, 
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eso es lo que preocupa a los ciudadanos de todas y cada 
una de las comunidades autónomas. Lo demás no es sino 
un producto de lo que es la evolución histórica, jurídica 
y política de un país como éste que afortunadamente ha 
sido capaz de recuperar la libertad y la democracia; ha- 
cer algo, tan importante si cabe como lo anterior, que ha 
sido romper la estructura territorial del Estado centralis- 
ta que habíamos tenido y establecer .un modelo autonó- 
mico, un modelo cuasi federal, un modelo que no tiene 
nada que oponer a cualquiera de los modelos federales 
más avanzados. 

¿Que el modelo del Estado de las autonomías tiene pro- 
blemas en su funcionamiento? Evidentemente que los tie- 
ne, como cualquier cosa que realicemos los seres huma- 
nos. ¿Que habrá que modificar los elementos que se vaya 
demostrando que lo hacen ingobernable o deficiente en 
su funcionamiento? Evidentemente, señorías. Pero no vie- 
ne al caso hacer un veto a una ley electoral general por 
una cosa tan absolutamente accesoria y adjetiva como es 
la fecha de la disolución anticipada. ¿Que se podrían ha- 
ber hecho coincidir los procesos de las diecisiete comuni- 
dades autónomas? Se podrían haber hecho coincidir si el 
proceso político y jurídico anterior no hubiera sido ése. 
Pero hay que asumir eso, ya que el proceso político es el 
que ocurre y no otro. 

Me parece muy bien que sus señorías peleen por el te- 
cho competencia1 de sus comunidades autónomas, que pe- 
leen por recursos financieros, que peleen por la modifica- 
ción de los estatutos ... Pero que peleen por cosas adjeti- 
vas y accesorias de esta naturaleza, con todos mis respe- 
tos, me parece cuando menos algo excesivamente grande 
para la importancia que tiene. 

Señorías, para terminar voy a hacer una breve referen- 
cia a la gobernabilidad. Creo que aducir la dificultad de 
gobernabilidad, en un momento determinado también, 
como causa para defender la existencia de la disolución 
del Parlamento es igualmente otra desproporción. Seño- 
rías, cuando en política ocurre alguna situación de difi- 
cultad o de tensión siempre se llega a un acuerdo y a un 
pacto político. Sus señorías saben que precisamente ésa 
es una de las cosas que ustedes defienden, la posibilidad 
de tener que llegar a acuerdos y a pactos políticos que, 
en materias como la que hoy nos ocupa, son absolutamen- 
te importantes, porque están rigiendo la forma de com- 
partir el proceso electoral todos y cada uno de nosotros. 
Y conviene que ese acuerdo sea lo más extenso y lo más 
amplio posible, lo cual tampoco quiere decir que tenga 
que ser unánime. Pero siempre en política se llega a acuer- 
dos y a pactos cuando se plantean dificultades o proble- 
mas. Y si no, precisamente porque el Derecho es una téc- 
nica de resolución de los problemas, el Derecho, las Cá- 
maras, el ordenamiento jurídico, la legislación, los gobier- 
nos, arbitrarían la fórmula para evitar el proceso de la in- 
gobernabilidad de ninguna comunidad autónoma. 

Tenemos también ejemplos recientes de lo que ha sido 
el proceso autonómico español para poder poner de relie- 
ve, por ejemplo, cuál es la solución jurídica que se da al 
problema del referéndum en Andalucía cuando Almería 
al principio no ratifica la vía de las condiciones que el Go- 

bierno de la UCD había impuesto en aquel referéndum fa- 
moso del 28 de febrero que tanto le costó al Gobierno de 
la Unión de Centro Democrático. El Derecho siempre bus- 
ca la fórmula para salir del atolladero. El argumento que 
sus señorías dan de la ingobernabilidad seguramente 
también podíamos llevarlo a los ayuntamientos, porque 
puede haber grandes o medianos ayuntamientos que pue- 
dan tener una composición política tan fragmentaria que 
impida también el acuerdo y, por tanto, habría que pro- 
ceder a su disolución. Imagínense la importancia que pue- 
de llegar a tener en un ayuntamiento como el de Madrid, 
en cuanto a presupuesto o en cuanto a personas a las que 
afecta. Sin embargo, no se plantea eso de la disolución 
como un elemento clave y capital para los ayuntamientos. 

Ustedes plantean esto como un problema de huevo y no 
de fuero. Yo creo que lo importante es ir al huevo, es ir 
a las competencias, ir a los recursos, ir a ver qué es lo me- 
jor para los ciudadanos de Aragón y de Canarias. Yo les 
aseguro que, a partir del día 27 de mayo, lo que les im- 
portará a los ciudadanos de Canarias y de Aragón que vo- 
ten a sus grupos parlamentarios es qué intereses están de- 
fendiendo, qué competencias tienen, con qué recursos las 
pueden gestionar, y no si las elecciones se han celebrado 
junto con las demás comunidades autónomas, si hay ca- 
pacidad de disolución del parlamento o si no. Son proble- 
mas tan absolutamente adjetivos que ni siquiera merece 
la pena que sean tratados en un debate de esta importan- 
cia. 

Muchas gracias. . 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 

Se abre el turno de portavoces. 
¿Grupo Parlamentario Mixto? (Pausa.) El señor Barbu- 

Senadora Rubiales. 

zano tiene la palabra. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: Mi compañero 
también responderá; compartimos el tiempo, señor Presi- 
dente. 

Señor Presidente, señorías, Senadora, primero le con- 
testar6 a una cosa y a otra después, porque la segunda 
parte de su intervención no ha sido igual que la primera; 
a la primera le contesto al final. 

Esto es un debate político y aquí podemos expresar las 
opiniones que nosotros creamos convenientes. Por tanto, 
no creo que esté legitimada para decirnos qué es lo que 
tenemos que opinar, en absoluto. 

Me dice usted que han respetado los estatutos, que se 
respetaron en su día los estatutos de las comunidades his- 
tóricas. Algunos de los que estamos aquí también lucha- 
mos por conseguir este Estado, desde hace muchísimos 
años, no de ahora, y comunidades históricas por minutos 
porque el proyecto de Estatuto de autonomía de Canarias 
estaba en camino de entrar en la Cámara. Si usted quiere 
yo le regalo textos donde se habla de esta historia, para 
que vea que simplemente porque entró en el Registro un 
estatuto de una de las comunidades autónomas;ya la con- 
sideran histórica. 

Porque usted no me ha rebatido ninguno de los argu- 
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mentos de fondo que yo le he dado en mi exposición, le 
voy a decir que no tiene sentido hablarlo aquí, que este 
debate no viene a cuento, con la representación que está 
aquí. El voto del señor Mardones. Me niego a contestar 
en estos términos, porque no es mi estilo. 

Por tanto, como no me ha contestado a los argumentos 
de fondo, que son los que yo deseaba exponer con mayor 
o menor fortuna, con mayor o menor acierto, ni me los 
ha rebatido, cedo la palabra a mi compañero. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 
Senador Barbuzano. 

Tiene ahora la palabra el Senador Eiroa, también en 
nombre del Grupo parlamentario Mixto, cuyo turno se 
han distribuido entre ambos Senadores. 

El Senador Eiroa tiene la palabra. 

El señor EIROA GARCIA: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

La Senadora Rubiales tiene la gran habilidad de evitar 
aquellos debates que lógicamente no le interesan y ha ter- 
minado diciendo que lo importante es el fuero y no el hue- 
vo: en eso estamos, señora Senadora. Lo importante es 
que nosotros, mi Grupo, estima que lo que se hace con 
este proyecto de ley es quitar competencias a las comu- 
nidades autónomas, y hay una injerencia clarísima en el 
Ejecutivo aragonés. Yo no he amenazado con que las elec- 
ciones no se celebren en Aragón el día 26, Dios me libre. 
No tengo capacidad ni mandato en ningún sentido; ni si- 
quiera he anticipado cuál va a ser el sentido del voto de 
mi Grupo en las Cortes Aragonesas en esto. O sea, que se 
ha anticipado usted, quizá por aquello de «excúsate...»; 
en fin, no quiero entrar en el tema. Ustedes lo esperan, 
pero yo le puedo decir que no tiene usted que tener nin- 
gún miedo, ya que no había ninguna amenaza por mi par- 
te. Ahora bien, lo que sí le vuelvo a decir es que ustedes 
han hecho -y perdónenme la expresión, a lo mejor no es 
la más adecuada- una chapuza jurídica con este proyec- 
to de ley. Ustedes han intentado arreglar unas cosas con 
otras, han intentado casar fechas y, al final, les va a salir 
hasta mal, después de llevar seis meses con esto. En al- 
guna comunidad autónoma no les van a casar las fechas, 
se lo anticipo. Ustedes confían en que por la buena fe de 
los gobernantes o de los responsables no se va a poner pe- 
gas en la convocatoria de elecciones. Eso es otra historia, 
pero para eso no hacía faita este proyecto de ley, para eso 
estaba la LOAPA. LLevamos tres elecciones y en éstas ú1- 
timas ninguna comunidad autónoma ha puesto proble- 
mas para unificar las elecciones. 

Otra cosa son los aspectos sustantivos del proyecto de 
ley. No tengo nada que objetar en este debate de totali- 
dad. Ya hablaremos de las enmiendas parciales, pero no 
me haga un elogio de lo que son las autonomías y del pro- 
ceso autonómico, diciendo que eso es lo principal junto 
con las competencias y la financiación. Eso es algo que 
ha dicho muchas veces este Senador y lo sigue repitien- 
do. Eso es lo más importante, si ustedes nos dejan, en este 
proceso autonómico. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 

i Grupo parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas- 

¿Grupo parlamentario del Centro Democrático y So- 

El Senador Martínez Sospedra tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ SOSPEDRA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, muy brevemente para fijar nuestra posición 
sobre los vetos o sobre el conjunto del proyecto de ley. 

Nosotros estimamos que éste es un proyecto de ley, des- 
pués, Senador Barbuzano, le explicaré por qué creemos 
esto, que es conforme a la Constitución, especialmente 
después de la sentencia de 16 de mayo de 1983, que es la 
que resuelve fundamentalmente los conflictos de compe- 
tencias en torno a la cuestión electoral. Trata de reformar 
la Ley electoral de 1985, en cuyo consenso elaborador no- 
sotros no tuvimos parte, y observamos y recogemos con 
satisfacción que algunas de las enmiendas y algunas de 
las posiciones que sostuvo mi Grupo en el Congreso de los 
Diputados en 1985, y entonces no fueron tenidas en cuen- 
ta, fueron asumidas en el dictamen que presentó en el 
Congreso de los Diputados el grupo de trabajo correspon- 
diente y se recogen en el proyecto de ley. Vemos asimis- 
mo con satisfacción que en algunos puntos, como es el ré- 
gimen de garantías del proceso electoral que nosotros 
siempre hemos defendido, previsto en el Decreto Ley de 
Normas electorales de 1977, porque creíamos más ade- 
cuado, al final, ha convencido a todos los grupos políticos. 

Nosotros hemos consensuado y hemos pactado este pro- 
yecto de ley y estamos contentos de haberlo hecho, por- 
que creemos que la Ley Electoral es una Norma institu- 
cionalmente importante y que, en la medida de lo posi- 
ble, debe procurar recoger el máximo de adhesiones. En 
este sentido no nos parece bien, ni oportuno, ni bueno, 
que haya grupos que queden al margen del consenso. Esto 
no significa que nosotros estemos contentos con este pro- 
yecto de ley, que no lo estamos, ni que este proyecto de 
ley recoja las posiciones de mi Grupo en materia electo- 
ral, porque evidentemente no es así, entre otras cosas por- 
que, como aquí se ha señalado, este proyecto de ley lo que 
hace es extraer las consecuencias en forma de propuesta 
normativa del dictamen de una Comisión para resolver 
los problemas, fundamentalmente de mecánica, procedi- 
miento y detalle, que se plantearon con motivo de las an- 
teriores elecciones y, por consiguiente, no es objeto de este 
proyecto de ley la reforma, que nosotros estimamos que 
sigue pendiente, del sistema electoral en sus puntos h n -  
damentales. Dicho lo cual, nosotros debemos reconocer, 
y nos congratulamos en hacerlo así, que el proyecto de 
ley mejora -insisto, en asuntos técnicos y de procedi- 
miento, básicamente- la ordenación electoral existente 
y que, en ese sentido, merece un juicio favorable. 

Para terminar, yo quisiera que el Senador Barbuzano 
no se fuera esta noche a dormir al hotel con el convenci- 
miento de que nadie le había atendido ni respondido a 
sus argumentaciones, porque, Senador Barbuzano, yo 

Senador Eiroa. 

cos? (Pausa.) 

cial? (Pausa.) 
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debo decirle que su argumentación no me ha convencido 
a mí ni probablemente a sus señorías, porque toda ella 
gira en torno a un supuesto erróneo que se desprende de 
una lectura a mi juicio errónea del artículo 42 del proyec- 
to de ley. Porque el artículo 42 del proyecto de ley, con 
todo respeto, no dice lo que ustedes han dicho que dice; 
dice otra cosa muy distinta. 

El artículo 42 del proyecto de ley no puede invadir com- 
petencias autonómicas; no se dice que las elecciones de 
equis comunidades autónomas se harán el cuarto domin- 
go de mayo: eso lo hacen las reformas de estatutos que vi- 
mos en el Pleno anterior y entonces lo decían las normas 
estatutarias. En algunos casos, lo dicen adicionalmente o 
además, las leyes electorales que autónomamente ha vo- 
tado el Parlamento de cada comunidad autónoma. 

Lo que dice el artículo 42 del proyecto es que donde hay 
disolución -y el proyecto no dice dónde hay disolución 
ni lo puede hacer porque es algo que está en los estatu- 
tos, en su caso en las leyes de cada comunidad autóno- 
ma-, donde haya potestad de disolución, se estará a lo 
que resulte de dicha potestad, y donde no haya potestad 
de disolución -insisto, esto no lo determina el proyecto 
de ley ni en el artículo 42 ni en ninguna parte- anticipa- 
da de las cámaras se estará a un calendario general, que 
es el recogido, dicho sea de paso, insisto, en la reforma de 
los estatutos que vimos aquí el Pleno anterior. No hay, 
por tanto, vulneración de competencias autonómicas, Se- 
nador Barbuzano; no hay invasión de la potestad de au- 
toorganización de las comunidades autónomas. Es más, 
señoría, no existe ninguna modificación en todo el trámi- 
te, ninguna limitación, ni siquiera por las reformas esta- 
tutarias que hemos discutido en el Parlamento Nacional 
el Pleno anterior, que restrinja o impida allí donde antes 
no existía la facultad de disolución o de convocatoria an- 
ticipada de elecciones. Y puedo darle un ejemplo de una 
comunidad del artículo 143 en que se ha reformado el es- 
tatuto, la ley electoral y en la reforma de esta última va 
la potestad de autodisolución, que es la mía. Hasta ese 
punto no se ha hecho, entre otras cosas porque no se pue- 
de hacer. No es, por consiguiente, pertinente, ese tipo de 
argumentaciones. Probablemente, convocar las eleccio- 
nes, homogeneizar la convocatoria de elecciones a su Gru- 
po le parezca un juicio desfavorable. Bien, ése no es nues- 
tro juicio. Nosotros creemos que es más conveniente, aun- 
que sólo sea, fíjese, por estrictas razones económicas y de 
procedimiento, acumular los procesos electorales. Y ésta 
no es una postura nueva, la sostuvo mi Grupo con ante- 
rioridad, cuando se planteó el problema de si se celebra- 
ban o no junto con las legislativas las pasadas elecciones 
autonómicas gallegas. 

Nosotros creemos que es bueno, en todo caso que no es 
malo y,  finalmente, que ni siquiera prejuzga cuál es la ac- 
titud de los electores, porque éstos son lo suficientemente 
inteligentes para cuando quieren votar diferenciadamen- 
te en urnas diferentes, con votos diferentes, aunque la 
elección se haga el mismo día. 

Y termino, señorías. No creemos, pues, que las razones 
que alegan la posible inconstitucionalidad del proyecto 
de Ley que aquí se ha planteado, ni generales ni en torno 

al artículo 42, estén justificadas. Creemos que el proyecto 
de Ley mejora sustancialmente -insisto- en cuestiones 
de procedimiento la legislación electoral existente. Por 
eso ha recibido nuestro acuerdo y nos vemos en la impo- 
sibilidad de apoyar las enmiendas de veto que han sido 
presentadas. 

Nada más, muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 

En nombre del Grupo de Convergencia i Unió, tiene la 
señor Senador. 

palabra el Senador Oliveras. 

El señor OLIVERAS 1 TERRADAS: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Intervendré también muy brevemente. 

El Grupo Parlamentario catalán en el Senado de Con- 
vergencia i Unió votará asimismo en contra de las dos en- 
miendas de veto del Grupo Mixto, defendidas la primera 
por el Senador Barbuzano y la otra por el Senador Eiroa. 

El principio de igualdad política como base de la par- 
ticipación en el poder se expresa a través del voto igual, 
directo y secreto de todos los ciudadanos, siendo el su- 
puesto de esta igualdad política el sufragio universal. Y 
el pluralismo político, entendido como libertad de con- 
currencia, implica asimismo elecciones libres en el curso 
de las cuales todas las tendencias de opinión puedan 
afrontar el sufragio de los electores. Partiendo de esos dos 
principios, que son recogidos en nuestra Constitución en 
su artículo primero, al lado de los valores superiores de 
libertad y justicia, se puede afirmar que el régimen es de- 
mocrático cuando en un país hay elecciones periódicas en 
las que los ciudadanos como electores pueden escoger li- 
bremente entre varias opciones que representan corrien- 
tes diversificadas de creencias y opiniones. En este senti- 
do, es válida la afirmación de que una ley electoral viene 
a ser como la segunda Constitución del país. 

Con el objeto de fijar un marco estable para que las de- 
cisiones políticas en las que se refleja el derecho de sufra- 
gio se realicen en plena libertad y justicia, el 19 de junio 
de 1985 fue promulgada la Ley Orgánica 5/1985, de Régi- 
men Electoral General. Esta Ley electoral, no obstante 
-y se puso especialmente de manifiesto en las últimas 
elecciones generales-, adolecía de importantes lagunas 
que favorecían propiciar irregularidades no queridas en 
un proceso electoral democrático y transparente. Este 
proyecto -y no es otra su finalidad- trata de resolver es- 
tas lagunas y darles una solución adecuada, que sea fruto 
de la experiencia de los procesos electorales realizados 
precisamente a su amparo. 

Este proyecto de Ley Orgánica es probable que no sa- 
tisfaga plenamente a ningún grupo parlamentario. El 
mío, por ejemplo, mantiene enmiendas al articulado, al- 
;unas son meramente técnicas y otras de contenido polí- 
tico, que luego defenderé, pero en opinión de mi grupo 
Jarlamentario, perfecciona la Ley electoral, Evidente- 
mente, es todavía perfectible, pero ha introducido aspec- 
!os que suponen una mayor garantía y transparencia en 
:1 proceso electoral. 

Desearíamos que nuestras enmiendas fueran asumidas 
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porque pensamos sinceramente que lo mejorarían toda- 
vía más, y no solamente las nuestras sino todas aquellas 
de otros grupos parlamentarios que también pueden me- 
jorar el proyecto, permitiendo alcanzar además un ma- 
yor consenso, que una Ley tan importante requiere sin 
ninguna duda. 

Pero nuestra posición sustancial sobre la modificación 
del régimen electoral general para lograr un proceso elec- 
toral democrático y transparente se ve recogida en el tex- 
to que estamos debatiendo y, por consiguiente, tal como 
he indicado al inicio de mi intervención, mi Grupo va a 
votar en contra de los vetos presentados por el Grupo Mix- 
to. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene la 
gracias, señor Senador. 

palabra el Senador Liso. 

El señor LISO MARIN: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, paso a ocupar esta tribuna para poner de ma- 

nifiesto la postura de nuestro Grupo respecto a estos dos 
vetos a la totalidad que han sido expuestos por el señor 
Eiroa y el señor Barbuzano. 

Ya en la propia exposición de la Ley se han expuesto al- 
gunos de los enunciados y conceptos que habían llevado 
a esta Ley Orgánica de reforma de la Ley 5/1985. Se par- 
te precisamente del reconocimiento de que el tiempo 
transcurrido desde la promulgación de la Ley 511985, las 
diversas vicisitudes en las consultas electorales, el cam- 
bio de la realidad social, habían llevado al convencimien- 
to de la necesidad de una modificación. Esa modificación 
se traduce en nuestro propio Grupo presentando una pro- 
posición de Ley en el Congreso. Se hace una nueva pro- 
posición de Ley por parte del Grupo mayoritario y am- 
bas quedan refundidas en el proyecto que primeramente 
se debatió en el trámite del Congreso. 

Las diferencias pueden consistir básicamente en ese re- 
conocimiento de la necesidad de introducir cambios, 
como puede ser -y ésta tiene una relación directísima 
con los propios vetos- la racionalización de las consul- 
tas electorales, la supresión de los máximos gastos posi- 
bles o toda esa serie excesiva y dispersa de consultas. Ade- 
más, había otra serie de puntos, a nuestro juicio muy im- 
portantes que, tal vez por una diferencia de interpreta- 
ción, el Grupo mayoritario los consideró en el Congreso 
-y, lamentablemente, parece que va a mantener aquí la 
misma opinión- como un punto ya final y no como un 
punto de arranque, porque llegar a esa refundición de las 
propuestas y de las proposiciones de Ley en el proyecto 
que se aprobó en el Congreso debería haber derivado en 
modificaciones más sólidas y no solamente en lo que afec- 
ta a propuestas técnicas, como las que han sido expues- 
tas aquí por otros Senadores que han intervenido; funda- 
mentalmente, en cosas y casos donde de verdad se habían 
puesto de manifiesto necesidades perentorias de mejorar- 
lo y traducirlo en una mayor ventaja y facilidad para la 
puesta en práctica de lo que supone la consulta electoral. 

El Senador Eiroa ha hecho mención a que, efectivamen- 
te, se ha traducido en una prisa tal vez excesiva y que las 
prisas pueden traer malas consecuencias. No necesaria- 
mente tiene que ocurrir siempre así pero, desgraciada- 
mente, puede suceder que las prisas nos impidan mejo- 
rar de una manera sensible lo que supone este proyecto 
de Ley, si bien hay que empezar reconociendo -y nues- 
tro Grupo lo hace- la mejora fundamentalmente por lo 
que se refiere a la racionalización de las consultas y a lo 
que suponen esas mejoras técnicas. Por el contrario, es- 
tamos absolutamente convencidos de que se obvian u ol- 
vidan una serie de puntos cruciales, lo cual de alguna ma- 
nera ha motivado la ruptura del acuerdo o consenso ini- 
cial, que puede traer las consecuencias negativas que el 
transcurso del tiempo y su utilización van a poner de ma- 
nifiesto. 

Nosotros mantenemos el compromiso de ese acuerdo, 
de ese entendimiento o de ese consenso inicial por el mero 
hecho de ser leales precisamente a esos compromisos ad- 
quiridos. No en vano tenemos una serie de enmiendas que 
van a mejorar el proyecto que se presenta y que se está 
debatiendo. Esperemos, aun cuando lo vemos muy difícil 
-vistas la situación y la tramitación en Ponencia y en Co- 
misión-, que pueda prosperar alguna de las enmiendas 
presentadas por los grupos. 

En ese aspecto, y ante la duda que tenía el Senador Ei- 
roa sobre si los plazos podrían alcanzarse, debo anticipar- 
le a su señoría que se ha ganado un día, por la supresión 
de algunos de los puntos del orden del día en cuanto al 
control se refiere, y si no se produce una situación que 
casi podríamos denominar milagrosa, el «Boletín Oficial 
del Estado» posiblemente ponga en circulación pasado 
mañana la nueva ley que estamos debatiendo. Vuelvo a 
insistir en que se ha ganado un día, para facilitarle la res- 
puesta a su señoría sobre alguna de las dudas que se le 
pudieran plantear. 

Para concluir, creo que se han expuesto perfectamente 
las circunstancias que han concurrido para que nuestro 
Grupo, debido al entendimiento y al consenso inicial, sea 
leal a mantenerlos. En consecuencia, y con el máximo res- 
peto por las intervenciones del señor Eiroa y del señor 
Barbuzano, nos vamos a ver en la necesidad de votar en 
contra de las dos enmiendas a la totalidad. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la Senadora 
Senador Liso. 

Rubiales. 

La señora RUBIALES TORREJON: Gracias, señor Pre- 
siden te. 

Voy a intervenir con toda brevedad, ya que las posicio- 
nes del resto de los grupos de esta Cámara ponen de re- 
lieve que no es, ni mucho menos, un proyecto de ley del 
Grupo Socialista. 

Ya he explicado las razones a las que obedece y que se 
trata de buscar el mayor consenso posible. Muchos por- 
tavoces han expresado que hay aspectos de la ley que no 
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les satisfacen y que son susceptibles de enmienda. El gru- 
po parlamentario mayoritario también piensa así, lo que 
ocurre es que su obligación es llevar el proyecto adelante 
y por eso vamos a hacerlo con el acuerdo y consenso de 
la mayoría de los grupos, aunque haya alguna discrepan- 
cia en algún punto concreto, cosa que vamos a ver inme- 
diatamente. Pero insisto en que se ha puesto de relieve 
por las posiciones políticas -y se va a ver todavía más 
claramente reflejado en la votación- que hay dos postu- 
ras minoritarias que, además, señor Eiroa, fueron pues- 
tas de relieve por su Grupo en la toma en consideración 
de la proposición de ley en el Parlamento de Aragón cuan- 
do, en minoría, votó en contra del resto de las posiciones; 
luego ya hay indicios de lo que opina su Grupo. 

Su señoría dice que lo que ha dicho no es una amena- 
za, será una profecía. Califíquelo como quiera, pero sobre 
eso se ha hablado y ahí esta el «Diario de Sesiones)) para 
que lo lean los aragoneses. Yo, desde luego, no tengo nin- 
gún miedo, pero si fuera aragonesa tendría algunda duda 
e intentaría que mañana su señoría y su Grupo me acla- 
raran lo que piensan hacer con los aragoneses, para ver 
si se trataba de una amenaza o de una profecía. 

Con respecto al Senador Barbuzano, no me cabe la me- 
nor duda de que éste es un debate político. Como su se- 
ñoría habrá visto, la teoría la da el señor Martínez Sos- 
pedra. Yo sé que estamos hablando de política y no de De- 
recho. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 

Senador Martínez Sospedra, ¿qué desea su señoría? 
señoría. (El señor Martínez Sospedra pide la palabra.) 

El señor MARTINEZ SOSPEDRA: Pido la palabra por 
alusiones, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Tiene su 
señoría la palabra, con la máxima brevedad. 

El señor MARTINEZ SOSPEDRA: Seré muy breve, se- 
ñor Presidente. 

Sólo quiero darle las gracias a la Senadora Rubiales 
por elevarme a la condición de profesor de la Cámara 
pero, en todo caso, he de decirle que yo soy de los que tie- 
nen una concepción sustantiva del Derecho. Creo que éste 
es portador de valores sin los cuales la convivencia es im- 
posible y me temo que el discurso teórico según el cual 
el Derecho es un simple instrumento de dominación con- 
duce a consecuencias que me figuro que su señoría no está 
dispuesta a aceptar. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 

Tiene la palabra, Senadora Rubiales. 
señoría. (La señora Rubiales Torrejón pide la palabra.) 

La señora RUBIALES TORREJON: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Simplemente me gustaría que constara en acta que, 

Muchas gracias. 
además de Senadora, soy doctora en Derecho. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 
señoría. 

Concluye, pues, el debate de los vetos al dictamen pre- 
sentado por la Comisión de Constitución, por lo que va- 
mos a proceder a su votación. 

Voto particular número 7, del Senador Barbuzano, de 
veto al proyecto de ley orgánica de modificación de la Ley 
Orgánica de Régimen Electoral General. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 201; a favor, tres; en contra, 195; abstenciones, 
tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda re- 

Votamos a continuación el voto particular número 4, 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

chazado. 

del Grupo Mixto, defendido por el Senador Eiroa. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 203; a favor, dos; en contra, 200; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda re- 
chazado. 

Por tanto, comienza el debate del articulado del dicta- 
men. En primer lugar, procederemos a debatir las en- 
miendas presentadas al Artículo Unico, párrafo inicial, 
apartados 1 a 14, que afectan al Título Preliminar y a los 
Capítulos 1, 11,111 y IV del Título 1 de la Ley Orgánica de 
Régimen Electoral General. 

Voto particular número 7, del Senador Barbuzrino, 
corresponde a su enmienda número 12. 

Su señoría tiene la palabra. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: Gracias, señor Pre- 

Sólo quiero anunciar que retiramos el voto. 
sidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias, señoría. 

Enmiendas del Grupo Mixto, incluidas en el voto par- 
ticular número 6, correspondientes a los números 95 a 
102, así como a las números 117, 119 y 121. 

En nombre del Grupo Mixto, y para la defensa de estas 
enmiendas, tiene la palabra el Senador Fuentes. 

El señor FUENTES NAVARRO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Anteriormente, al debatir los dos vetos presentados por 
el Grupo Mixto, se señaló por parte de algunos intervi- 
nientes el hecho cierto de que esta Ley obedece a una ne- 
cesidad expresada por el conjunto de las fuerzas políti- 
cas, que se puso de manifiesto a partir de las últimas elec- 
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ciones legislativas. También es cierto que después este 
consenso inicial quedó en algunos aspectos limitado ... 
(Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Un mo- 
mento, Senador Fuentes. 

Ruego silencio. No es posible entender al orador que 
está en el uso de la palabra si sus señorías siguen hablan- 
do. 

Continúe Senador Fuentes. 

El señor FUENTES NAVARRO: Muchas gracias, seííor 
Presidente. 

Decía que ese consenso quedó después en el trámite 
parlamentario del Congreso de los Diputados limitado a 
determinadas fuerzas políticas y ahora nos encontramos 
con el hecho de que existen acuerdos importantes en re- 
lación con este proyecto de ley y con su necesidad, pero 
con aspectos, por lo menos desde nuestro punto de vista, 
que son manifiestamente mejorables. Es decir, nuestra 
posición y opinión con respecto a este proyecto es que es 
absolutamente necesario que sus objetivos vayan más allá 
de la simple reforma, tendente a mejorar los evidentes de- 
fectos que han puesto de manifiesto las pasadas eleccio- 
nes generales y que a la hora de abordar su modificación 
debemos intentar hacerla en todos los aspectos que sean 
mejorables. Por tanto, nosotros vamos a votar favorable- 
mente aquellos aspectos del proyecto, que son muchos, 
con los que estamos de acuerdo, pero no vamos a apoyar 
aquellos a los que hemos presentado enmiendas, porque 
creemos que no contemplan adecuadamente la reforma, 
la me.jora de la Ley Electoral. 

Debo señalar que a nosotros no nos satisface en abso- 
luto -de ahí el conjunto de enmiendas que defiendo en 
este momento- el sistema de elección de la Junta Elec- 
toral Central, y sus competencias. Por una parte, éstas se 
extienden hasta aspectos que nosotros consideramos difí- 
demente asumibles por la Junta Electoral. Por ejemplo, 
desde nuestro punto de vista es difícilmente asumible por 
la Junta Electoral Central el que se establezca un doble 
mecanismo de recursos -hay un recurso directo a la Jun- 

cional- con los medios, con las dotaciones, con las posi- 
bilidades que la Junta tiene. Nosotros creemos que éste 
es un aspecto que deberíamos eliminar del proyecto por- 
que expresa una voluntad que después difícilmente se va 
a poder cumplir. 

Por otra parte, tampoco deberían contemplarse facul- 
tades que tiene la Junta Electoral Central que van más 
allá, desde nuestro punto de vista, de las que serían de- 
seables, porque tiene la facultad de revocar de oficio re- 
soluciones inferiores, de fijar instrucciones que van más 
allá de sus propias competencias. Sin embargo, paradóji- 
camente, la Junta Electoral Central no tiene facultades 
para elaborar el manual de instrucciones para los proce- 
sos electorales. Esto, de una forma que nosotros conside- 
rarnos totalmente inadecuada, queda sujeto a la compe- 
tencia, nada menos, del Consejo de Ministros. De ahí, in- 
sisto, que nuestras enmiendas vayan en el sentido de mo- 

I ta Electoral Central, pero sigue existiendo la vía jurisdic- 

dificar y adecuar las competencias de la Junta Electoral 
Central. Van en la dirección de señalar que la elección de 
los cinco catedráticos de Derecho que se establecían en el 
proyecto -nosotros también lo señalábamos en nuestra 
enmienda, pero después en el texto han quedado como ca- 
tedráticos de Derecho o de Ciencias Políticas y Sociolo- 
gía, lo que a nosotros nos parece adecuado- se lleve a 
cabo por el Congreso de los Diputados, por una mayoría 
cualificada, y no por la vía que se mantiene en el texto 
de: a propuesta de los partidos, federaciones, coaliciones 
o agrupaciones de electores, en definitiva, con un predo- 
minio final de la Mesa del Congreso. 

Tenemos también, si me lo permite el señor Presiden- 
te, las enmiendas 117 y siguientes, que tienden a mejorar 
el funcionamiento de las mesas electorales, porque pre- 
tendemos que se establezca de una forma muy breve, lla- 
mémosle, un curso, período de asesoramiento, para los 
que van a formar parte de las mesas, porque todos sabe- 
mos que en la realidad se da la circunstancia de que los 
interventores y los apoderados de los partidos políticos 
conocen mucho mejor el funcionamiento electoral que los 
propios miembros de las mesas, que no han tenido ni si- 
quiera la posibilidad de acceder a un mínimo adiestra- 
miento al respecto. 

En la enmienda 119 pretendemos que los consulados es- 
pañoles tramiten de oficio la inscripción en el censo elec- 
toral de los españoles residentes ausentes que vivan en el 
extranjero. Quiero señalar que hemos presentado enmien- 
das que pretenden dos cosas: por una parte, que de una 
vez el compromiso asumido, yo creo que por el conjunto 
de las fuerzas políticas, con los españoles residentes en el 
extranjero se cumpla y se posibilite la tramitación de ofi- 
cio por parte de los consulados de su inscripción en el cen- 
so. Por otra, que por lo menos en determinadas circuns- 
tancias se permita la votación de los españoles residentes 
en el extranjero en los consulados. Eso puede ser en las 
elecciones europeas o, por ejemplo, en determinados su- 
puestos de referéndum. También pretendemos que lo que 
prevé este proyecto de ley, que es el voto en las eleccio- 
nes municipales de los extranjeros residentes en España, 
no quede, por la vía de una disposición adicional, reduci- 
do a las próximas elecciones municipales, no a las de este 
año, sino a las de 1995, de ahí que nosotros planteemos 
la supresión de la disposición transitoria tercera, que pre- 
vé que esta facultad de votación únicamente sea aplica- 
ble a partir de las elecciones municipales que se celebren 
después de 1992. 

El resto de las enmiendas de este grupo las doy, señor 
Presidente, señorías, por defendidas en sus propios térmi- 
nos. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias, Senador Fuentes. 

Enmiendas del Grupo de Senadores Nacionalistas Vas- 
cos, correspondientes a los números 82 a 91. 

Tiene la palabra el Senador Renobales. 

El señor RENOBALES VIVANCO: Gracias, señor Presi- 
dente y señoras y señores Senadores. 
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Nuestro bloque de enmiendas va encaminado a adap- 
tar la realidad cierta de lo que debe ser una administra- 
ción electoral a aquellas situaciones que están recogidas 
en los estatutos de las comunidades autónomas. Hay va- 
rias que tienen competencias en esta materia, incluso en 
la misma Ley, en la LOREG, de 29 de junio de 1985, se 
reconocían de alguna manera cuando se decía que en la 
administración electoral existían las juntas de comunidad 
autónoma. Curiosamente después en ninguno de los ar- 
tículos de la Ley se determinan las competencias corres- 
pondientes a estas juntas de comunidad autónoma. 

Nos hubiera gustado que hubiera habido una previsión 
legislativa ya en el Congreso de los Diputados que hubie- 
ra permitido que estos temas se hubieran corregido debi- 
da y adecuadamente, con la única finalidad de evitar esas 
situaciones de incertidumbre que dan lugar, a veces, a in- 
terpretaciones erróneas cuando se juzga la actitud que se 
adopta en relación con temas que para las comunidades 
autónomas tienen su importancia, su trascendencia, ade- 
más, de la instrumentalidad que el funcionamiento de 
todo el sistema electoral les está exigiendo. 

Quero decir que el hecho de que nosotros hayamos par- 
ticipado ya en el Congreso de los Diputados en el consen- 
so para ir resolviendo estos problemas que planteaba la 
Ley Electoral de 1985 no supone que estemos de acuerdo 
con todos los aspectos y puntualizaciones que se podrían 
hacer a esta Ley. Es más, creo sincera y honradamente 
que ésta es una cuestión que no debería suscitarse sola- 
mente cuando nos estamos aproximando a una época o a 
una etapa de elecciones, sino que se debería profundizar 
en ella porque está íntimamente conectada también con 
el funcionamiento de las mismas comunidades autóno- 
mas. Esta mañana, el profesor Aja decía que la obra que 
nos presentaba tenía como finalidad poner de manifiesto 
cómo analizando el funcionamiento, la vida real, lo que 
es la sociedad de cada una de las comunidades autóno- 
mas, afloran una serie de situaciones, una serie de cir- 
cunstancias que van revelando la distinta concepción que 
en cada una de las comunidades autónomas se tiene de 
las características de esa comunidad, de las realidades 
que integran su identidad, con lo cual sería posible que 
llegásemos a establecer una estructura autonómica que 
realmente fuese perdurable, que realmente contribuyese 
a resolver muchos problemas y a pacificar, de una mane- 
ra definitiva, este país. 

En el Estatuto de Autonomía del País Vasco concreta- 
mente, y por sólo citar un precepto, el 10.3, se dice tajan- 
temente que la legislación electoral que afecte al Parla- 
mento Vasco, a las juntas generales y a las diputaciones 
forales en los términos previstos en el presente Estatuto, 
y sin perjuicio también de las facultades que correspon- 
den a los territorios históricos los cuales, a su vez, tienen 
sus correspondientes parlamentos en las juntas generales, 
todo ello es competencia exclusiva de la comunidad au- 
tónoma. No obstante, cuando se produce la reforma de la 
LOREG, nos encontramos con la extraordinaria sorpresa 
-quizá sea por la precipitación- de que, en definitiva, 
se están atribuyendo a la Junta Electoral Central una se- 
rie de competencias que reducen extraordinariamente las 

competencias de una junta central de comunidad autóno- 
ma. Incluso se producen contradicciones como las que 
pueden leer ustedes en los apartados 2 y 3 del artículo 27 
-es una de las enmiendas que nosotros hemos manteni- 
do- en donde, al hablar de la designación como Presi- 
dente y vocal de las mesas electorales, que debe ser noti- 
ficada a los interesados en el plazo de tres días, se añade: 
Con la notificación se entregará a los miembros de las me- 
sas un manual de instrucciones sobre sus funciones su- 
pervisado por la Junta Electoral Central y aprobado por 
acuerdo del Consejo de Ministros o de los consejos ejecu- 
tivos de las comunidades autónomos. Señorías, no creo 
que sea necesario que la Junta Electoral Central tenga que 
ocuparse hasta de los últimos detalles de todo lo que es 
el proceso electoral para que se prive de estas facultades 
a las juntas centrales de comunidad autónoma puesto que 
por su composición están suficientemente capacitadas 
para desempeñar esta función con toda objetividad máxi- 
me, cuando a continuación en todos los conflictos que se 
vayan produciendo -y eso estaba recogido ya en la Ley 
Orgánica de 1985, pero al parecer se ha olvidado tam- 
bién- se establecía, en la disposición transitoria quinta, 
que hasta tanto entren en funcionamiento los juzgados de 
lo contencioso y los tribunales superiores de Justicia, las 
competencias que les atribuye esta Ley serán desarrolla- 
das por las salas de lo contencioso administrativo exis- 
tentes. Hoy los tribunales superiores de Justicia están 
constituidos prácticamente en todas las comunidades au- 
tónomas; hoy las salas de lo contencioso funcionan per- 
fectamente y con toda normalidad en todas las comuni- 
dades autónomas. ¿Por qué, a continuación, esos proble- 
mas no pueden ser circunscritos al ámbito de la comuni- 
dad autónoma y tienen que llegar hasta la Junta Electo- 
ral Central a la cual se le van a reconocer capacidades 
que debe tener la Junta Central Electoral de la comuni- 
dad autónoma? LPor qué ese camino de ida y vuelta y de 
perplejidad en los ciudadanos cuando, si lo simplifica- 
mos, siempre llegarán a resolverse los problemas con ma- 
yor celeridad y posiblemente con mayor exactitud y justi- 
cia? 

Nosotros hemos pretendido que esto hubiera sido aco- 
gido en las enmiendas que hemos presentado y que va- 
mos a mantener como testimonio y justificación de qué 
es lo que creemos que es propio y que debe ser restable- 
cido de alguna manera en la reforma que ahora se va a 
realizar. No tengo inconveniente alguno en manifestar a 
la Cámara que hemos tratado de resolver este problema 
mediante un diálogo entre la Administración de la Comu- 
nidad Autónoma Vasca y los órganos o Ministerios com- 
petentes de la Administración central del Estado. Curio- 
samente no ha habido ninguna discrepancia; al contra- 
tio; se han quedado sorprendidos de que esos aspectos no 
hubieran sido recogidos precisamente en la reforma que 
vamos a aprobar y a la cual nuestro Grupo, lógicamente, 
va a prestar su asentimiento. 

Nada más. Muchos gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 
Senador Renobales. 
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Las enmiendas del Grupo del Centro Democrático y So- 
cial, incluidas en el voto particular número 1 a estos apar- 
tados del Título Preliminar y del Título Primero de la Ley 
Orgánica, son las níiniero 22 a 32. 

Para su defensa, tiene la palabra el Senador Martínez 
Sospedra. 

El señor MARTINEZ SOSPEDRA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Mi intervención va a ser muy breve por- 
que se trata de enmiendas de carácter fundamentalmen- 
te técnico. 

Hay un grupo de ellas que están referidas al Estatuto 
del Presidente de las Juntas Electorales, al cual se dota 
de un «status» de semipermanencia que nosotros creemos 
que, a la vista del funcionamiento real de las juntas elec- 
torales, debe extenderse también a los secretarios. En este 
sentido, la inclusión de los secretarios en la comisión de 
servicios o en el «status» de semipermanencia va dirigi- 
da a este primer grupo de enmiendas. 

En segundo lugar, hay otro grupo de enmiendas a este 
Capítulo que se refieren a la introducción de las garan- 
tías que tiene el administrado en el procedimiento admi- 
nistrativo electoral. Comprendemos que hay problemas 
de plazos porque la actuación administrativa electoral 
está sujeta a plazos breves y perentorios pero, no obstan- 
te, no encontramos justificado constitucionalmente, ni 
que sea funcional el hecho de que haya actos administra- 
tivos que no sean susceptibles de control judicial en la re- 
dacción actual del proyecto de ley. 

Finalmente hay una enmienda, la número 28, que es 
pura consecuencia de la experiencia que hemos recogido 
ante las juntas electorales. En ella se especifica que al- 
guien -nosotros proponemos que sean las juntas electo- 
rales provinciales, pero no nos importaría que fuera otro 
órgano administrativo electoral- tenga a su cargo expre- 
samente la responsabilidad de custodia de la documenta- 
ción electoral para que no suceda como ha sucedido has- 
ta la fecha: tener que ir a hacer escrutinios a consecuen- 
cia de un proceso contencioso-electoral y encontrarse con 
que la documentación estaba dispersa, los sobres abier- 
tos y que, en consecuencia, esa documentación con la que 
hubo que hacer al final el escrutinio, no ofrecía ninguna 
garantía. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

Tiene la palabra el Senador Oliveras para defender la 
gracias señor Senador. 

enmienda número 6. 

El señor OLIVERAS 1 TERRADAS: Muchas gracias se- 
ñor Presidente. 

El proyecto de ley modifica en el punto 14 del artículo 
único el punto cinco del artículo 41 de la Ley Orgánica. 
Este artículo contempla el acceso a los datos censales y 
la obtención por parte de los representantes de las candi- 
daturas el día de la proclamación de candidatos de una 
copia del censo del distrito correspondiente. El proyecto 
introduce dos modificaciones: la primera, que el censo 

esté ordenado por mesas y la segunda, que las juntas elec- 
torales de zona, dispondrán de una copia del censo elec- 
toral utilizable correspondiente a su ámbito. Son modifi- 
caciones acertadas, pero, a nuestro entender, en lo que 
concierne a garantizar la exacta coincidencia entre el cen- 
so al cual se accede y el que se utiliza en cada mesa el día 
de la votación debería establecerse en la modificación de 
oficio, las variaciones que se produzcan hasta el día de la 
celebración de las elecciones. 

Este señoría es el sentido de nuestra enmienda. 
Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

Enmiendas del Grupo Popular números 54 a 60. 
Tiene la palabra el senador Fraga Egusquiaguirre. 

gracias señor Senador. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Muchas gracias 
señor Presidente. 

Señorías, me gustaría equivocarme, pero supongo que 
serán ustedes conscientes de que la ley que vamos a apro- 
bar aquí hoy en el Senado no va a ser modificada ni un 
ápice en la sesión que debatimos, ni un ápice, tal como 
viene del Congreso, va a ser aprobada en el Senado; y me 
gustaría equivocarme, pero me temo que no va a ser así. 
Lo único que se va a exigir de nosotros, ilustres señorías 
de esta Cámara de Segunda lectura, es que apretemos una 
tecla en una votación cuyo resultado sabemos que está de- 
cidido de antemano. No solamente se exige que nos limi- 
temos a esta segunda lectura -que es solamente eso, lec- 
tura, porque ni una coma se nos deja variar; luego dicen 
que el Senado no sirve para nada-, sino que además se 
nos exige que lo hagamos deprisa. Un diario de Madrid, 
de cuya objetividad no vamos a dudar ninguno, decía que 
las prisas impiden que la reforma de la Ley Electoral se 
mejore en el Senado. Cuando me hablan de la lectura rá- 
pida -porque es lectura rápida lo que se nos pide aquí- 
me acuerdo mucho de aquel método genial que sugería 
Woody Allen para leer los ((Hermanos Karamazovn en 
cinco minutos. Decía que el primer paso sería aprender a 
no leer los adverbios, luego no leer los pronombres y los 
artículos, sucesivamente los adjetivos, por último los sus- 
tantivos y, lo más importante, los verbos, con lo cual us- 
ted lee los ((Hermanos Karamazov» en cinco minutos, 
pero no se entera absolutamente de nada. Esto es lo que 
pasa aquí en esta ley, con una diferencia: que los Diputa- 
dos y Senadores y el juego electoral no se regula en los 
((Hermanos Karamazov», sino que se regula en esta ley 
Electoral que es una ley importantísima. Si el Congreso 
nos hubiese dado los ((Hermanos Karamazovn para que 
los leyéramos sin variar una coma, más o menos daría 
igual, pero aquí estamos hablando de una ley básica, que 
es la Ley Electoral, la que decide cuál es el juego demo- 
crático. Es una ley en la que han de estar representados 
los intereses de todos los ciudadanos españoles y no sólo 
los de una minoría o los de una mayoría, sino los de to- 
dos. Precisamente porque hay muchas carencias impor- 
tantes en esta ley y porque no todos los ciudadanos espa- 
ñoles están representados, nosotros no podemos votarla 
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afirmativamente en su conjunto, ya que hay grupos de 
ciudadanos españoles, por ejemplo, los residentes en el ex- 
tranjero, que no están en absoluto representados en esta 
ley. 

Me voy a referir, para no extenderse mucho -lo cual 
no quiere decir que me de prisa- a los españoles residen- 
tes en el extranjero. En nuestra enmienda 58 pedimos que 
para este millón setecientas mil -la cifra he de repetirla 
cuantas veces sea necesaria- españoles que residen en el 
extranjero, el censo, es decir, la posibilidad de participar 
en la democracia, se realice de oficio por consulados y sec- 
ciones consulares de embajadas en base al registro. Es 
una enmienda razonable. Es una enmienda que posibili- 
taría que más de un millón de españoles que viven fuera 
puedan votar, ya que en este momento no pueden, no exis- 
ten para la democracia. 

En esta Cámara ha habido ya dos mociones sobre este 
asunto. Me voy a extender un poco más quizás, del tiem- 
po que se permite, porque creo que este asunto tiene que 
zanjarse ahora. Si en este momento logramos que se so- 
lucione el problema del voto emigrante habremos conse- 
guido que ese millón de españoles voten. 

La primera moción de las dos que defendí, era una mo- 
ción abierta en la que no se decía nada de modo taxativo, 
en la que más o menos se explicaba que el problema del 
voto emigrante consta a su vez de dos problemas: por un 
lado, los emigrantes deben, de algún modo, votar en los 
consulados, y por otro lado, su totalidad, es decir, 
1.700.000. y no 200.000 tan sólo como ahora, deben estar 
en el censo electoral. 

La segunda moción -y luego volveré a los razones que 
se utilizaron- tenía argumentos sólidos; pero al final la 
discusión de la primera y de la segunda, se remitió a una 
comisión celebrada en un castillo, a puerta cerrada, con 
reuniones misteriosas sobre la investigación de las irre- 
gularidades del proceso electoral del 29 de octubre. Se me 
remitió a esa comisión, en cuyas reuniones participé. En 
la comisión, a su vez, se me remitió al dictamen que da- 
ría la comisión; a su vez, éste se remitía al Congreso, y 
así unos han ido pasando la pelota a otros y llegamos a 
la Comisión Constitucional del Senado del último día en 
la que se dice que en el futuro se va a solucionar el pro- 
blema del voto emigrante; es decir, se deja para el futu- 
ro; de nada sirve todo lo que hemos hecho. Estamos de 
nuevo en el punto de partida, que es el mismo de hace 
ocho meses: los emigrantes no pueden votar en igualdad 
de condiciones a los residentes en España, con lo cual se 
vulnera básicamente el artículo 14 de la Constitución. 
Evidentemente a los españoles que viven en España se les 
censa de oficio ¿por qué no a los residentes en el extran- 
jero? ¿Por qué no? Ustedes se han ido escabullendo; de la 
comisión pasaron al informe, del informe al Congreso, del 
Congreso al Senado; al final, no quieren que voten. 

A los emigrantes con los que he podido hablar y a mí 
mismo nos surgen dos dudas ante esta pertinaz resisten- 
cia de PSOE a escabullirse de un debate serio sobre el 
voto del emigrante. La primera duda se refiere a los mo- 
tivos por los que el PSOE en este momento no quiere, que 
voten los emigrantes. La segunda duda sería saber si ver- 

daderamente está interesado. Yo no sé si está interesado, 
más bien creo que no. Aquí hay que volver a los argumen- 
tos que di en la segunda de las mociones, cuando enseñe 
a la Cámara una moción aprobada por el Consejo Gene- 
ral de la Emigración en la que se pedía que el censo se 
realizase de oficio por los consulados y secciones consu- 
lares de embajadas. Enseñé una nota de prensa al PSOE 
en la que el propio partido Socialista pedía que 1.700.000 
españoles pudieran votar en las elecciones, ya que ahora 
sólo pueden hacerlo 200.000. Fue otra propuesta de mo- 
ción aprobada por unanimidad en el Consejo General de 
la Emigración en similares términos que, por cierto, ha 
vuelto a ratificarla en Segovia. 

Por último, enseñé «El Socialista» parece que el tema 
no les interesa a ustedes porque veo que ninguno de los 
socialistas en este momento, salvo el presidente, señor 
Rubial, me está escuchando; tomo nota de ello -en cual- 
quier caso, le enseño otra nota de la oficina de prensa fe- 
deral del PSOE en la que se pide lo mismo, que el voto 
se realice de oficio por consulados y secciones consulares 
de embajada. Por último, está la Constitución. Lo piden 
los emigrantes, lo pide el Partido Popular, el CDS, lo pide 
Convergencia i Unió, los vascos, hasta los propios Sena- 
dores Socialistas, incluso todas las personas con las que 
he hablado del Partido Socialista lo piden (En base a qué 
argumentos ustedes dicen que no? 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona A ir):Un mo- 
mento, Senador Fraga, la Presidencia dese,; - saber qué 
número de enmienda está defendiendo. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Es la enmienda 
58, que es la más importante. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): No sé si 
es la más importante o no, pero los debates tienen una re- 
glamentación y un tiempo. Para la defensa de una en- 
mienda son tres minutos. Su señoría lleva siete minutos. 
Su grupo ha repartido la defensa de las enmiendas a este 
bloque entre su señoría y el Senador Liso, que tiene cinco 
enmiendas para defender. Por tanto, su señoría está con- 
sumiendo todo el tiempo de su grupo cuando hay otras 
zinc0 enmiendas por defender. Le ruego, por tanto, que 
concluya y abandone la tribuna, cuanto antes. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGURRE: Si consumiese 
tan sólo un segundo por cada uno de los residentes en el 
Zxtranjero que en este momento no existen para la demo- 
rracia estaría aquí durante ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Senador 
Fraga, la Presidencia no puede entrar en los contenidos 
políticos de sus enmiendas, sino en la reglamentación y 
3n el tiempo. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Concluyo, señor 
Presidente, afirmando lo siguiente. 

Les enseñé todo tipo de argumentos en aquella ocasión 
y ustedes dicen que la Administración se opone a ello. Hoy 
quiero enseñar dos nuevos. Un informe de Exteriores y un 
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informe del Instituto Español de Emigración; los dos a fa- 
vor de que el censo sea de oficio. Si incluso la Adminis- 
tración está a favor; si todos estamos a favor de ello y la 
Constituciós. ;a pide {por qué ustedes se niegan a ello? 
;Acaso tienciA motivos ocultos? La respuesta es de uste- 
des. Me gustaría que no fuese así. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gracias, 
señor Senador. 

Tiene la palabra el Senador Liso para defender el resto 
de las enmiendas a este apartado. Su señoría tiene la pa- 
labra por tiempo de cinco minutos. 

El señor LISO MARIN: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, la verdad es que el tiempo es muy limitado, 

pero procuraremos exponer nuestras enmiendas lo más 
sintética y claramente posible. 

La enmienda número 54 se refiere al censo electoral. A 
nosotros, dentro de esas reivindicaciones fundamentales 
de la propia reforma de la Ley Electoral, nos parece que 
el censo es uno de los pilares de donde debe arrancar con- 
cretamente la garantía y la seguridad absoluta de que éste 
corresponde realmente a cuantos tienen el derecho y la 
obligación de llevar a cabo su voto. Por ello, proponemos 
una adición para que la oficina de este censo electoral de- 
penda orgánica y judicialmente de la Junta Electoral. Es 
algo tan obvio que me da cierta vergüenza exponerlo, pero 
yo creo que es conveniente por la independencia de la Jun- 
ta Electoral Central, por la transparencia de esa propia 
Administración y además por la eficacia. No olvidemos 
que ahora el censo electoral depende del Ministerio de 
Economía y Hacienda; quiero decir con esto que, en de- 
finitiva, es un organismo que está politizado o por lo me- 
nos tiene el gravísimo riesgo de que se politice. El que de- 
penda jerárquica y orgánicamente de la Junta Electoral 
Central lleva a esa independencia total y al menos con 
ello se judicializaría y nos evitaría la politización del cen- 
so, ya que creemos que es la pieza clave del proceso elec- 
toral. Aunque sé que se me va a argumentar que ya se con- 
templa en la propia ley que se dirigirá, controlará o su- 
pervisará, creemos que no es suficiente y que ese Censo 
electoral debc depender orgánica y jerárquicamente en 
estos momentos de la Junta Electoral. La propia Junta ha 
denunciado en el caso concreto de las últimas elecciones 
generales duplicidad de censos, hasta algunos de la pro- 
pia Junta Electoral tenían diferenciación con los que es- 
taban depositados en algunas Mesas, con los que tenían 
algunas candidaturas, etcétera. Creo que son suficientes 
argumentos para poner de manifiesto la necesidad de esa 
modificación y de ese cambio, como para que no conti- 
nué extendiéndome en la misma. 

La enmienda número 55 es de modificación al artícu- 
lo 23.6 de la ley actualmente en vigor, no del proyecto, y 
contempla que las Mesas no tengan un número inferior a 
200 electores. Creemos que, salvo en casos concretos y jus- 
tificados, la Junta Electoral Provincial podría autorizar 
un número inferior. (Por qué? Porque todos somos cons- 
cientes de que hay varias regiones españolas en las que 

10s núcleos de población están muy diseminados; en mu- 
:hísimos casos hay una población inferior a los 200 elec- 
tores. Por mencionar algunas concretas y puesto que el se- 
ior Arévalo pertenece a una de ellas, podemos citar Cas- 
tilla y León, Castilla-La Mancha y no hablemos ya de Ga- 
iicia, que el señor Barreiro portavoz del Grupo Socialista 
zonoce también perfectamente. Creo que sí merecería la 
pena que se introdujese esta modificación, esta amplia- 
:ión en una palabra, y que se contemplara la posibilidad 
-a juicio y discreción de la Junta Electoral Provincial- 
de la votación en censos inferiores a los 200 electores. Esto 
tendría además coherencia con las propias campañas ins- 
titucionales en favor y en pro de la votación. Por el con- 
trario, llevar estas dificultades de traslado a otros puntos 
donde se conjugaran y se concentraran los electores posi- 
blemente surtiera el efecto de disuasión y muchos -como 
de hecho ocurre y nos consta a todos que sucede- deja- 
rían de ir a votar. 

La enmienda número 56 es concordante con la número 
54. Se vuelve a recalcar que la oficina del Censo Electo- 
ral dependa del órgano encargado del Censo, etcétera. 
Volvemos a insistir en la necesidad de que la Junta Elec- 
toral Central tenga la capacidad orgánica y jerárquica so- 
bre el Censo electoral. 

La enmienda número 59 propone suprimir el apartado 
c) del artículo 35, que dice que los ejemplares certifica- 
dos de las listas del Censo (las que tienen las Mesas) con- 
tendrán exclusivamente los ciudadanos mayores de edad 
en la fecha de votación. Por el contrario en este apartado 
se dice: «Los ejemplares certificados de las listas del Cen- 
so a los que se refiere el apartado anterior contendrán ex- 
clusivamente ... » Si no se elimina, hay una posibilidad de 
que los menores de edad puedan efectuar la votación. Esta 
enmienda por tanto tiene el exclusivo objeto de evitar esta 
posibilidad que, de hecho, en las elecciones legislativas 
anteriores ocurrió en algunos casos, que se pusieron de 
manifiesto y que se denunciaron en los litigios judiciales 
que hubo. 

La enmienda número 60, por último, está referida al 
punto 14 del artículo único que dice: «Los representantes 
de cada candidatura pueden obtener el día de la procla- 
mación de candidatos una copia del censo del distrito 
correspondiente». La enmienda que nuestro Grupo pro- 
pone va en el sentido de eliminar el condicional y poner- 
lo en imperativo, es decir, «obtendrán», ya que no es lo 
mismo. Porque, no nos engañemos si se espera la petición 
para que se les envíe o se les entregue, requiere un pro- 
ceso mucho más complicado, donde incluso ya entra en 
juego la propia burocracia y la propia Administración de 
por sí perezosa, como todos somos conscientes. Al poner- 
lo en imperativo, sería muchísimo más elemental, muchí- 
simo más ripido desde luego con muchísimas más ga- 
rantías para toda la situación electoral. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Sanz Blanco): Muchas 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
El Senador Arévalo tiene la palabra. 

gracias, Senador Liso. 
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El señor AREVALO SANTIAGO: Señor Presidente, se- 
ñorías, contesto y me opongo en nombre del Grupo So- 
cialista a todas las enmiendas que han sido formuladas a 
los capítulos que estamos examinando en estos momen- 
tos. 

El consenso limitado a que se refería el Senador Fuen- 
tes indudablemente es el que permite -porque no es tan 
limitad- que podamos hacer una modificación necesa- 
ria en la Ley Electoral de 1985, llegando incluso más allá 
de una sencilla reforma y entrando en todos aquellos pro- 
blemas que se hayan podido detectar en elecciones ante- 
riores. Por tanto, no sólo intenta esta ley fijar de una ma- 
nera periódica las elecciones locales y las de las comuni- 
dades autónomas que puedan acogerse a ella, sino que 
además aclara una serie de aspectos que, o no estaban su- 
ficientemente bien en la Ley de 1985, o el uso de la mis- 
ma ha permitido observar que era preciso que se hicie- 
ran algunas variaciones. 

En cambio no parece que sea necesario modificar, más 
que en los términos en que se ha hecho, quienes son los 
vocales que son designados para formar parte de la Junta 
Electoral Central; se ha ampliado para que no sólo sean 
los profesores de Derecho sino también los de Ciencias Po- 
líticas y los de Sociología, pero es más conveniente que 
puedan ser elegidos por acuerdos entre los partidos polí- 
ticos que serán más exigentes, que conseguir los dos ter- 
cios del Congreso de los Diputados, que si bien es cierto 
que es una mayoría cualificada, sin duda puede ser me- 
nor que aquella otra que se viene consiguiendo con el 
acuerdo de todos los partidos políticos. 

Está bien que vayan asesorados los componentes de las 
mesas electorales y así se prevé en esta ley medios para 
que eso se produzca. Pero también resulta probablemen- 
te exagerada la propuesta que hace el señor Fuentes al exi- 
gir una serie de circunstancias que aumentan el peligro 
de que sea lo contrario, es decir, que en vez de conseguir- 
se el asesoramiento suficiente para los componentes de 
las mesas, presidente y vocales, se consiga justamente lo 
contrario por ser excesivamente exigente dicha propues- 
ta. 

El Senador Martínez Sospedra, en nombre del CDS, de- 
fiende una serie de enmiendas también en lo que se refie- 
re a los representantes de la Junta Electoral, pidiendo que 
se haga por insaculación por el Consejo de Universidades. 
Hay que observar que lo deja delimitado a los catedráti- 
cos de Derecho, no a los de Ciencias Políticas y Sociolo- 
gía. Me remito a lo que acabo de decir, ya que las garan- 
tías están suficientemente conseguidas; las garantías que 
él solicita para todos los administrados están también, lo- 
gradas en el conjunto de los artículos que él ha enmen- 
dado, lo que incluso es exagerado en cuanto a la custodia 
de la documentación electoral. El hecho de que a través 
de una enmienda se dijera que la documentación electo- 
ral tiene que ser transmitida a la Junta Electoral Central 
no añade nada nuevo, puesto que eso ya está previsto en 
la Ley de 1985 y porque también lo reconoce la reforma 
que estamos ahora examinando. 

El Senador Oliveras, de Convergencia i Unió, pide que 
se garantice que los representantes de las candidaturas 

puedan tener copia del censo, cosa que está también ga- 
rantizada en la ley, como también se garantiza la copia 
del censo al día, de tal manera que cualquier variación 
que se pudiera producir tiene que ser transmitida. Es de- 
cir, no se trata de tener un censo inicial sino de que las 
modificaciones que se vayan produciendo sean puestas 
también en conocimiento de los representantes de las can- 
didaturas cuando éstos soliciten esos datos del censo. 

Paso ahora a contestar a las enmiendas presentadas por 
el Grupo Popular, enmiendas precedidas por un exordio 
del Senador Fraga sobre la Cámara Alta y su función de 
segunda lectura y por algo referente a que no se exija nada 
ni a la Cámara ni a sus miembros. Se exige sencillamente 
que haya precisión no sólo en las peticiones sino en el 
cumplimiento reglamentario y en las exigencias que to- 
das las normas que nos acogen prevén para la tramita- 
ción de las leyes en esta Cámara y en la otra. No se está 
exigiendo a nadie que vote en un sentido ni en otro; no 
se está exigiendo a nadie que no presente enmiendas ni 
que se doblegue a las pretensiones de la mayoría de la Cá- 
mara. El señor Fraga es muy dueño de defender sus en- 
miendas, de exponer lo que considere oportuno y de vo- 
tar también como mejor le parezca en todos los puntos 
de esta ley y de todas. En cuanto a su insistencia sobre el 
voto de los españoles en el extranjero, que viene siendo 
reiterada numerosas veces, bien por iniciativas en esta 
Cámara, bien en los debates que hemos mantenido en Co- 
misión sobre esta ley, parece que no le convecemos. Yo 
creo que si él mismo se diera cuenta de hasta dónde Ile- 
gan sus enmiendas y de cuál es la inutilidad de las mis- 
mas, probablemente en este momento ya se habría deci- 
dido a retirarlas o a defenderlas con menos entusiasmo. 

La Ley de 1985 dice en el punto 3 de su artículo 32: Los 
españoles residentes ausentes que vivan en el extranjero 
deben instar su inscripción al consulado español corres- 
pondiente en la forma que se disponga reglamentaria- 
mente. No se está impidiendo que se haga, se está abrien- 
do la posibilidad de que todos los residentes espafioles en 
el extranjero puedan ejercer su derecho de voto, y ojalá 
lo ejerzan todos, ojalá encuentren todos las facilidades de- 
bidas para poder conseguirlo, pero eso no se consigue por 
un voluntarismo que solamente podría ser reflejado en la 
letra -como está reflejado en la letra de su enmienda-, 
porque en modo alguno es posible que eso se pueda de- 
sarrollar de una manera concreta. Por tanto, estaríamos 
engañando a los propios electores si disponemos algo que 
luego no se puede cumplir. Su enmienda dice: Los consu- 
lados y secciones consulares de las embajadas tramitarán 
igualmente de oficio y bajo control de la Junta Electoral 
Central la inscripción en el censo de los españoles resi- 
dentes en el extranjero conforme a los registros de matrí- 
cula de sus respectivas circunscripciones consulares. Lo 
leo porque merece la pena leer la enmienda. Si usted tu- 
viera después que llevarla a cabo, ya me contaría cómo 
lo iba a hacer. Porque está muy bonito decir que hay que 
facilitar el voto de los españoles en el extranjero para, a 
partir de ahí poner una serie de condiciones de imposible 
cumplimiento. Haga usted algo que se pueda cumplir. 
¿Quién está interesado en que voten los españoles en el ex- 
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tranjero? Estaremos interesados todos. Yo no digo que 
esté usted más interesado que nosotros, pero, desde he-  
go, no somos nosotros los menos interesados, porque si al- 
gún partido político ha puesto de su parte todo lo que ha 
podido en muchos años para facilitar a los españoles en 
el extranjero su derecho a voto, ese ha sido el Partido So- 
cialista, y lo va a seguir intentando. Lo que no hace es en- 
gañar ni a los españoles que viven en España ni a los es- 
pañoles que viven en el extranjero. 

La Oficina del censo electoral depende de la Junta Elec- 
toral Central que la dirige y supervisa. Si la dependencia 
orgánica administrativa estuviera a cargo de la Junta 
Electoral Central y no del Ministerio de Economía, esta- 
ríamos creando un organismo más o haciendo inútil esa 
dependencia. Si dirige y supervisa la Junta Electoral Cen- 
tral la Oficina del censo electoral, dígame qué más quie- 
re, si después la dependencia administrativa es de un Mi- 
nisterio. Pero es constante su desconfianza en la Adminis- 
tración. Parece que ustedes tienen poca esperanza de te- 
ner la Administración en sus manos: siempre están des- 
confiando de la Administración, sea de la Junta Electoral 
o sea de lo que sea, pero no confían en la Administración 
del Estado. ¿Por qué tanta desconfianza? Aunque tenga 
esa desconfianza, dese cuenta de que está garantizado el 
funcionamiento de la Oficina del censo electoral por la 
propia Junta Electoral, y eso es novedad en esta ley, y te- 
nía que haber sido acogido -digo yo- con beneplácito y 
con satisfacción por parte de todos los partidos políticos 
o de todos los grupos parlamentarios, pero resulta que 
tampoco gusta a algunos de ellos. (El señor Presidente OCU- 

pa la Presidencia.) 
Pasando a otra cuestión, está bien que se prevea que 

las mesas cuenten con un límite de 200 electores, pero fí- 
jese en que si disminuimos la cifra -y se puede permitir 
dada la forma en que se propone en su enmienda de una 
manera tan amplia que podríamos encontrarnos con me- 
sas electorales de cinco o seis electores nada más- esta- 
remos gravando aún más el mismo proceso electoral para 
las mismas candidaturas que se presenten. En cuanto a 
si tienen que figurar en las listas del censo los que cum- 
plen los 18 años, naturalmente que es para garantizar su 
derecho de voto al tener la edad. En caso contrario esta- 
remos impidiendo que puedan cumplir con su derecho de 
voto los que cumplen los 18 años en ese momento. 

Finalmente, las copias del censo las pueden obtener los 
representantes de las candidaturas que lo deseen. Yo no 
sé por qué quieren obligarles a que obtengan las copias 
del censo. Si no quieren las copias del censo, no vamos a 
poner un precepto en la ley para obligarles. Tienen el de- 
recho, que es lo que hay que garantizar, pero no vamos 
además a obligarles. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Aré- 

Turno de portavoces. ¿Grupo Mixto? (Pausa.) Tiene la 
valo. 

palabra el Senador Fuentes Navarro. 

El señor FUENTES NAVARRO: Lamentablemente, y a 

pesar de mi proverbial optimismo, hoy estoy convencido 
de que no va a prosperar ninguna de mis enmiendas, por 
razones obvias, a pesar de que creo sinceramente que no 
se ha dado respuesta a la mayor parte de ellas y de que 
creo también que muchas de estas enmiendas mejorarían 
sensiblemente el texto, mejorarían el sistema de elección 
de los vocales catedráticos de Derecho, de Ciencias Polí- 
ticas o Sociología, porque, en realidad, esa es la modifi- 
cacibn que se hace en el proyecto, pero no podemos olvi- 
dar que si no se lleva a cabo, esta designación conjunta 
de las fuerzas políticas pasa a depender de la Mesa del 
Congreso de los Diputados, que es la que, en definitiva, 
tiene, con el texto actual que subsiste, la facultad de de- 
signar a estos catedráticos. 

Nosotros creemos que es mucho más adecuado el pro- 
cedimiento de elección por mayoría cualificada del Con- 
greso de los Diputados, valorando la ideonidad de cada 
uno de los candidatos, que no es el procedimiento, sino 
que acaba en definitiva llevando esta designación -insis- 
to en el término porque es el que utiliza la ley- a la Mesa. 

Por otra parte, nosotros creemos -e insistimos en ello 
porque nos parece importante- que se ha cometido una 
grave contradicción en cuanto a las competencias de la 
Junta Electoral Central, que, por un lado, se incrementan 
considerablemente con funciones como son las instruccio- 
nes de obligado cumplimiento en cualquier materia elec- 
toral, las revocaciones de oficio, la unificación de crite- 
rios y, sin embargo, por otro, como he dicho antes, de los 
recursos que en la práctica pueden comportar un colapso 
de la Junta Electoral Central se da la curiosa circunstan- 
cia de que la Administración electoral, por tanto, la Jun- 
ta Electoral, no tiene facultades para aprobar el manual 
de instrucciones, y debe aprobarlo el Consejo de Minis- 
tros. Es decir, que por una parte se dota de competencias 
que en muchos casos no van a poder cumplir y, sin em- 
bargo, no se les concede una competencia tan clara como 
es la de elaborar este manual de instrucciones. 

Yo he señalado una cuestión que creo, con todos los res- 
petos, que el Senador Arévalo ha exagerado: creo que to- 
dos somos plenamente conscientes de que muchos miem- 
bros de las mesas, todavía en la actualidad, desconocen 
en la práctica sus obligaciones; las conocen mucho mejor 
los apoderados y los interventores de los partidos políti- 
cos que los miembros de las mesas. Nosotros no plantea- 
mos que tengan que llevar a cabo un curso en el sentido 
estricto del término, pero sí una mínima preparación para 
que puedan acceder a esta tarea con los conocimientos 
mínimos, básicos, elementales para poder funcionar ade- 
cuadamente ese día y poder dar solución a los problemas 
que puede plantear el funcionamiento normal de una 
mesa electoral. Eso es lo que planteábamos en esa en- 
mienda. 

Tampoco se ha dado respuesta a nuestra enmienda ni 
a otras relativas al censo de los españoles residentes en el 
extranjero. Nosotros creemos que eso sí se puede llevar a 
cabo ya y que ya debería incluirse aquí, y en determina- 
das elecciones sí se podría habilitar ya que pudieran lle- 
varse a cabo en los consulados. 

Lamentablemente, como he dicho antes, no va a ser 
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aceptada ninguna de estas enmiendas ni ninguna de las 
restantes, porque nos encontramos con esa extraordina- 
ria paradoja, en cuanto a la función de esta Cámara, que 
es que por imperativos cronológicos hoy debemos cum- 
plir exclusivamente la función de segunda lectura y, na- 
turalmente, vamos a intentar leer y releer el texto y las 
enmiendas, que creo que, lamentablemente, es lo único 
que vamos a poder realizar con aprovechamiento en esta 
sesión. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Fuentes. 
¿Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos? (Pausa.) 

Tiene la palabra el Senador Renobales. 

El señor RENOBALES VIVANCO: Señor Presidente, 
simplemente quería ratificarme en cuanto he dicho cuan- 
do he accedido a la tribuna y destacar la importancia del 
planteamiento que hemos hecho en defensa de las juntas 
centrales de comunidad autónoma, cuyas competencias, 
por mor de esa acumulación de competencias en la Junta 
Electoral Central, han sido reducidas de una manera no- 
table y, desde nuestro punto de vista, injustificada. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Renobales. 
(Grupo del Centro Democrático y Social? (Pausa.) 
¿Grupo de Convergencia y Unió? (Pausa.) El Senador 

Oliveras tiene la palabra. 

El señor OLIVERAS 1 TERRADAS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

La conveniencia de la modificación de la Ley orgánica 
del Régimen Electoral General surge del análisis de las 
experiencias vividas en estos últimos años de vigencia y 
de la constatación de defectos que conviene subsanar. 

La experiencia nos demustra que, como mínimo, se uti- 
lizan dos censos distintos, y en ocasiones tres, en unos 
mismos comicios. Esto ha sido reconocido por la propia 
Comisión de Investigación del Congreso respecto a las ú1- 
timas elecciones, como sus señorías saben. 

Y ahora quisiera hacer una matización entre acceso al 
censo y rectificación al censo que quizá permita entender 
el alcance de nuestra enmienda. El acceso a los datos cen- 
sales tiene una finalidad, que es propiciar una relación di- 
recta entre candidato y elector, tiene un profundo senti- 
do democrático, y este sentido no puede quedar desvir- 
tuado por la no coincidencia de censos inicial y final, que, 
sin duda, tiene su justificación, puesto que la rectifica- 
ción, en definitiva, tiende a garantizar el ejercicio del de- 
recho de voto. El acceso al censo tiene por finalidad que 
el candidato pueda dirigirse al titular de este derecho. 
Son dos vertientes de un mismo fenómeno y, por tanto, 
debería establecerse la notificación de oficio de las varia- 
ciones que se produzcan hasta el día de la celebración de 
las elecciones, rectificación, garantía del derecho del elec- 
tor; acceso al censo, y en este caso sí es distinto: proteger 

el derecho que tiene el candidato de ponerse en contacto 
con el elector. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El sefior PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
(Grupo Parlamentario Popular? Tiene la palabra el se- 

Aor Fraga. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Quisiera intervenir, en primer lugar, por alusiones del 
señor Arévalo, cuya intervención ha sido -y además se 
lo quiero agradecer- prácticamente dedicada a mí. Se lo 
quiero agradecer del mismo modo que le agradezco que 
se haya tomado tanto interés en el asunto del emigrante. 
Sin embargo, yo sigo sus intervenciones con frecuencia y 
usted está caracterizado por tener un rigor y una serie- 
dad, y, aunque se ve que ha dedicado algo de tiempo al 
asunto de los emigrantes, demuestra, desde luego, tener 
bien pocos conocimientos en materia de emigración. Por- 
que dice usted que sería inútil y que no sería eficaz, que 
es lo que dijo en la Comisión, que los emigrantes voten 
en los consulados y que estén censados de oficio. (El se- 
ñor Arévalo hace gestos negativos.) Pues si no ha dicho eso, 
entonces lo que dice es que es inútil la enmienda, así de 
claro, eso es lo que ha dicho. Puede que sea inútil si us- 
tedes se oponen, pero a los emigrantes les será sumamen- 
te útil estar censados, créamelo. 

Además ha dicho otra cosa: que esta enmienda engaña 
a los emigrantes. A los emigrantes el único que les ha en- 
gañado ha sido el PSOE en sus programas, que prometie- 
ron el censo de oficio, que es precisamente lo que se pide 
en esta enmienda. Eso se prometió en los programas del 
PSOE, y Felipe González, en sus declaraciones en públi- 
co, siempre ha dicho que el censo de los emigrantes sería 
solucionado. Ha engañado a los emigrantes diciendo una 
cosa que luego no se ha cumplido. Me parece absoluta- 
mente inadmisible que usted ahora se ampare en presun- 
tas dificultades técnicas. 

No solamente engañan ustedes a los emigrantes prome- 
tiendo cosas que luego no cumplen y oponiéndose siste- 
máticamente a que cualquier proposición de la oposición 
sea admitida -y ahora entro en el turno de portavoces, 
después hablará también el Senador Liso, porque yo te- 
nía derecho a intervenir por alusiones, como lo tenemos 
todos en esta Cámara-, sino que ... 

El señor PRESIDENTE: No, señoría, yo le he dado el 
turno de portavoces. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: En cualquier 
caso, iles interesa a ustedes saber el motivo por el que se 
oponen a que el censo sea de oficio? ¿Lo saben ustedes? 
Claro que lo saben y se lo voy a decir yo. El PSOE y el 
Gobierno del PSOE se oponen a que el censo de los emi- 
grantes sea de oficio -y me duele mucho decirle- sen- 
cillamente porque se aprovechan de una legislación no 
eficaz que discrimina a unos españoles de otros para ma- 
nipular el voto de los emigrantes. Dicho sin rodeos, el 
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PSOE y el Gobierno del PSOE manipulan el voto de los 
emigrantes. Yo soy absolutamente consciente de la gra- 
vedad de la afirmación que acabo de hacer. Es más, pue- 
do dar pruebas de ello y puedo demostrarlo, si se me con- 
cede tiempo para ello. Creo que es algo suficientemente 
grave, porque estamos hablando de un montón de Dipu- 
tados que dependen del voto de los emigrantes. {Rumo- 
res. La Senadora Rubiales pronuncia palabras que no se per- 
ciben.) 

El señor PRESIDENTE: Silencio, por favor, señorías. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Ustedes mismos 
cuando voten esta ley son la prueba de que este proyecto 
es un proyecto hecho para manipular el voto de los emi- 
grantes. ¿Por qué? ¿Quiénes son los que votan? Los que 
están inscritos en el censo. ¿Y cómo se censan? Sencilla- 
mente yendo al consulado. ¿Y quiénes se censan? Quie- 
nes necesitan una pensión, quienes necesitan un trámite 
en relación con la nacionalidad, quienes necesitan algo 
son los que se censan en los consulados y por las agrega- 
durías laborales. Esto es verdad, ustedes son los prime- 
ros en saberlo y por eso se oponen. 

Es más, ustedes saben que hay instrucciones en las 
agregadurías laborales de que no se dé una pensión a 
aquél que no esté censado en el censo electoral. Eso es así 
y por eso se oponen ustedes a que estén censados todos. 
Además, el voto es por correo, con lo cual crea una inse- 
guridad más. Les diré algo más. (Saben ustedes lo que es 
el sufragio censatario? Posiblemente lo sepan, pero por si 
alguno no lo sabe se lo voy a recordar. El sufragio censa- 
tario era un sufragio que había en el siglo XIX en el cual 
la gente se censaba pagando una cantidad. Esto es muy 
parecido, salvo que, en vez de pagar una cantidad, lo que 
se hace es pasar por una serie de trámites burocráticos; 
en vez de censarse en función de la capacidad económica, 
se censa uno en función de la capacidad burocrática del 
emigrante al que hacen ir ustedes al consulado para lo 
que sea. Esto es así y no puedo decirlo de otro modo. Se 
quedan un millón de españoles sin censar. (Varios señores 
senadores hacen signos negativos.) Digan ustedes que no 
con la cabeza pero los hechos son los hechos. Por eso el 
sufragio censatario no es el sufragio universal. Ustedes 
prometen en sus programas el sufragio universal y el su- 
fragio censatario es más propio de caciques decimonóni- 
cos que de un partido que hace programas para el año 
2000. 

Nada más, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. (E¿ señor Liso 
Marín pide la palabra.) Señor Liso, ¿para qué me pide la 
palabra? 

El señor LISO MARIN: Señor Presidente, simplemente 
porque mi compañero, el señor Fraga, ha respondido en 
el turno de portavoces, pero concretamente a unas en- 
miendas que él había defendido anteriormente. Es una 
distribución de tiempo. No sé’si es que ha ocupado abso- 
lutamente todo el tiempo previsto, pero, si la Presidencia 

me permite, me gustaría responder a las observaciones 
que se han hecho a las enmiendas que yo mismo defendí. 

El señor PRESIDENTE: Señoría, hemos abierto el tur- 
no de portavoces. Su Grupo era libre para designar un 
portavoz. Tenemos el transcurso de la ley donde creo que 
habrá más oportunidades. 

El señor LISO MARIN: Señor Presidente, dentro del 
turno de portavoces se podría permitir, y de hecho se ha 
permitido en otras ocasiones, que intervengan dos miem- 
bros de un mismo grupo. 

El señor PRESIDENTE: Senador Liso, por acuerdo de 
la Junta de Portavoces y de la Mesa, en el caso del Grupo 
Mixto. 

El Senador Barreiro tiene la palabra, por el Grupo Par- 
lamentario Socialista. 

El señor BARREIRO GIL: Con su venia, señor Presiden- 
te. 

Intervengo para rechazar, en la medida en que ello sea 
posible, la idea que queda pendiente en esta Sala de que 
estamos trabajando con un pie forzado -desconozco por 
qué- por imperativos cronológicos, como bien se dijo, o 
por prisa, como alguien se permitió la gracia de las pala- 
bras. Me parece que no. Creo que sus señorías se van a 
una insana melancolía por confundir prisa con oportuni- 
dad. Me parecería ligeramente inoportuno que entráse- 
mos en un debate de modificación de la ley electoral, ol- 
vidando que hay una fecha previsible para la celebración 
de elecciones en España, y que seguramente a final de ano 
habrá otras elecciones, mientras nosotros debatíamos la 
posibilidad de modificación, al margen de la realidad so- 
cial y política del país y de la realidad electoral. Habida 
cuenta del debate que alguna de sus señorías promovió 
después de las últimas elecciones generales -por cierto, 
sin razón pero con derecho- parecería igualmente una li- 
gera inoportunidad no aplicar una modificación del régi- 
men electoral en estas elecciones. Por tanto, quizá este- 
mos hablando más de oportunidad que de prisa. En todo 
caso, no creo que sea ninguna profecía que en un trámite 
de Pleno se produzca una determinada posición respecto 
de las enmiendas de los grupos parlamentarios una vez 
que se han producido en esta Cámara dos trámites ante- 
riores, por olvidarnos de los trámites de otras cámaras. 

Sus señorías no están descubriendo nada respecto de 
nuestros desacuerdos, como estamos descubriendo en 
cambio alguna cosa respecto de la mejora de nuestros 
acuerdos con alguna de sus señorías, en especial con el 
Grupo de Senadores del Partido Nacionalista Vasco. 

El Senador Renobales -y es mi intención dejarlo claro 
en esta intervención de portavoces- tiene razón en que 
no existen discrepancias entre el Grupo Socialista y el 
Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos respecto de la 
concepción de que el reforzamiento de las prerrogativas 
de la Junta Electoral Central en aras de la defensa de los 
derechos generales de los ciudadanos no ha de ser menos- 
cabo, no puede serlo, del complementario reforzamiento 
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de las prerrogativas de las juntas electorales de comuni- 
dades autónomas, que también son órganos responsables 
de la vigilancia y garantía de los derechos generales de 
sus ciudadanos. 

Por tanto la disposición final de esta ley que, como bien 
sabe el Senador Renobales, dice: Quedan derogadas cuan- 
tas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a 
lo establecido en la presente Ley orgánica, nunca podrá 
ser interpretada, ni por parte del Grupo Socialista ni por 
parte del Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos, como 
el reforzamiento o clarificación de funciones de las jun- 
tas electorales de las comunidades autónomas que signi- 
fique una merma de las funciones de la Junta Electoral 
Central, ni al revés podría producirse. 

Es posible que su señoría considere la oportunidad de 
precisiones legislativas añadidas a las que hoy estamos 
realizando. No sé cuál es el lugar o el ámbito en que ha 
de tomarse semejante iniciativa, y, en todo caso, la salu- 
daría. Pero ratifico la inexistencia de discrepancia sobre 
aspecto tan central de la ley y que ha figurado en algunos 
de los debates de los vetos y en algunos de los debates 
que nos ha permitido generalizar de una manera satisfac- 
toria esta agrupación de enmiendas. 

Senador Fraga, decir que el Grupo Socialista o cual- 
quier otro partido democrático en España manipula a los 
ciudadanos españoles y en especial a los emigrantes es 
una canallada que no voy a contestar más que con des- 
precio. (Rumores en los bancos de la derecha y aplausos en 
los bancos de la izquierda. El señor Fraga pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: El señor Fraga tiene la pala- 
bra, por alusiones. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Señor Barreiro, 
la canallada, propiciada por el Partido Socialista, es que 
los emigrantes no puedan votar y que haya un millón de 
personas que no existan para la democracia. Esa es la ma- 
yor canallada que existe y obedece a una manipulación 
del Partido Socialista; lo he dicho antes y lo repito ahora. 

En cualquier caso, es mucha mayor canallada que una 
persona no pueda votar que los demás hagan promesas 
que luego no cumplen, porque es una canallada que le im- 
pide el derecho al voto. 

Usted ha dicho que alguien ha tenido la gracia de decir 
que por prisas no podrá modificarse esta ley. Le voy a re- 
cordar quién fue: el partido socialista. Léase el recorte del 
«El País» del jueves pasado que dice que según fuente so- 
cialista el Senado no introducirá enmiendas en la ley elec- 
toral. Antes de tener alguna intervención, Senador Barrei- 
ro, medítela usted bien y prepárela méjor, porque si no 
se encuentra con que a quien usted ha acusado de hacer 
una gracia ha sido precisamente al Partido Socialista. Y 
le voy a decir una cosa: esto no hace ninguna gracia a los 
emigrantes españoles, que son los que se quedan sin vo- 
tar por una canallada del Partido Socialista. 

Nada más y muchas gracias. (Rumores en los bancos de 
la izquierda.) 

El señor PRESIDENTE: Proseguimos el debate: artícu- 

lo único, apartados 15 a 52, que afecta a los capítulos V, 
VI, VI1 y VI11 del Título 1 de la Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General. 

En primer lugar, el voto particular número 7, corres- 
pondiente al Senador Barbuzano. 

Para su defensa, su señoría tiene la palabra. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: Gracias, señor Pre- 

Yo creo que, dentro de este grupo, se refiere a las en- 
sidente. 

miendas números 11 y 17. 

El senor PRESIDENTE: Su señoría tiene razón. 
Tiene la palabra. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: En la enmienda 
número 11 se trata de añadir un apartado al artículo 96 
de la actual Ley; es simplemente una enmienda técnica. 
El artículo 96 no contempla la particularidad de los vo- 
tos nulos en determinadas circunscripciones electorales 
como son las insulares y Ceuta y Melilla. 

Esta enmienda simplemente perfecciona el texto actual 
de la vigente Ley 511985.. 

La enmienda presentada al punto 15 está en relación 
con todos los argumentos que este Senador expuso en la 
explicación del veto. Por tanto, no voy a cansar a sus se- 
ñorías con más explicaciones. Esta enmienda salva per- 
fectamente el fondo de lo que dice el punto 15 en su apar- 
tado 3 de la actual modificación. No la varía en absoluto 
si a continuación de donde se dice << ... no tengan», se pone 
entre comas la expresión siguiente «en este momento)). Es 
decir, las que no tengan en su ordenamiento jurídica se 
coloca en este momento. Es decir, es una forma enmen- 
dada de salvar todos los argumentos que fueron democrá- 
ticamente no votados afirmativamente en el veto. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Pasamos a la defensa de las enmiendas números 1 y 2 ,  

correspondientes al voto particular número 4 del Grupo 
parlamentario Mixto, para cuya defensa tiene la palabra 
el Senador Eiroa. 

El señor EIROA GARCIA: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

Muy brevemente, porque la enmienda número 1, que 
hace referencia al punto 15, hubiese tratado, viendo cómo 
va el debate, de salvar uno de los problemas fundamen- 
tales que plantea este proyecto de ley. No es una enmien- 
da caprichosa, se trata de solucionar el solapamiento que 
se va a presentar entre candidatos y diputados electos, 
también en las municipales, pero fundamentalmente en 
las elecciones autonómicas, la dualidad, que también se 
va a producir, de candidato-diputado, porque, sin duda 
alguna, va a haber algún candidato que siga siendo dipu- 
tado. Esto no deja de ser una paradoja. 

Entendemos que aquí se vulnera el artículo 14 de la 
Constitución, que considera a los españoles iguales ante 
la ley, va a haber candidatos distintos, unos diputados 
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con una serie de prerrogativas y otros no diputados sin 
esa serie de prerrogativas. Y ¿quién puede garantizar que 
no va haber algún recurso de amparo de alguno de estos 
candidatos que se encuentre en condiciones de inferiori- 
dad ante las elecciones? El artículo 149 de la Constitución 
también regula cómo el ejercicio de estos derechos puede 
ser regulado por la Constitución. 

En cuanto a la enmienda número 2 ,  al punto 18, lo úni- 
co que se pretende es sencillamente que la regulación que 
se hace en cuanto a la facultad de promocionar, por de- 
cirlo así, las elecciones se signifique que son cuando coin- 
cidan elecciones municipales y autonómicas, porque si no 
esta campaña institucional no se podría hacer perjudican- 
do tanto a las elecciones autónomas como a las municipa- 
les. 

Con esto, damos por explicadas las dos enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Correspondiente al voto particular número 6 del Gru- 

po Mixto son las enmiendas números 103 a 111 y 120 a 
124. 

Para su defensa, tiene la palabra, en nombre del Grupo 
parlamentario Mixto, el Senador Fuentes. 

El señor FUENTES NAVARRO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

La enmienda número 103 se refiere al artículo único, 
número 19, en relación con el artículo 62, segundo párra- 
fo, que pretende una modificación en cuanto a la distri- 
bución de espacios electorales en las elecciones al Parla- 
mento Europeo. Nosotros creemos que introduce un cri- 
terio restrictivo y proponemos la supresión de este apar- 
tado. Por tanto, mantenemos el texto previsto ya en el ar- 
tículo 61 de la Ley, que hay que relacionar también con 
el artículo 62, ya que tiene en cuenta, a nuestro juicio 
-insiste+, los criterios que estimamos adecuados. 

Nuestra enmienda número 104 pretende la supresión 
de dos frases dentro del artículo 69.8. Se trata aquí de las 
encuestas sobre intención de voto que nosotros entende- 
mos que deben facilitarse a las entidades políticas con- 
currentes a las elecciones sin necesidad de que lo solici- 
ten y, por tanto, sin establecimiento tampoco de ese pla- 
zo que señala que se les facilitará desde la solicitud. 

Nuestra enmienda número 105 pretende que la infor- 
mación provisional sobre los resultados electorales sea fa- 
cilitada por la administración electoral y no por el Go- 
bierno. Creemos que es, en definitiva, a esta administra- 
ción a quien le corresponde intervenir en todos los casos 
y también en la información relativa a las elecciones. 

Consideramos que la enmienda número 106 tiene con- 
siderable importancia porque hay una diferencia funda- 
mental con lo que está previsto en el texto. En el texto se 
prevé la nulidad en los casos de que el número de votos 
exceda al número de electores. Nosotros creemos que es 
un supuesto realmente excepcional que el número de vo- 
tos exceda al de electores, pero no así que el número de 
votos exceda al de votantes, con lo cual entramos ya en 
una situación de irregularidad que, a nuestro juicio, de- 

bería comportar también en este caso la nulidad de la 
elección. De ahí nuestra enmienda. 

En la enmienda número 107 nosotros pretendemos que 
se modifique el sistema de las actas. Creemos que la sub- 
sanación de errores que se hace en el texto del artículo 106 
puede abrir la puerta a distintas interpretaciones y que 
es importante que puedan constar en el propio acta las 
alegaciones -concisas, naturalmente- de los represen- 
tantes de las candidaturas; es decir, que puedan realizar 
alguna observación que se recoja en el acta. 

Por nuestra parte, las siguientes enmiendas se refieren 
todas ellas a los recursos a los que antes ya me he referi- 
do y están relacionadas con las anteriores. Ya hemos se- 
ñalado, y debemos reiterarlo, que creemos que la vía de 
estos recursos que se introducen aquí establece -y que- 
remos destacarlo- una doble vía de recurso, porque si- 
gue existiendo naturalmente, como es obvio, la vía juris- 
diccional, pero este recurso directo a la Junta Electoral 
Central, sobre todo en los plazos perentorios en que se es- 
tablece, puede comportar complicaciones adicionales y 
muy importantes, sobre todo porque la Junta Electoral 
Central nosotros creemos que no tiene los medios suficien- 
tes para atenderlos. Pueden ser más o menos, evidente- 
mente, esto es inimaginable en estos momentos, pero pue- 
dan darse en múltiples casos, y eso significaría entrar en 
una complejidad que, en modo alguno, ayudaría a la lim- 
pieza y a la celeridad del proceso electoral, con todas sus 
garantías. 

Las restantes enmiendas de este bloque las damos por 
definidas en sus propios términos, haciendo expresa refe- 
rencia a la 124, a la que antes me he referido porque tam- 
bién se relaciona con otra enmienda, ya que con ésta lo 
que nosotros pretendemos es que en los supuestos, como 
he dicho antes, de referéndum y de elecciones al Parla- 
mento Europeo, los españoles residentes en el extranjero 
puedan ejercer su derecho a voto en las mesas constitui- 
das en las oficinas electorales. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Al voto particular número 1 del Grupo de Senadores 

Nacionalistas Vascos, corresponde la enmienda número 
92, para cuya defensa tiene la palabra el Senador Bajo 
Fanlo. 

El señor BAJO FANLO: Gracias, señor Presidente. 
Entiendo que todas las enmiendas correspondientes a 

este proyecto de Ley han sido ya defendidas por el porta- 
voz Senador Renobales y, por tanto, las damos por defen- 
didas en sus propios términos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Bajo 
Fanlo. 

Voto particular número tres, del Grupo Parlamentario 
del CDS. Corresponde a sus enmiendas números 33 a 45. 

Para su defensa, tiene la palabra el Senador Martínez 
Sospedra. 
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El señor MARTINEZ SOSPEDRA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Nuevamente, las enmiendas que presenta mi Grupo a 
esta parte del proyecto de ley son de carácter técnico, que 
se refieren, por una parte, al procedimiento electoral y, 
por otra parte, a determinadas lagunas que percibimos 
en la regulación que contiene el artículo 42 de la Ley Or- 
gánica Electoral General en la redacción que le da el apar- 
tado 15 del proyecto de ley. 

Respecto de las enmiendas de procedimiento, voy a dar 
por defendidas aquéllas que coinciden en el fondo con 
otras que ya han sido defendidas con anterioridad, como 
sucede en la 35, de distribución de espacios en la campa- 
ña electoral al Parlamento Europeo y como sucede en la 
36, respecto de que se comuniquen de oficio las encuestas 
que se verifiquen por organismos autónomos o entidades 
públicas. 

Quisiera señalar, porque aunque se trata de pequeños 
detalles o de cuestiones técnicas, en la práctica se han re- 
velado importantes, o llamar la atención sobre aquellas 
enmiendas, la primera de las cuales es la número 37, que 
introducen expresamente la figura del candidato como 
persona con capacidad para intervenir en el procedimien- 
to; figura que es interesante en parte porque con la ac- 
tual redacción ha desaparecido un precepto que existía 
en el Decreto Ley de 1'977 y que venía de la Ley Maura, 
el cual decía algo que debería ser obvio, aunque, desgra- 
ciadamente, muchas veces no lo es, que si los represen- 
tantes lo son en nombre de los candidatos y son los re- 
presentantes los que tienen que dar poder, lógicamente 
debe entenderse que los candidatos tienen poder. Sin em- 
bargo, no lo dice la ley, en la práctica ha dado problemas 
y nosotros desearíamos modificar el proyecto en este pun- 
to. 

De la misma manera, pretendemos habilitar otro gru- 
po de enmiendas respecto a que se introduzca la obliga- 
ción de notificar las actuaciones electorales no sólo a los 
representantes sino también a los candidatos, porque sue- 
le suceder, y en la práctica ha sucedido, que, por lo me- 
nos en las elecciones a la parte provincial del Senado en 
que -no nos engañemos- los candidatos de una lista 
compiten no sólo con los candidatos de las demás listas, 
sino también con los propios compañeros, puede no ha- 
ber coincidencia entre los intereses de los candidatos y 
los intereses de la lista, lo cual puede dar lugar y ha dado 
lugar en algunas ocasiones a problemas innecesarios que 
en buena parte se resolverían introduciendo esta obliga- 
ción de notificar, comunicar datos, etcétera, a los candi- 
datos. 

Finalmente, sostenemos una enmienda similar a la que 
mantiene el Grupo Mixto respecto de las mesas, en las 
cuales el número de electores que ha votado resulta ser 
significativamente menor que el número de votos que sa- 
len en el escrutinio. Y prodía contar algunas anécdotas es- 
peluznantes de excesos de 50, 60 ó 70 votos sobre el nú- 
mero de votantes, lo cual, a nuestro juicio, es, como mí- 
nimo, un indicio racional de fraude. 

En consecuencia, especialmente a la vista de que el pro- 
yecto de ley introduce o habilita las juntas electorales 

para corregir los errores aritméticos de suma y pequeños 
errores de hecho, cosa que no sucedía con anterioridad, 
creemos que sentado este criterio sería conveniente habi- 
litar a las juntas para que no contabilizaran estos votos, 
de la misma manera que sería conveniente aclarar el sig- 
nificado de la expresión que figura en el proyecto de ley 
- q u e  figuraba en el anterior- acerca de que que no se 
declarará la nulidad en el caso de que la anulación no 
afectara al resultado de la elección. Creemos que la ex- 
presión es técnicamente incorrecta porque la determina- 
ción de los votos que ha tenido cada una de las candida- 
turas forma parte del resultado de la elección y eso resul- 
ta necesariamente aceptado por definición si no se com- 
puta cualquier mesa. Debería decirse, a nuestro juicio, lo 
que propone nuestra enmienda, que no afecte a la distri- 
bución de escaños, que, al fin y al cabo, es de lo que se 
trata y lo que el proyecto pretende decir. 

Y, finalmente, mantenemos las enmiendas al artícu- 
lo 42, que son dos, la 33, que es puramente técnica y que 
se dirige a prever la posibilidad que se contempla en el 
artículo 115 de la Constitución de que se disuelva una y 
no simutáneamente las dos Cámaras del Parlamento na- 
cional, y la 34, que posiblemente es de mayor interés po- 
lítico, destinada a prever un supuesto que en estos instan- 
tes no está previsto en la legislación, qué pasa si finaliza 
el período de mandato de los representantes del pueblo y 
estamos en estado de guerra. Hay otra segunda cuestión, 
que sólo está prevista en la Constitución -todo hay que 
decirlo, de manera no demasiado satisfactoria- para los 
miembros de las Cortes Generales, qué pasa si finaliza el 
mandato de cualquier corporación representativa duran- 
te la vigencia de un estado excepcional. Resulta obvio, 
que en estos supuestos no se pueden celebrar elecciones 
y en este sentido la enmienda 34 va dirigida a colmar esta 
laguna. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Enmiendas 7, 8 y 9, del Grupo Parlamentario de Con- 

vergencia i Unió correspondientes a su voto particular nú- 
mero dos. 

Tiene la palabra el Senador Oliveras. 

El señor OLIVERAS Y TERRADAS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

El artículo 50 de la Ley Orgánica es uno de los tres ar- 
tículos dedicados a disposiciones generales sobre la cam- 
paña electoral y en su punto uno dice que los poderes pú- 
blicos pueden realizar en período electoral una campaña 
de carácter institucional destinada a informar e incenti- 
var la participación a las elecciones sin influir en la orien- 
tación del voto de los electores. 

El punto 18 del proyecto propone una modificación que 
consiste en limitar la realización de esas campañas insti- 
tucionales a los poderes públicos que en virtud de su com- 
petencia legal hayan convocado el proceso electoral. 

Mi Grupo, señor Presidente, señorías, no está de acuer- 
do con esta limitación ni  entendemos su sentido. Por ello, 
con esta enmienda proponemos la supresión del inciso de 
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que en virtud de su competencia legal hayan convocado 
un proceso electoral, lo que equivale, por supuesto, a la 
supresión de todo el punto 18. 

La enmienda número 8 trata de adicionar un segundo 
párrafo al apartado 5 del artículo 96 de la Ley Orgánica. 
En este apartado se establece cuáles se considerarán vo- 
tos en blanco y, a nuestro entender, se olvida un supues- 
to, el de los votos emitidos en favor de candidaturas anu- 
ladas o retiradas. Nuestra enmienda propone que estos 
votos se consideren en blanco de acuerdo con una inter- 
pretación que la jurisprudencia ha efectuado ya al respec- 
to, lo que en todo caso confirma la existencia de estos su- 
puestos. 

Y la enmienda número 9 es al punto 49 de este artículo 
único, que establece en el artículo 130 lo que debe consi- 
derarse gasto electoral. La modificación que se propone 
en el proyecto no afecta a la relación de este artículo 130. 
Nosotros entendemos que debería modificarse el aparta- 
do g), que considera gastos los intereses de los créditos re- 
cibidos para la campaña electoral devengados hasta la fe- 
cha de percepción de la subvención correspondiente. 
Como quiera que existe una dificultad objetiva para co- 
nocer con exactitud esta fecha, proponemos que se supri- 
ma este último inciso. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Oliveras. 
El Grupo Parlamentario Popular tiene las enmiendas 

números 61 a 76, así como la enmienda «in voce» que fue 
formulada en Comisión. Corresponde con el voto particu- 
lar número ocho. 

Tiene la palabra el Senador Liso. 

El señor LISO MARIN: Gracias, señor Presidente. 
Espero que en este turno de defensa de las enmiendas 

el señor Fraga, pueda defender las números 61,62,64 y 70. 

El señor PRESIDENTE: Entonces, ¿qué enmiendas va 
a defender su señoría? 

El señor LISO MARIN: Las enmiendas números 63,65, 
66, 67, 68, 69, 71, 72, 74, 75 y 76. 

El señor PRESIDENTE: Su señoría tiene la palabra. 

El señor LISO MARIN: Gracias, señor presidente. 
La enmienda número 63, que presenta mi Grupo, se re- 

fiere al punto 21 del proyecto de ley: dice: 
En el supuesto de que algún organismo dependiente de 

las Administraciones Públicas realice en período electo- 
ral encuestas sobre intención de voto, los resultados de 
las mismas, cuando se soliciten ... Pretendemos que a par- 
tir de «las mismas» se incluya una nueva redacción in- 
troduciendo el imperativo, y se diga: «... deben ser entre- 
gados a las entidades políticas concurrentes a las eleccio- 
nes ... en el plazo de 24 horas.)) 

Como es obvio, no es lo mismo que las encuestas deban 
ser entregadas poco menos que de oficio a que puedan ser 
solicitadas, por una serie de circunstancias. Volvemos 

iuevamente a las dificultades que entrañan las eleccio- 
ies: el trabajo puede acumularse, la Administración 
-vuelvo a reiterar- es perezosa, y no se diga lo contra- 
-io, pero, sobre todo, hay una consideración importante 
3 tener en cuenta. Si no se tiene conocimiento de ellas, 
:omo de hecho ha ocurrido en muchos casos -por ejem- 
310, en un organismo como el Centro de Investigaciones 
Sociológicas, que ha llevado a cabo esas encuestas-, di- 
Yícilmente podrá haber muchos representantes que las pi- 
ian y se corre el riesgo enorme y claro de que cuando se 
tenga ese conocimiento las encuestas puedan resultar in- 
validadas o no tengan la necesaria agilidad. Por tanto, es 
Fundamental en este caso concreto que se entreguen de 
Forma imperativa a las fuerzas políticas concurrentes en 
:se plazo de 24 horas. Creo que está en el ánimo de todos 
que no es lo mismo, e insisto en que si no se tiene cono- 
:imiento de que se ha llevado a cabo esa encuesta difícil- 
mente se podrá solicitar. 

En cuanto a la enmienda número 65, en el punto 23 del 
artículo único se habla de las entregas de la copia del acta 
de constitución de la Mesa y se dice que si el Presidente 
rehusa o demora la entrega de la copia del acta de cons- 
titución se extenderá por duplicado la oportuna protesta, 
que será firmada por el reclamante o reclamantes. 

Nuestra enmienda pretende que haya mayor seguridad 
jurídica para el reclamante o reclamantes con la inclu- 
sión del párrafo que dice: ... con acuse de recibo del Pre- 
sidente y de los vocales. Creo que así quedaría salvada 
perfectamente la omisión que, existe en el proyecto en es- 
tos momentos, ya que nos podemos encontrar con la pa- 
radoja de que se recurra o reclame y después pueda de- 
saparecer la reclamación al no existir ningún justificante 
de que esa protesta o recurso se ha llevado a cabo. Por tan- 
to, pensamos que la enmienda es lo suficientemente níti- 
da y clara como para que se acepte, aunque creemos -sin 
hablar de las prisas o de otros términos gramaticales más 
precisos- que va a ser difícil que pueda admitirse algu- 
na de las enmiendas. 

La enmienda número 66 se refiere a las certificaciones 
censales. Esta es una inclusión realizada en el trámite del 
Congreso, en el que, por una transaccional, se aceptó. Pen- 
samos que debe eliminarse el término de la certificación 
censal y que sólo el que se encuentre en realidad en el cen- 
so tenga la oportunidad y el derecho a votar. Así se evi- 
tarían riesgos y tentaciones de cometer algún tipo de frau- 
de, por lo que parece que volver al texto original sería lo 
más preciso. 

Con la enmienda número 67 entramos en lo que se ha 
podido considerar en algunos casos una excesiva insisten- 
cia o una obsesión por parte de nuestro Grupo por la pe- 
tición y el mantenimiento de este tipo de enmienda. Me 
refiero a la cabina electoral. Creo que con esta enmienda 
nuestro Grupo trata sencillamente de poner a disposición 
del ciudadano el elemento que le garantice totalmente su 
derecho individual, fundamental en nuestro sistema de- 
mocrático, como es emitir el voto y que éste tenga las 
máximas garantías de secreto. 

Recientemente, todos los miembros de la Cámara tuvi- 
mos ocasión de conocer un editorial publicada en varios 
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medios escritos de forma conjunta que entre otras cosas, 
decía: La cabina electoral -y cito literalmente- no es 
un capricho ni un fetichismo, es la garantía del voto se- 
creto. Así de simple. Ese editorial constituirá la expresión 
de unos medios de comunicación que abarcaban un am- 
plio espectro de la opinión pública nacional. 

Es cierto que también se expuso en el trámite de Comi- 
sión que ahora mismo nuestra sociedad quizá esté muy 
sensibilizada hacia algunas situaciones que producen una 
sensación de control. No olvidemos que la psicosis que se 
produjo a raíz de las informaciones y controles telefóni- 
cos generaron una situación de insensibilidad o de dejar 
pasar y que esto se traduce en el comportamiento a la 
hora de votar. Se argumentaba en la Comisión que los es- 
pañoles no utilizamos la cabina aun cuando esté, porque 
consideramos que no es necesario y que, en definitiva, no 
tiene mayor importancia, pero creo que esos argumentos 
no son muy contundentes e incluso me atrevería a califi- 
carlos de frívolos. Si no existe esa costumbre o no está 
muy extendida en algunas zonas, hay que emprender una 
enseñanza progresiva y para ello, que el proyecto de ley 
contempla la obligación expresa, categórica, de que la ca- 

- bina electoral tiene que estar en el colegio, donde se va a 
proceder a la votación, sería fundamental. 

El artículo 81, en su párrafo 4.", se refiere a que la ca- 
bina electoral deberá estar, al igual que la urna y las pa- 
peletas. Pero insisto en el argumento que expuse en la Co- 
misión: no es lo mismo que si se expresa categóricamen- 
te en el proyecto de ley que no se dará comienzo a la vo- 
tación si no se encuentra la cabina en el colegio electoral. 
Creo que esto daría muchas más garantías y Seguridad 
al votante que quisiera hacerlo en esos términos, porque 
el Presidente de la Mesa no se va a comportar y actuar de 
la misma manera si falta una cabina que si falta, por 
ejemplo, la urna. Seguro que si falta ésta no da comienzo 
la votación, es obvio, pero si falta la cabina, como de he- 
cho sucede en muchos colegios electorales, todos somos 
conscientes de lo que ocurre. No puedo dar ahora la cifra 
exacta, aunque me gustaría, pero sabemos que hay mu- 
chos colegios que no han dispuesto de la cabina, y si en 
ese momento no se iniciara la votación, se daría más tran- 
quilidad y Seguridad. Por tanto, que se contemple en la 
propia ley no es suficiente, a nuestro juicio, porque falta 
la mención expresa de e6a obligación. En caso contrario, 
no habría votación. 

No sé el tiempo que me permitirá la Presidencia, pero 
esta enmienda es fundamental. Sus señorías conocen per- 
fectamente que no sólo en el entorno europeo y en los paí- 
ses más cualificados de la Comunidad, sino en otros con- 
tinentes se contempla la cabina como una obligación 
inexcusable. Y es más: en muchos de ellos incluso se obli- 
ga a utilizarla. La enmienda de nuestro Grupo pretende 
que si no está, no empiece la votación. No es pedir peras 
al olmo; es bastante razonable, lo suficiente como para 
admitirla, pero nos tememos que una vez más se quedará 
sin atender. 

Creo que la enmienda número 67 merecía una atención 
más directa y amplia. 

La enmienda número 68 es una precisión técnica al 

punto 31 del artículo, en donde se habla de toda una se- 
rie de personas que tienen derecho a que les entreguen 
las listas de las distintas representaciones y de los miem- 
bros de las candidaturas. Nosotros consideramos que eso 
va a ser prácticamente imposible de cumplir y, repito, téc- 
nicamente sería conveniente su supresión. 

En la enmienda número 69 al punto 32 nos referimos, 
en coherencia con la anteriormente presentada, a las cer- 
tificaciones censales aportadas. Entendemos que se debe- 
ría suprimir y volver al texto original. 

La enmienda número 71 también tiene una relación téc- 
nica, porque la enmienda habla de suprimir precisamen- 
te las palabras N ... que haya en las secciones)). La propues- 
ta en el proyecto dice: «El acta ... contendrá mención ex- 
presa del número de electores que haya en las Secciones)). 
Parece una discordancia, que no tiene relación puesto que 
no hay Juntas Electorales de Sección. 

Insistimos en la enmienda número 72 en el trámite de 
comisión. Pretendemos modificar en la redacción pro- 
puesta «... en todo caso en el plazo de tres meses a partir 
de la sentencia)), por la de: (( ... procediéndose en su caso 
a la convocatoria en el plazo de 15 días y a la celebración 
de las elecciones en el de 45 días, siempre desde la noti- 
ficación de la sentencia)). Esto, en el caso concreto de los 
presidentes de corporación evita caer en la provisionali- 
dad de la institución, o sea, si resolvemos una situación 
de este tipo, mejoraremos y facilitaremos que continúe la 
institución. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que vaya concluyen- 
do. 

El señor LISO MARIN: Yo lo había calculado bien, se- 
ñor Presidente, pero se ha introducido hasta la enmienda 
76. 

Tengo que defender las enmiendas números 74 y 75. 

El señor PRESIDENTE: No es obligación. 

El señor LISO MARIN: Estamos hablando de bloques 
y éste continúa hasta la enmienda número 76. 

El señor PRESIDENTE: Su tiempo concluyó. 

El señor LISO MARIN: Si me permite, las enmiendas 
números 74 y 75 se refieren -y sus señorías miembros de 
la comisión ya lo conocen- a la disparidad que existe en- 
tre una y otra. Si se mencionan expresa y taxativamente 
todos los gastos que pueden ser considerados como obli- 
gados, no nos parece coherente que después en el último 
párrafo se abra una saco en el que entre todo lo que se 
nos olvidó en el momento de hacer la redacción. O bien 
es taxativa, y en ese caso concreto hay que ponerlo en el 
párrafo -nosotros proponemos uno determinado-, o 
bien es abierta en su literalidad, de forma que todos los 
gastos se incluyan en ese apartado, pero no se pueden po- 
ner ocho o nueve párrafos concretos, calculando incluso 
hasta el papel que se va a consumir, y luego en el último 
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incluir cualquier cosa que pueda tener una relación. No 
parece muy coherente y muy justificado. 

Por último, en la enmienda número 76 hablamos de que 
el Estado, en el plazo de los 30 días siguientes a la fecha 
de celebración de elecciones procederá, en función a los 
resultados generales publicados y en concepto de adelan- 
to, a entregar a los administradores electorales el 45 por 
ciento del importe de las subvenciones, de acuerdo con 
los criterios establecidos en la presente Ley. Creemos que 
esto es importante, sobre todo por el apoyo y la ayuda 
que va a suponer en tesorería, en dinero líquido, para to- 
das las candidaturas. No es lo mismo que decir hasta que 
se entregue toda la documentación a la Junta o en el caso 
concreto al Tribunal de Cuentas. Volvemos nuevamente 
a topar no con la Iglesia, pero sí con la Administración. 
No es lo mismo contar con el dinero de una manera que 
de otra. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Al Senador Fraga le correspon- 
de la defensa de las enmiendas 61, 62, 64 y la «in vote». 

Tiene su señoría la palabra. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Ante todo quie- 
ro agradecer la benevolencia del señor Presidente, que 
hace una pequeña excepción a esta prisa que parece im- 
puesta y antes decía de qué fuente procedía. Pero paso di- 
rectamente a la defensa de las enmiendas de mi Grupo. 

La enmienda número 62 simplemente pide la organi- 
zación de debates en medios de titularidad pública antes 
de la celebración de las elecciones, llevada a cabo por la 
Junta Electoral Central. Creo que es una enmienda muy 
razonable. Lo que en realidad nos mueve a hacerla es la 
necesidad que tienen los ciudadanos de tener la máxima 
libertad a la hora de emitir su voto, de formarse un jui- 
cio. Cuanta más información tenga, mejor ejercerán su li- 
bertad, porque en una sociedad moderna información y li- 
bertad son categorías equivalentes, no hay que disociar- 
las. Por tanto, cuanto más informados estén, más libre- 
mente votarán, salvo que ustedes se opongan a que esta 
enmienda se apruebe. Si se oponen habría que preguntar- 
les: ¿tienen miedo de celebrar los debates? No veo por 
qué. Hay gente preparada en su grupo que en cualquier 
caso puede participar. 

Me podrán decir que la televisión privada sí que va a 
organizar estos debates, pero nosotros queremos que sea 
en los medios de titularidad pública, en la televisión pú- 
blica, que es de todos, y ése es el problema. Mientras que 
ustedes no entiendan que la televisión no es del Gobier- 
no, sino del Estado estaremos metidos en la lógica según 
la cual se confunde el Gobierno con el Estado, la Admi- 
nistración con el partido y el Servicio público con el ser- 
vicio al patrón. Omitir en la Ley la celebración de estos 
debates significa, por tanto, una merma del derecho a dar 
información y a ser informados, y por eso pedimos que 
esta enmienda se apruebe, para que la Ley no peque por 
omisión y si lo hace no será por culpa nuestra. 

La enmienda número 64 y la «in voce» son muy pare- 
cidas. En ellas defendemos que en los Consulados y Sec- 

:iones Consulares de las Embajadas se realicen determi- 
iadas elecciones. ¿Cuáles son esas elecciones? Pues las 
inicas en las que es posible. Nosotros no lo pedimos para 
as generales ni para las municipales ni para las autonó- 
nicas, que es imposible, lo reconocemos, aunque para 
:sas sí solicitamos que los votos se reciban en los consu- 
ados para ser enviados por valija a España, que es lo que 
iacen otros países democráticos. Pero en las elecciones de 
ircunscripción nacional única, es decir, referéndum y en 
:lecciones europeas, sí pueden establecerse mesas electo- 
*ales legalmente constituidas en Consulados y Secciones 
:onsulares de las Embajadas. Es algo que han pedido los 
:migrantes. No voy a seguir con la argumentación de an- 
es para no repetir, pero lo han pedido los emigrantes y 
istedes también lo propusieron en sus programas. 

En cuanto a la enmienda número 70. Solicita la presen- 
:ia de representantes de partidos políticos en la noche 
‘lectoral. ¿Por qué pedimos esto en el recuento informá- 
.ico de los votos en la noche electoral? Porque en un pun- 
:o determinado del proceso electoral, que está caracteri- 
cado por su limpieza -de verdad creo que estamos lo- 
Zrando que haya un buen proceso electoral-, se dan las 
ircunstancias para el oscurantismo. Se encierran unos 
ieñores pagados por el Gobierno en unos cuartos con unos 
listados y ahí no puede entrar nadie. Nosotros pedimos 
simplemente que puedan entrar representantes de los 
partidos políticos. (De qué tienen ustedes miedo? (Por 
qué se empeñan en que la Ley posibilite que haya oscu- 
rantismo? Le puse en comisión el ejemplo de una señora 
D de un señor que va al mercado a comprar carne, que eli- 
ge la parte del choto, pero a la hora de pesarla el tendero 
tapa la báscula. Lo que hará la señora o el señor es irse 
a su casa o no volver a comprar a ese tendero. En este 
caso es distinto; en este caso lo que se puede hacer es abs- 
tenerse, que es a lo mejor lo que quieren ustedes, o emi- 
grar, y ya sabemos lo que pasa con el voto emigrante. Se 
lo pongo de otro modo más sencillo -y voy a extender- 
me solamente un minuto- a nosotros no nos prcocupa 
tanto la posibilidad de que en ese momento oscuro de la 
Ley ustedes hagan trampas -estamos convencidos de que 
no quieren hacerlas- como el hecho de que el sistema sí 
posibilite que se hagan trampas, sean de ustedes o de 
cualquier otro partido que esté en el Gobierno. Eso es lo 
que nos preocupa. Porque si ustedes hacen trampas, son 
ustedes los que están en entredicho, pero si es el sistema 
el que posibilita las trampas, entonces es toda la credibi- 
lidad del sistema la que se pone en tela de juicio. Por eso 
nosotros presentamos esta enmienda, para que no sea la 
credibilidad del sistema la que se ponga en entredicho y 
para que nadie nos pueda decir en el futuro que hemos 
aprobado una ley que da posibilidades para el oscuran- 
tismo. Nos negamos a que haya posibilidades para el os- 
curantismo. Por eso presentamos esta enmienda. Espero 
que, por lo menos, acepten ustedes ésta. Allá ustedes. Sus 
motivos tendrán si no lo hacen. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
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iTurno en contra? (Pausa.) 
Tiene la palabra el Senador Arévalo. 

El señor AREVALO SANTIAGO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señorías, contesto a todas las enmiendas que han sido 
defendidas y, en nombre del Grupo Socialista, nos opone- 
mos a todas las que han sido defendidas, las que se han 
dado por defendidas y las que se podían haber dado por 
defendidas. (Rumores en los bancos de la derecha.) Algu- 
nas, aunque no tuviéramos prisa, no se admitirían ni con 
polvorones. Hemos oído cosas increíbles. No hace falta te- 
ner prisa para decirles que hay que ver las barbaridades 
que dicen. Luego les hablaré de dos cuestiones tan espe- 
ciales como son los debates electorales en Televisión Es- 
pañola y lo que son las cabinas, que son dos asuntos que 
a ustedes les traen emocionados. Lo dejaré para el final, 
porque al principio vamos a tratar lo más aburrido, y lue- 
go entraremos en lo que a ustedes les gusta. 

Si se hace una información provisional facilitada por 
la Administración electoral, esa información es, como se 
dice, provisional y se les da a todos los que tienen interés 
en ella. No es más que una información provisional y, por 
tanto, no tiene la vinculación que la información suficien- 
te que se da por medio de la Junta Electoral. Con esto con- 
testo a enmiendas que han sido presentadas por el Grupo 
Mixto. Hay algún cambio, ciertamente, sobre todo en la 
terminología, en cuanto a la nulidad de los votos si éstos 
exceden del número de electores. Yo digo que es en la ter- 
minología porque si se dan bien cuenta, el texto lo deja 
suficientemente aclarado y, por tanto, no tiene por qué 
producirse ningún tipo de inconvenientes a la hora de dar 
los resultados finales, porque la Ley ya ha previsto lo que 
había suscitado algunos problemas en las últimas eleccio- 
nes. Creo que queda suficientemente aclarado, y solamen- 
te tenemos diferencias en cuanto a la terminología, pero 
no las tenemos en cuanto al fondo y en cuanto al interés 
de la reforma. 

Que en las actas deban constar las alegaciones -depen- 
diendo de qué actas y en cada momento de la votación, 
bien sea en las primeras, en las de la Mesa cuando se ini- 
cia la votación, en las posteriores, o en la última- está 
también previsto en la misma Ley y, en consecuencia, está 
garantizado todo el proceso del día de las elecciones, 
como lo están los recursos. Con esta reforma se ha judi- 
cializado suficientemente todo el proceso electoral, y no 
es abusar el duplicar, sino todo lo contrario: damos ma- 
yores garantías cuando hacemos posible que sean dos y 
no sólo uno, como existía en la legislación anterior. 

El homologar candidato a apoderado es una cosa ob- 
via. Así se venía interpretando desde la Ley de 1985, e in- 
cluso antes. En las primeras elecciones de 1977, se hacía 
ya la misma interpretación. Pero es que hacer apodera- 
dos de quien representa a la candidatura es tan fácil den- 
tro de nuestra legislación, que éstos pueden nombrarse 
hasta el mismo día de las elecciones. Por tanto, no se pro- 
duce ningún problema y, desde luego, se puede hacer apo- 
derado al mismo candidato sin necesidad de ningún otro 
tipo de documento que le garantice como tal más que el 

p e  le garantiza que es candidato que será suficiente para 
ntervenir en todo el proceso electoral el día de las elec- 
:iones exactamente igual que los que llevan el nombra- 
niento de apoderado. De la misma manera deberíamos 
nterpretar, según advierte la enmienda del CDS, la noti- 
Icación a los candidatos y no a los representantes -aquí 
iace una observación concreta- para el Senado. No PO- 

iemos estar de acuerdo con esto porque debemos velar 
ior la existencia del representante de las candidaturas. 
3bserven, además, que en la candidatura del Senado se 
lizo una modificación - e n  las primeras elecciones no era 
isí- por la que los que van con un determinado partido 
Jolítico figuran uno detrás de otro. Por tanto, deberán te- 
ier los tres un representante; es decir, deberá ser un re- 
wesentante de la candidatura porque son candidaturas 
le los partidos en su conjunto. Cuando el candidato es 
mo solo, también tiene, naturalmente, su representante, 
que puede ser él mismo. 

Los errores que se producen en el censo los corrige la 
iunta Electoral y por tanto, es ya un medio de suficiente 
:arantía y evitamos que se pueda discutir sobre los erro- 
res que hayan podido existir en las listas que figuran, in- 
:luso en las mesas, el día de las elecciones. 

Es obvio -lo dice la Constitución- que el Presidente 
del Gobierno puede disolver una y otra Cámara. Por tan- 
to, no existe ninguna duda porque no se diga exactamen- 
te en esta Ley Electoral que puede disolver una u otra Cá- 
mara. Ya lo dice la Constitución,que es suficiente y no 
hace falta que se repita en ningún otro sitio. 

Si se consideran como votos en blanco aquellos que son 
emitidos para candidaturas retiradas o si se consideran 
iomo votos nulos, parece que es un problema de muy es- 
casa importancia, y también se puede considerar que son 
nulos. Si se emite un voto para una candidatura que ha 
sido retirada, ese voto puede considerarse un voto nulo, 
como aquel otro en el que figura una papeleta tachada o 
haciendo cualquier otra señal que signifique que quiere 
anular el voto que se presenta. Incluso si se ha cometido 
un error, ese error parece que responde mejor a la volun- 
tad de que sea un voto nulo, que no a que sea un voto en 
blanco que puede tener otro sentido para el que emite el 
voto. La campaña institucional que pueden llevar a cabo 
los poderes públicos que, en virtud de su competencia le- 
gal, hayan convocado un proceso electoral, no tiene por 
qué duplicarse. Deberá ser aquél que ha convocado las 
elecciones el que pueda realizar la campaña institucional. 
En otro caso estaríamos duplicando, y, además, inútil- 
mente, porque la campaña institucional tiene un solo ob- 
jetivo que es el de, anunciando las elecciones, animar a 
que se preste el voto para que no haya abstención y, por 
tanto, lo haga una Administración o lo haga otra, será su- 
ficiente y se estará cubriendo el interés previsto en la Ley. 

Las encuestas electorales deben ser entregadas a aque- 
llos que la soliciten. Además las encuestas electorales pue- 
den realizarlas las distintas administraciones públicas o 
los organismos que dependen de las distintas administra- 
ciones públicas, no tiene por qué ser sólo una o sólo la del 
Estado la que realiza encuestas electorales. Por tanto, es- 
tamos en el mismo caso que cuando se pedía que fuera 



- 
SENADO 

3203 - 
12 DE MARZO DE 1991 .-NÚM. 57 

obligatorio entregar el censo electoral a todas las candi- 
daturas o a los representantes de las candidaturas. Ten- 
drán derecho a solicitar el resultado de las encuestas elec- 
torales todos aquellos que lo deseen, pero no será obliga- 
torio entregárselas a quien no quiera recibirlas, ya que no 
tiene por qué recibirlas. Sería contradictorio que se cele- 
bren encuestas electorales y no se tenga conocimiento pú- 
blico de ello porque la encuesta es pública por naturale- 
za tal como está previsto en la ley, hecha por cualquiera 
de las administraciones públicas para ser entregada a 
aquel que la solicite. No será posible hacer ocultación de 
una encuesta que se realice en las condiciones en que es- 
tán previstas en la ley. 

El hecho de que se entregue o no la copia del acta con 
acuse de recibo no sé si es una garantía más o es un uso 
más de un posible derecho que en nada mejora lo que ya 
está previsto para garantizar todo el proceso de la entre- 
ga de actas tal como establece la ley. Se abusa, segura- 
mente, si se exige que se dé algún detallito más, ya que 
no parece que se tenga más interés que ese el de insistir 
en detallitos que para nada mejoran ni aumentan las ga- 
rantías que tienen no sólo los representantes de las can- 
didaturas, sino todos los que tienen derecho a votar y han 
votado. 

Es curioso que se ponga también un especial énfasis en 
la noche electoral y en eso que se ha dado en llamar el os- 
curantismo al no permitir que aquel que quien vigile el 
proceso de las máquinas. Yo no sé si el interés en meterse 
entre las máquinas nada más o en conocer los resultados; 
resultados que se dan por dos vías distintas, vías que co- 
nocen, que las han conocido siempre y que las van a se- 
guir conociendo: una, la vía de la Administración Electo- 
ral que es la que después emite el resultado definitivo, y 
otra, la vía de la Administración del Estado que por me- 
dio del Ministerio correspondiente realiza las operaciones 
por las que se dan resultados provisionales y se adelan- 
tan detalles que no da la Administración Electoral. Ese 
es todo el problema. Usted va a poder estar presente como 
lo ha estado ya en otras circunstancias, en otras eleccio- 
nes cuando se han realizado todos aquellos actos de re- 
cuento electoral. Cada partido político tiene que preocu- 
parse de tener sus interventores en las mesas, tiene que 
preocuparse de tener ese control que es el que garantiza 
la ley. Si la vía administrativa está equivocada y tiene 
montones de errores, prevalece la otra. El primer intere- 
sado será quien ejerza esa función para que el proceso re- 
sulte bien porque si no va a hacer el ridículo porque las 
diferencias que se pueden producir entre un recuento y 
otro recuento puedan ser tan sustanciales como para que 
se haga el ridículo. Además no sirven porque el resultado 
final se da por la vía de la Administración Electoral y no 
por la otra. ¿Por qué entonces podríamos calificar a este 
proceso de oscurantista? Lo digo porque estas cosas siem- 
pre las escucha alguien; aunque cada vez menos porque 
se dan cuenta en qué tono lo dicen. Por tanto cada vez me- 
nos personas harán caso de las acusaciones de oscurantis- 
mo . 

Si esta ley hace algo es proteger los derechos de todos 
los electores; de todos los partidos políticos que se pre- 

sentan a las elecciones y de todas las candidaturas. Oscu- 
rantismo es según ustedes que no les dejen entrar por la 
puerta de la trastienda para ver cómo funciona la máqui- 
na de la informática. Yo no entiendo nada de informáti- 
ca, pero por lo visto a usted le interesa mucho la maqui- 
nita de la informática y le interesa muy poco el recuento 
de la Junta Electoral. Usted no se preocupa de cómo se 
lleva el recuento en la Administración Electoral; eso le 
preocupa menos porque no ha presentado ninguna en- 
mienda al respecto. 

Tenga usted en cuenta que también se hacen elecciones 
en otras administraciones públicas y que se llevan los con- 
troles necesarios. 

A estas enmiendas -aunque hubiera habido mucho 
tiempo y aunque hubiéramos tenido la posibilidad de ad- 
mitir más enmiendas- les falta la razón, aunque no les 
falte la «cabina». 

Sobre la cabina le diré que la ley prevé que cuando se 
comience la votación existan papeletas, urnas y cabina. 
Por tanto, la cabina está cuando se inicia la votación; si 
no hay cabina el Presidente puede anunciar que no inicia 
el proceso. Puede suceder también que a lo largo del día 
falten papeletas y hasta puede suceder que se rompa la 
urna, (pero usted se imagina a alguien llevándose la ca- 
bina? La única manera de que falte la cabina durante la 
votación es porque alguien se la lleve. Además, la ley dice 
que las papeletas tienen que estar o en la cabina o cerca 
de la cabina. La ley hace previsiones para cuando falten 
papeletas porque pueden faltar durante la votación. Lo 
que no nos imaginamos es que durante la votación falte 
la cabina. Usted por lo visto si lo piensa, pero nosotros 
no podemos imaginar que en las próximas elecciones la 
cabina se la lleven unos cuantos al hombro. 

Finalmente, hablaré sobre los emocionantes debates 
electorales. La Junta Electoral tiene en esta ley -las te- 
nía en 1985 y esta reforma ve aumentada sus funciones- 
competencias y capacidad de vigilar el proceso y de diri- 
gir la oficina del censo. Todo esto está previsto en esta 
ley. Lo que yo ya no me imagino es que pudiéramos atri- 
buir en esta ley a la Junta Electoral la facultad de dise- 
ñar la campaña electoral de cada partido. Eso ya no en- 
caja ¿Cómo va disponer la Junta Electoral que haya de- 
bates electorales? Un partido político, supongamos que el 
suyo, decide que en esa campaña electoral, por las razo- 
nes que legítimamente tenga, no va a celebrar un debate 
concreto porque no le interesa de cara a los resultados 
que espera obtener. Estima que no es conveniente hacer 
un debate con los diferentes partidos y decide, no hacer- 
lo. Si nos atenemos a lo dicho por usted, la Junta Electo- 
ral podría decir: haga usted el debate; pero entonces ha- 
bría una clara interferencia en la campaña electoral, la 
cual tiene que ser diseñada y dirigida por cada partido po- 
lítico. Dice usted que los debates deben realizarse y emi- 
tirse en Televisión Española. Hace unos años cuando no 
existían las televisiones privadas ustedes arremetían con- 
tra Televisión Española, ahora que hay televisiones pri- 
vadas seguimos igual. Televisión Española sigue siendo 
la madre de todas las virtudes y de todas las ventajas elec- 
torales. Según usted, esta ley facilita la trampa. ¿Dígame 
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usted dónde se facilita la trampa? Si lo que quiere usted 
es llamar tramposo a alguien, hágalo con cuidado. Hága- 
lo con cuidado, porque las garantías que se producen en 
este procedimiento electoral que existe en España, más 
todas las rectificacíones que ha habido que hacer con mo- 
tivo más de insinuaciones que de pruebas, están recogi- 
das en esta ley, están recogidas en la reforma, y, por tan- 
to, seremos nosotros los primeros en defender que las le- 
yes que aprobamos aquí con el voto a favor de unos y con 
el voto en contra de otros, una vez que son leyes, que es- 
tán sancionadas y que están en vigor, tienen que ser de- 
fendidas por todos, aunque después, cuando tengamos 
oportunidad parlamentaria para ello, intentemos rectifi- 
carlas. Pero mientras tanto tenemos que defenderlas, por- 
que esas son las leyes que legítimamente nos damos y que 
acogen todas las novedades en este caso, todas las garan- 
tías de un proceso electoral y, en general, del proceso de- 
mocrático. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno de portavoces? (Pau- 
sa.) (El señor Fraga Egusquiaguirre pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Al final del turno de portavo- 

{Grupo Mixto? (Pausa.) El Senador Barbuzano tiene la 
ces, Senador Fraga. 

palabra. 

El señor BARBUZANO GONZALEZ: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señorías, Senador Arévalo, nosotros, aquí, por lo que 
nos pueda tocar de su aseveración primaria: Inasequibles 
al desaliento. Hasta el final. Y como no ha contestado a 
nuestras dos enmiendas, se las reitero. 

La enmienda número 11 es una enmienda que mejora 
el texto de la Ley de Régimen General y la otra simple- 
mente interviene con tres palabras para salvar el fondo 
de lo que dice la modificación del artículo 42, en la me- 
dida en que nosotros lo entendemos. Por tanto, mantene- 
mos nuestras enmiendas y le repito que hasta la hora que 
sea necesario, inasequibles, sean admitidas o no. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. 
¿Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos? (Pausa.) 

¿Grupo del CDS? (Pausa.) El Senador Martínez Sospedra 
tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ SOSPEDRA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Muy brevemente, porque hay silencios clamorosos de 
los que quiero dejar nota, así como también quiero decir 
al Senador Arévalo que no tenemos ninguna fobia al re- 
presentante. Nosotros no pedirnos que desaparezca el re- 
presentante, pedimos que determinadas cosas se notifi- 
quen a los candidatos. Y le voy a decir por qué. Porque 
yo no quiero tener que volver a vivir la experiencia de 
marzo de 1979 cuando actué al servicio de un amigo mío, 
candidato de su partido al Senado en la provincia de Va- 

lencia -y en esta Sala hay quien conoce la historia tan 
bien como yo, o probablemente mejor-, que, al final, se 
vio desasistido por el aparato de su partido, por los re- 
presentantes de su partido, a consecuencia de lo cual per- 
dió el escaño teniendo más sufragios que la persona que 
al final lo obtuvo. No desearía tener que volver a vivir esa 
situación y no desearía que nadie la tuviese que vivir, por- 
que, le aseguro Senador Arévalo, que es sumamente desa- 
gradable. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
¿Grupo de Convergencia i Unió? (Pausa.) El Senador 

Oliveras tiene la palabra. 

El señor OLIVERAS 1 TERRADAS: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

En el turno de portavoces relativo a los vetos he dicho 
que nuestra posición sustancial sobre la modificación del 
régimen electoral general para lograr un proceso electo- 
ral democrático y transparente se veía recogida en el tex- 
to que estamos debatiendo. Sin embargo, hay un punto 
muy concreto de profundo desacuerdo, de profunda dis- 
crepancia, que es el punto 18 del proyecto de ley. 

El Senador Arévalo sostiene que no conviene duplicar 
campañas institucionales. Este es el único argumento que 
ha esgrimido en contra de nuestra enmienda de supresión 
del punto 18, que introduce precisamente esa modifica- 
ción impidiendo que todos los poderes públicos puedan 
realizar esa campaña institucional. 

Pues bien, según el artículo 23 de la Constitución, los 
ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos pú- 
blicos directamente o por medio de representantes libre- 
mente elegidos en elecciones periódicas por sufragio uni- 
versal. El artículo23 está dentro del Capítulo segundo 
(Derechos y Libertades) del Título 1. Por su parte, el ar- 
tículo 53 establece que los derechos y libertades del Ca- 
pítulo segundo vinculan a todos los poderes públicos; y 
el artículo 9.2 dice que corresponde a los poderes públi- 
cos promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra 
sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impi- 
dan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de 
todos los ciudadanos en la vida política, económica, cul- 
tural y social. 

Los poderes públicos asumen el compromiso de remo- 
ver obstáculos y de facilitar la participación de todos los 
ciudadanos. Nos encontramos ante algo muy distinto a la 
mera facultad; estamos ante una declaración de que 
corresponde a los poderes públicos hacer cuanto sea pre- 
ciso para que el derecho ada participación sea real, efec- 
tivo y material. Los poderes públicos se convierten en efi- 
caces propiciadores de la participación, en evidentes res- 
ponsables de que el derecho que se proclama se ejerza. 
Por consiguiente, los poderes públicos no sólo tienen la fa- 
cultad sino que también tienen la obligación de incenti- 
var e informar la participación en las elecciones. Y cuan- 
do la Constitución se refiere a los poderes públicos se re- 

. 
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fiere a todos los poderes públicos sin exclusión, al igual 
que lo hace la Ley orgánica en su actual redacción. 

Para limitar las campañas institucionales a los poderes 
convocantes del proceso electoral, es preciso -como se 
hace en el proyecto- excluir expresamente a los demás, 
y esto, a nuestro entender, limita la realidad constitucio- 
nal. La Constitución compromete a todos los poderes pú- 
blicos, y en las elecciones municipales, por ejemplo, las 
comunidades autónomas no tienen competencia para con- 
vocar, pero tienen competencia en materia municipal y 
responsabilidad en materia comunicipal. Mi pregunta por 
tanto es la siguiente: ¿Por qué las comunidades autóno- 
mas que tienen responsabilidad en materia municipal no 
van a poder hacer una campaña de carácter institucional? 

Señor Presidente, señorías, mantenemos nuestra en- 
mienda número 7 e insistimos en la conveniencia de no 
alterar el espíritu actual de que a todos los poderes pú- 
blicos les corresponde incentivar e informar la participa- 
ción en las elecciones. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. 
{Grupo Popular? (Pausa.) El Senador Liso tiene la pala- 

bra. 

El señor LISO MARIN: Muchas gracias, señor Presiden- 
te. 

Señor Arévalo, la réplica a las enmiendas defendidas 
por nuestro Grupo, la verdad es que algunas de ellas no 
la llego a comprender. 

No entiendo por qué dice que nuestra enmienda núme- 
ro 63 podría dar lugar a duplicar o incluso triplicar las 
encuestas, si el texto del proyecto es lo suficientemente 
claro y concreto; lo único que falta es la imperiosa obli- 
gación de que se entreguen, porque el proyecto dice: «En 
el supuesto de que algún organismo dependiente de las 
Administraciones públicas realice en período electoral en- 
cuestas sobre intención de voto ... » Es algo muy claro y 
muy concreto. Estamos hablando de ese tipo de encues- 
tas hechas por las administraciones públicas, no de cual- 
quier tipo de encuestas que luego se repiten. Yo creo que 
las administraciones públicas no están haciendo encues- 
tas diarias ni continuamente, y en las que, desde luego, 
todos estamos pensando son en las del Centro de Investi- 
gaciones Sociológicas. Esas son de las que, en muchos ca- 
sos, los grupos, las fuerzas políticas de la oposición con- 
cretamente no se enteran, o cuando se enteran es dema- 
siado tarde para reclamarlas -aun cuando luego haya ce- 
leridad en entregárselas- y resulta que ya no son válidas 
o que han perdido la eficacia y efectividad que se necesi- 
ta. Por tanto, no hay que cambiar el texto en exceso. Sim- 
plemente ha de expresar el imperativo de que le sean en- 
tregadas. 

En cuanto al acuse de recibo en esas protestas forma- 
les nos parece algo elemental. Usted dice que no produce 
más garantía al reclamante, pero en la práctica adminis- 
trativa eso es una cuestión elemental. No supone ningu- 
na distorsión ni un trabajo excesivo que pongan un sello 
al hacer la reclamación y creo que esto sería una garan- 

tía clara y rotunda de que ha presentado la reclamación 
en su momento oportuno. 

Vamos a centrarnos ahora un poco en la cuestión de la 
cabina. No es ningún fetichismo, es una necesidad impe- 
riosa; para que la voluntad del elector realmente sea pri- 
vada ésia tiene que ser ejercida en secreto, tiene que ha- 
ber algún recinto donde la pueda ejercer si quiere, y no 
hemos llegado aún a lo que se ha llegado en algunos paí- 
ses donde la cabina es obligatoria. Aquí se habla simple- 
mente de que la obligación sea clara, contundente, que 
sea legalmente imperativo que la cabina debe estar y que, 
si no está, se paraliza o, mejor dicho, no se inicia la vo- 
tación. El ejemplo de que se la pueden llevar como las pa- 
peletas no vale para este caso porque es difícil que se lle- 
ven a cuestas una cabina. No es fácil que eso se dé, salvo 
que algunos gamberros en concreto armaran un escánda- 
lo, pero en ese caso se paralizaría la votación. Que la ca- 
bina no esté desde el inicio ocurre en muchísimos cole- 
gios electorales, todos somos conscientes de eso, y lamen- 
to no disponer de datos. Queremos que esté claramente 
en la ley que, de no haber cabina, no se dará comienzo a 
la votación. El ejemplo que ha puesto su señoría no ha lle- 
gado siquiera a hacer gracia, porque creo que no se pue- 
de dar, pero que se dé comienzo a la votación sin que esté 
allí la cabina, sí se da. El que luego el presidente, si cum- 
ple rigurosamente el precepto, pueda comunicarlo a la 
Junta es otra cosa, pero lo que ya es muy difícil es que la 
cabina se restituya al lugar a tiempo porque a lo mejor 
la ponen a los tres días de haber terminado la votación. 
Eso es simplemente lo que se trata de evitar; hay que dar 
garantía absoluta al que quiera utilizarla. Por otra parte, 
se trata de un hábito social que debemos extender. Si te- 
nemos la mala costumbre en general de no utilizar la ca- 
bina, habrá que cambiar esa costumbre; es un hábito que 
hay que imponer y si es preciso habrá que educar a los 
electores para que lo adquieran. 

Esta era la enmienda más importante. Han quedado al- 
gunas enmiendas técnicas que no comentamos, por no re- 
petirnos. Hay alguna enmienda de cierto relieve, como 
puede ser la relativa a las certificaciones censales. No se 
ha referido a ellas pero tienen su importancia. En cuanto 
a la enmienda número 72, a la que su señoría no ha he- 
cho mención, enmienda que solicita que agilice el proce- 
dimiento el presidente de la corporación local correspon- 
diente cuando se dé esa situación, creo que es importante 
porque se trata de una institución que debe intentar de- 
jar resuelto cualquier problema que se suscite; es elemen- 
tal que se resuelva lo más rápidamente posible. 

Gracias, señor Presidente. (El señor Fraga Egusquia- 
guirre pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señoría. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el Senador Aré- 

valo. 

El señor AREVALO SANTIAGO: Señor Presidente, se- 
ñorías, Canarias, Ceuta y Melilla en las candidaturas del 
Senado son distintas al resto de las circunscripciones es- 
pañolas, y, como esto ya está suficientemente claro, no es 
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necesario hacer ninguna excepción en la ley puesto que 
ya se supone cómo se hace esto; no hace falta, pues, ha- 
cer ninguna mención especial. 

En cuanto a la notificación a los candiaatos a la que se 
refería el señor Martínez Sospedra, me parece que lo que 
intenta es solucionar un problema interno de candidatu- 
ras o de partidos políticos que debía solucionarse por 
otras vías pero no por la de la notificación al candidato, 
porque lo que tampoco se va a saber es quiénes son los 
candidatos en disputa. Es verdad que el sistema de elec- 
ción del Senado produce alguna competencia entre los 
que comparten la misma candidatura, la del mismo par- 
tido, pero ésa no es razón suficiente para hacer excepcio- 
nes en los términos en que manifiesta el Senador Martí- 
nez Sospedra. Son problemas que se pueden solucionar, 
como digo, por otras vías. 

Es cierto que la participación en elecciones y en todos 
los actos de la sociedad democrática debe ser alentada 
por todos los poderes públicos, sean los que sean, pero es 
cierto también que no se anima más a la participación 
por que se hagan demasiadas campañas de este cipo. Si 
se pudieran celebrar campañas institucionales en la for- 
ma en que su señoría lo desea según su enmienda, señor 
Oliveras, a lo mejor estaríamos introduciendo ahí una 
competición entre administraciones a la hora de hacer 
una campaña institucional que no tiene más objetivo que 
animar al voto anunciando las elecciones. Yo no me esta- 
ba refiriendo a encuestas que se elaboraran por iniciativa 
privada, sino a las que las distintas administraciones pú- 
blicas pudieran elaborar. Porque no sólo hace encuestas 
la Administración del Estado o los organismos dependien- 
tes de la misma; también las hacen organismos depen- 
dientes de las administraciones autonómicas o de las mu- 
nicipales. Por tanto, refiriéndose la ley a las encuestas que 
proceden de todas las administraciones, será voluntad de 
las candidaturas obtener los resultados de esas encuestas. 
Tampoco me parece que sea necesario obligar. 

Antes de terminar quiero referirme de nuevo a las ca- 
binas. Hay que exigir la existencia de las cabinas; el pre- 
sidente de la mesa tiene obligación de vigilar que existe 
la cabina antes de empezar la votación. Puede exigirlo 
también cualquiera de los miembros de la mesa o los in- 
terventores de los partidos políticos, quienes pueden di- 
rigirse al presidente y decirle que no se inicie la votación 
hasta que no haya una cabina. Pero también háy que re- 
conocer otra cosa: en España se usa poco la cabina. Es po- 
sible que más adelante se use más, pero hoy por hoy se 
usa poco. No podemos estar hablando de un tema que pa- 
rece que es la esencia misma de una votación pero que 
no lo es. Sí es fundamental que haya papeletas, que estén 
establecidas todas las demás garantías y que esté la ca- 
bina también, porque lo tiene que exigir el presidente al 
comenzar la votación, pero tampoco nos creamos que la 
gente pasa por la cabina, Yo nunca he pasado por ella. 
Ahora bien, si en adelante dice usted que obliguemos a 
los españoles -eso pasa en muy pocos países- a que pa- 
sen por la cabina antes de emitir su voto, el día que eso 
llegue, el día que veamos que eso es necesario para ga- 

rantizar el proceso electoral del día mismo de las eleccio- 
nes lo tendremos que hacer, pero hoy por hoy la cabina 
no es precisamente un artículo indispensable el día de la 
votación. 

Muchas gracias, señor Presidente. (El señor Fraga Egus- 
quiaguiwe pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Señor Fraga, no recuerdo que haya habido alusión, pero 

si su señoría me da su palabra de que hubo alusión y res- 
ponde en un minuto, tiene la palabra. 

El señor FRAGA AGUSQUIAGUIRRE: No sé si es alu- 
sión. 

El señor PRESIDENTE: Entonces no es turno de alu- 
siones. No me lo indique porque entonces le quito la pa- 
labra. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: Se ha dirigido a 
mí directamente; le prometo en cualquier caso que el se- 
ñor Senador se dirigió a mí cuando estaba defendiendo 
su flojo argumento (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Fraga, eso no es una alu- 
sión. 

El señor FRAGA EGUSQUIAGURRE: Es una alusíón 
(Risas-Rumores). 

En cualquier caso, usted no me ha respondido a la pe- 
tición que hacemos del voto en consulados; será porque 
no tiene ningún argumento. En segundo lugar, quiero re- 
cordarle que la Junta Electoral Central no es ni el Parti- 
do Popular, ni el Partido Socialista, ni el CDS, ni ningún 
partido. Si lee los partidos que regulan su composición, 
posiblemente entenderá nuestra enmienda y a lo mejor 
hasta la aprueban. 

En cuanto a los representantes de los partidos políticos 
en el recuento de votos la noche electoral, usted acaba de 
hablar de la maquinita, pero no es nada importante que 
los representantes de los partidos políticos estén viendo 
la maquinita. Quiero recordarle que la maquinita de que 
usted habla, llamada también ordenador ... 

El señor PRESIDENTE: Senador Fraga, no miente la 
maquinita porque el señor Senador después me pedirá 
también un turno por alusiones. (Risas.) 

El señor FRAGA EGUSQUIAGUIRRE: La máquina es 
capaz de todo. Eso es lo que le quería decir al señor Aré- 
valo. No sé si pedir el turno por alusiones a la máquina, 
pero si a usted le llega un recibo del Banco con un cargo 
equivocado de un millón de pesetas, ya veremos la cara 
que pone ante la maquinita. La maquinita puede equivo- 
carse. Esperemos que esa maquinita en el futuro no se 
equivoque. Si la ley se hubiese aprobado con nuestra en- 
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mienda, estoy seguro de que no se hubiese equivocado. 
(El señor Arévalo Santiago pide la palabra.) 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Senador Arévalo, (también por 
la maquinita? (Pausa.) Tiene la palabra. 

El señor AREVALO SANTIAGO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Yo no sé si antes me he dirigido al Senador Fraga, pero 
veo que es inútil porque para qué me voy a dirigir a su 
señoría si no entiende nada. 

Me he referido a los dos procedimientos para el recuen- 
to electoral; dos; usted sabe que hay dos, jno? Uno, el de 
la Administración electoral, que es el que da los resulta- 
dos definitivos y que es el que vale. Ustedes no se preo- 
cupan de cómo funciona este procedimiento, pero sí se 
preocupan, en cambio, de cómo lo hace el Ministerio del 

Interior, y quieren estar presentes. ¿Para qué, si el que 
vale es el otro? iUsted quiere estar? Pues esté usted, pero 
no le dé más importancia que la de que va usted a ser in- 
vitado, como son invitados todos los partidos políticos, a 
la noche electoral, a asistir al Centro de datos para ver en 
los paneles cómo se va dando los resultados. i0 lo que 
quiere usted es entrar por detrás de la trastienda para ver 
cómo funciona aquello? No sé, es que no entiendo. 

Perdón, señor Presidente, a lo mejor ya me he pasado 
de tiempo. 

El señor PRESIDENTE: Hemos concluido el debate de 
esta parte de los artículos y faltan seis minutos para las 
nueve. Se suspende la sesión hasta mañana a las diez ho- 
ras. 

Eran las veinte horas cincuenta y cuatro minutos. 
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